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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 6) Por el que se aprueba el Acuerdo Constitutivo de la 
Oficina Internacional de los Textiles y las Prendas 
“Montevideo, 10 de noviembre de 1987. de Vestir. 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión (Carp. N* 439/85 - Rep. N* 113/87) 
ordinaria mañana miércoles 11, a la hora 17, a fin im- 
tormarse de los asuntos entrados y Considerar el siguiente 7) Por el que se deroga el Decreto-Ley N% 15.462, de 
16 de setiembre de 1983 y se modifican varios ar- 
ORDEN DEL DÍA ticulos del Código Civil. 
1) Continúa la discusión general y particular del pro- íCarp. N9 387/85 - Rep. N% 119/87) 
yecto de ley de Regulación de las Zonas Francas en 
el Uruguay. 8) Por el que se modifica el apartado C del artículo 280 
de la Ley N* 10.757, de 27 de julio de 1946 (Ley Or- 
(Carp. N? 574/86 . Rep. N* 136/87) gánica Militar), referente a ascensos por Concurso 
de militares. 
2) Discusión general y particular del proyecto de ley 
per el que se establecen normas en materia tributaria. (Carp. N? 855/87 - Rep. N* 128/87) 
(Carp. N? 894/87 - Rep. N* 139/87) 9) Por el que se exonera de multas por mora en las 
cuotas del saldo resultante del impuesto al Patrimo- 
Continúa la discusión general y particular del pro- nio, Ejercicio 1986, a los contribuyentes titulares de 
yecto de ley: explotaciones agropecuarias O propietarios de inmue- 
bles rurales. 
3) Por el que se regula la expedición de los permisos 
de caza. (Carp. N9 806/87 - Rep. N* 140/87) 
(Carp. N? 438/85 - Rep. N? 91/87) 10) Por el que se extiende la exoneración del pago de 
derechos consulares por concepto de legalización de 
Discusión general y particular de los siguientes pro- Partidas de Estado Civil, a efectos de cumplir trá- 
yectos de ley: mites ante la Dirección de las Pasividades de Indus- 
tria y Comercio. 
4) Por el que se aprueba el Convenio de Intercambio 
Cultural suscrito entre la República Oriental del Uru- (Carp. N* 836/87 - Rep. N* 141/87) 
guay y la República de Colombia el 2 de agosto de 
1985. 11) Por el que se aprueba el Convenio Comercial entre 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
(Carp. N? 342/85 - Rep. N? 96/87) el Gobierno de la República de Cuba. 
5) Por el que se aprueban las Enmiendas a] Anexo del (Carp. N? 708/86 . Rep. N* 145/87) 
Protocolo de 1978 relativo al Convenio Internacio- 
nal para Prevenir la Contaminación por los Buques. 12) Por el que se establecen normas para la determina- 


(Carp. N? 645/87 - Rep. N% 112/87) 


ción de la nacionalidad oriental para los hombres 0 
mujeres nacidos en cualquier parte del territorio y 
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para sus hijos cualquiera sea el lugar de su naci- 
miento. 


(Carp. N? 763/87 - Rep. N9 146/87) 
13) Por el que se exoneran del Impuesto a las Rentas 
de Industria y Comercio las rentas obtenidas por la 
_ Corporación Nacional para el Desarrollo y se otorgan 
beneficios tributarios a los compradores de acciones 
de dicha Corperación. 

(Carp. N? 937/87 - Rep. N? 148/87) 
14). Por el que se declara que la Ley N? 9.860, de 16 de 
agosto de 1939, elevó a la categoría de “Pueblo”, con 
el nombre de Carlos Reyles al núcleo poblado ubi- 
cado en la 3ra. Sección de Durazno, que se cono- 

cía con el nombre de Estación Molles. 
(Carp. N? 833/87 - Rep. N? 151/87) 


LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 

ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Batalla, Bat- 
lle, Cadenas Boix, Capeche, Carrere Sapriza, Cassina, Cer- 
sósimo, Cigliuti, Croce, Fá Robaina, Flores Silva, Garcia 
Costa, Gargano, Guntin, Jude, Lacalle Herrera, Martínez 
Moreno, Mederos, Olazábal, Ortiz, Pereyra, Pozzolo, Ro- 
dríguez Camusso, Terra Gallinal, Tourné, Traversoni, Za- 
noniani, Zorrilla y Zumarán. 


FALTAN: con licencia los señores senadores Ferreira, 
Posadas, Ricaldoni, Senatore, Singer y Ubillos. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, esta 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 11 minutos) 
Dése cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 

“Montevideo, 11 de noviembre de 1987. 

El Poder Ejecutivo remite un Mensaje por el que so- 
licita venia para exonerar de su cargo a un funcionario 
del Ministerio de Economía y Finanzas. 

(Carp. N?* 966/87) 

—-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 

La Presidencia de la Asamblea General destina varios 
Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los 
siguientes proyectos de ley: 

sobre control y erradicación de la Fiebre Aftosa. 


(Carp. N* 959/87) 


—A la Comisión de Agricultura y Pesca. 
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por el que se denomina “Presidente Rivera” al buque 
tanque Wiking Harrier, adquirido por la Armada Na- 
cional, 


(Carp. N% 960/87) 
—A la Comisión de Defensa Nacional. 


por el que los bienes provenientes de la rifa organi- 
zada por:la “Asociación Pro-Obras de Remodelación 
del Hospital Zoilo A. Chelle”, del departamento de 
Soriano que no fueron sorteados por corresponder a 
bovos no vendidos, integran el patrimonio del Estado 
por aplicación de las sanciones previstas en el ar- 
tículo 19 del Decreto-Ley N* 14,841, de 22 de noviem- 
bre de 1978, 


(Carp. N* 961/87) 
—A la Comisión de Constitución y Legislación. 


por el que se aprueba el texto del Convenio Cultural 
suscrito entre el Goblerno de la República y el Go- 
bierno de la República de Guatemala. 


(Carp. N* 962/87) 
—A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


por el que se aprueba el Protocolo de Cartagena de 
Indias, que introduce reformas a la Carta de la Or- 
ganización de los Estados Americanos y que fuera sus- 
crito por la Delegación de la República al XIV Pe- 
ríodo Extraordinario de Sesiones de la Asamblea Ge- 
neral de la O.E.A. el 4 de diciembre de 1985. 


(Carp. N? 963/87) 
—A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


La Presidencia de la Asamblea General remite Men- 
sajes de] Poder Ejecutivo por los que comunica haber dic- 
tado los siguientes Decretos y Resoluciones: 


por el que se fija el monto anual para el Fondo de 
Saneamiento Animal. 


por el que se actualiza el monto de las multas a apli- 
car por infracciones a disposiciones sanitarias de los 
animales, 


—Ténganse presentes. 


La Suprema Corte de Justicia remite Mensajes por los 
que comunica las resoluciones adoptadas efectuando tras. 
posiciones de rubros. 


—Ténganse presentes. 


Los señores senadores A. Francisco Rodríguez Camus- 
so y Walter Olazábal de conformidad con lo establecido 
en el artículo 118 de la Constitución solicitan se curse al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas con destino a 
la Administración de las Obras Sanitarias del Estado re- 
lacionado con las obras a realizarse en la ciudad del Chuy, 
para asegurar el suministro mormal de agua potable, 


—Procédase como se solicita. 


g2 CS. 


El señor senador Uruguay Tourné presenta con expo- 
sición de motivos un proyecto de ley relativo a normas 
complementarias sobre refinanciación de deudas. 


(Carp. N9% 964/87) 
-A la Comisión de Hacienda. 


Los señores senadores Hugo Batalla, Enrique Martinez 
Moreno y Carlos Alberto Cassina, presentan con exposi- 
ción de motivos un proyecto de ley de arrendamiento de 
bienes inmuebles. 


(Carp. N9 965/87) 


—A la Comisión de Constitución y Legislación.” 


4) PROYECTOS PRESENTADOS 


“NORMAS COMPLEMENTARIAS SOBRE 
REFINANCIACION DE DEUDAS 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Recogiendo la experiencia ocurrida luego de la san- 
ción de la Ley N?. 15.786, especialmente con el tratamien- 
to individual del tema endeudamiento, consideramos im- 
postergable el legislar nuevamente sobre dicho tema para 
establecer una interpretación auténtica respecto a crite- 
rios dispares que se han dado entre los protagonistas, así 
como por la necesidad de otorgar potestades a los orga- 
nismos estatales vinculados al asunto que nos Ocupa. 


También impulsa esta iniciativa, la necesidad de re- 
producir en la ley decisiones del Banco Central del Uru- 
guay que en determinados lapsos han estado vigentes y 
que luego fueron derogadas o limitadas en su esfera de 
aplicación, dejando un residuo de tratamiento desigual 
para los deudores. 


Concomitantemente el presente proyecto pretende .es- 
tablecer mecanismos de bonificación en los pagos, quitas, 
pago con entrega de bienes con efectos liberatorios, etc., 
que en el fondo no hace otra cosa que recoger soluciones 
que aisladamente han encontrado acreedores y deudores. 
O sea, que este proyecto no hace mas que establecer un 
sinceramiento al tratamiento del tema, confiriendo a los 
interesados unas reglas de juego que se mantengan in- 
mutables, con independencia de la buena o mala habili- 
dad del deudor, o de la distinta situación del acreedor, 
e, incluso, del buen o mal humor en que las partes se en- 
tuentren, Pero, repetimos, no estamos creando algo nue- 
vo, sino que únicamente pretendemos extender en forma 
general y abstracta las soluciones que la práctica banca- 
ria ha ido estableciendo, aunque siempre afectada por los 
vaivenes de los dictados de la política económica o de la 
situación del banco involucrado, 


En un segundo capítulo el proyecto otorga la posibi- 
lídad a los deudores comprendidos en la Ley N? 15.786 de 
pagar sus adeudos mediante forestación. A esta altura de 
los acontecimientos, huelgan los comentarios respecto a la 
necesidad que tiene el país de que se inicie la foresta- 
ción o reforestación de su territorio, y para ello nada 
mejor que aprovechar el financiamiento que otorga el en- 
deudamiento interno. puesto que es muy dificil encontrar 


CAMARA DE SENADORES 


11 de Noviembre de 1937 


interesado. en invertir en algo que tiene un largo pe 
riodo de repago. 


Sin embargo los beneficios para el país serán muy 
importantes en lo referente a autoabastecimiento de ma- 
dera aserrada, pasta para papel, etc., asi como respecto 
a la fuente energética nacional que ello implica, o respec. 
to a sus efertos ecológicos y en la lucha contra la erosión. 


Entrando al análisis de cada uno de los artículos, de- 
cimos que el Art, 19 liena una necesidad interpretativa, ya 
que los acreedores han liquidado los respectivos créditos 
tomando las condiciones establecidas en el último vale 
que documenta al mismo, con prescindencia del original 
que inició la relación crediticia entre las partes. Por lo 
tanto, sonsideramos que el texto proyectado explicita en 
mejor forma la intención del legislador. 


El Art. 29 es copia textual del proyecto presentado 
por el señor senador Carlos Julio Pereyra, actualmente a 
estudio de este Cuerpo, por lo cual nos remitimos a lo ex- 
presado en la correspondiente exposición de motivos. 


El Art. 32 contiene también una disposición interpre- 
tativa que se impone para evitar la injusticia que se co- 
metería al categorizar al deudor agropecuario sin respe- 
tar la individualidad económica de los integrantes de al. 
gún tipo de sociedad. Creemos que no debe condenarse a 
aquéllos que en busca de una unidad económica más reu- 
table, se han unido (0 se encontraban unidos) en uni 
dades de mayor extensión territorial. 


El Art. 42 le otorga mayores potestades al Banco Ceñ- 
tral del Uruguay y al Banco de la República Oriental del 
Uruguay para que sin temores puedan dar un mejor tra- 
tamiento individual a] tema que nos ocupa. Su texto, por 
Otra parte, reproduce en su mayor parte el Comunicado 
NO 17 del 27/12/984 del BCU. Es de destacar que el texto 
propuesto en sustitución del actualmente Art. 33 de la 
Ley N? 15:786 le impone a los Organismos referidos el 
poder de efectuar quitas cuando se den los condicionam- 
tes establecidos en el mismo. 


El Art. 5% reproduce, también, con otra redacción 10 
estabiecido en otra Circular del BCU de diciembre de 
1985, cuya vigencia se mantuvo hasta enero de este año. 
En el plazo de vigencia dicha Institución pudo recuperar 
mucho crédito atendiendo al beneficio allí establecido, 
que alentaba al deudor a cancelar sus adeudos. Esa ho- 
nificación se justificaba y justifica si tenemos presente 
que el deudor no puede soportar por si sólo todo el peso 
de la crisis que el país se vio sometido por la política 
cconómica de la dictedura. Para no abundar, nos remi- 
timos a las conclusiones a que arribó la Comisión Inves- 
tigadora sobre causas de endeudamiento de los producto- 
Tes agropecuarios industriales y comerciantes de la Cá- 
mara de Representantes, que expresó que la “responsabi- 
lidad de la dramática situación actual del pais corres- 
ponde en muy alto grado a la conducción económica 
de la dictadura.”... Y que “el sector financiero fue el 
beneficiario explícito, con tasas de rentabilidad descono- 
cidas, ...” de la referida política financiera. En conse- 
cuencia, consideramos de justicia legitimar la decisión que 
en su momento aplicó el BCU, imponiéndola nuevamen- 
te para evitar, entre otras cosas, un tratamiento dosi- 
gual para aquellos deudores que por distintas causas (in- 
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cluso por desconocimiento de la existencia de la mencio- 
nada circular) no pudieron acogerse a sus beneficios. 


El Art. 6? confiere también los beneficios establecidos 
en el artículo anterior a aquellos deudores que, aunque 
no cuenten inmediatamente con el dinero necesario para 
efectuar el pago, garanticen con derecho real suficiente la 
ocurrencia del referido pago dentro de un año de produ- 
cida la promulgación de la presente ley. De esta forma se 
le da al deudor la oportunidad de vender parte de sus 
bienes (o todos ellos) con la cuota de tiempo nevesaria 
para impedir una mala venta de los mismos, como ha 
ocurrido por la aplicación de la Circular antes aludida. 


El Art, 7% establece un régimen de bonificación para 
aquellos deudores amparados en la refinanciación previs- 
ta en. la Ley N* 15,786 consistente en el 40% del valor 
de cada cuota, La justicia de la imposición de esta bo- 
nificación reside en las razones expresadas al comentar 
el Art. 52 de este proyecto. El tope establecido tiene co- 
mo cometido el de amparar a los pequeños y medianos 
deudores. A los efectos prácticos hemos preferido el Cri- 
terio de atender al monto de la deuda y no a las condi- 
ciones particulares de cada deudor, atendiendo a la difi- 
cultad que cada categorización implica y, además, a la 
circunstancia de que en grandes números el volumen de 
la deuda coincide con la categoría del deudor. Téngase 
presente, también, que un deudor de mucho patrimonio 
pero de bajo endeudamiento, se encuentra en la situación 
prevista en el literal B del Art. 4% de la Ley N* 15.786. 


El Art. 8% reproduce una norma contenida en el antes 
mencionado Comunicado N? 17 del BCU, permitiendo a 
los deudores liberarse totalmente de su endeudamiento 
mediante la entrega de sus bienes. El Art. 9%, recogienao 
razones humanitarias consagradas en nuestra legislación, 
le otorga un beneficio especial de competencia consisten- 
te en un 10 % del valor de los bienes entregados en pago, 
ton un tope de 1.500 Unidades Reajustables. 


El Art. 11 es de principio, ya que sí en el proyecto se 
otorgan nuevos beneficios, o se formulan interpretaciones 
auténticas respecto a disposicicnes de la Ley N? 15.786, 
ws de elemental justicia que se otorgue una nueva opor. 
tunidad a todos los deudores que por distintas razones no 
se acogieron a dicha ley, o que habiéndolo hecho, que- 
daron fuera de sus normas tuitivas. También, por los mis- 
mos motivos, se otorga la opción a los deudores que estén 
dando cumplimiento a los convenios de refinanciación, 
pata que se puedan beneficiar con lo establecido en este 
proyecto. Consideramos que atendibles razones de compli- 
vaciones administrativas no pueden obstaculizar la com- 
sagreción de la justicia de las normas contenidas en este 
artículo, máxime cuando estamos frente a lastituciones 
gue cuehtan con los mejores elementos técnicos para la 
pronta realización de una tarea de reliquidación, y en 
mecmentos de organización y clasificación de deudores 
que nos brinda una situación por cierto muy distinta a 
la existente a la sanción de la Ley N* 15.786. 


En el Art, 12 se establece, reiterativamente y para 
que no quepan dudas, que los beneficios establecidos en 
este proyecto también se extenderán a los codeudores, 
fadores o avalistas, eto. 


El Capítulo II del proyecto tiene como principal t0- 
metido el de evitar que el Art. 40 de la Ley N9 15.728 
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quede convertido, como hasta el presente, en una letra 
muerta. Por lo tanto su articulado constituye una regla. 
mentación de la referida norma, estableciendo una serle 
de disposiciones de procedimiento, así como para otorgar 
cometidos específicos a los Organismos Públicos allí men- 
cionados. Se establece, también, que será solamente un 
tercio de los establecidos en la Ley N? 15.786, los intere. 
ses a pagar antes de ocurrido un año desde la. firma del 
correspondiente convenio (Art. 17). Por su parte el Art. 
18, necesariamiente, impone la suspensión de ejecuciones 
respecto a aquellos deudores que hubieran manifestado su 
decisión de pagar con forestación. 


El Art. 19 comete a la reglamentación la tarea de 
propender « que los deudores se agrupen en sociedades 
o empresas forestales que conforme unidades económica: 
mente rentables. Indudablemente se tratará de que a ta- 
les efectos se utilicen las tierras más aptas para dicha in. 
dustria. 


En conclusión, como se podrá apreciar, solamente 
propendemos a imponer algunas modificaciones a la Ley 
N? 15.786 que la práctica la está exigiendo, así como 4 
consagrar a través de ia ley normas y soluciones que las 
instituciones bancarias, con desigualdad y oscilaciones, en 
los hechos la vienen realizando. Además, como lo hemos 
“omentado, le da a los titulares de los Organismos esta- 
tales implicados, las máximas garantías de que actúan 
dentro de las facultades y cometidos que la ley le ha 
cometido, a pesar de que, aparentemente, están dispo- 
niendo de intereses O expectativas públicas. 


Dr. Uruguay Tourné. Senador 
PROYECTO DE LEY 
CAPITULO 1 


Artículo 19 — Interprétase el literal A) del Art. 7 
de la Ley N* 15.786, del 4 de diciembre de 1985, a cuyos 
efectos se declara que “las condiciones originariamente 
pactadas por las partes” son las que surgen del título 
valor u otro documento de adeudo que instrumentó ini. 
cialmente el negocio catisal que dio origen a la actual 
relación crediticia. 


Art. 22 — Establécese que los periodos de gracia que 
tija la Ley N* 15.786, del 4 de diciembre de 1985 comien. 
zan, en cada caso, desde el momento en que los actores 
firmen la documentación correspondiente a la refinan- 
ciación pactada. 


Art. 39 — A los efectos ce la categorización de los 
deudores del sector agropecuario, si la titularidad de la 
deuda corresponde a más de una persona se procederá 
a la división de la superficie explotada por el número de 
titulares, siendo el cociente el índice determinante de ta 
categoría según la cual corresponde refinanciar el tota! 
de la deuda. 


Cuando la deuda correspondiere a una sociedad com- 
yugal, sociedad civil, sociedad de carácter personal o por 
acciones nominativas, se practicará similar división a la 
establecida en el inciso precedente. 


94-—C.S. 


Art. 42 — Sustitúyese el artículo 33 de la Ley N? 15.786, 
del 4 de diciembre de 1985, por el siguiente: 


“ARTICULO 33, (Quitas). — El Banco Central del 
Uruguay y el Banco de la República Oriental del Uru 
guay, por unanimidad de los miembros de sus Direc- 
torios y por resolución fundada, podrán efectuar qui- 
tas tendientes a lograr acuerdos con sus deudores a 
efectos de la recuperación de sus créditos. Las mismas 
se realizarán, especialmente, en aquellos casos en que, 
utilizando los medios habituales en la práctica ban- 
carias (carpeta de antecedentes, balances anteriores, 
declaraciones juradas, certificaciones notariales, etc.) 
se concluya con razonable certeza que el deudor care- 
ce de otros bienes con qué responder por su pasivo”. 


Art. 5% —. El Banco Central del Uruguay, el Banco de 
la República Oriental del Uruguay y las empresas de In- 
termediación Financiera, otorgarán a los deudores de sus 
respectivas instituciones, una bonificación del 50% (cin 
cuenta por ciento) de los intereses devengados a partir 
del 30 de junio de 1983, al día del pago. Si el mismo es 
parcial, el monto de lo pagado abatirá la deuda en la mis- 
Ma proporción que la que tiene dicho monto respecto a 
la: deuda actualizada en su totalidad y luego de deducida 
la: bonificación expresada en este artículo. Para acceder 
a este beneficio el deudor deberá hacer un pago que, por 
lo menos, represente un veinticinco por ciento de la deu- 
da calculada conforme al párrafo precedente. 


Art. 6% — Tendrá el beneficio estipulado en el artícu- 
lo anterior, el deudor que prometa cancelar sus adeudos 
dentro del plazo de un año contado desde la promulgación 
de la presente ley, si además constituye garantía real so- 
bre bienes cuyo valor de marcado duplique el monto a 
pagar con las bonificaciones ya deducidas. 


Art, 7% — Los deudores incluidos en la refinanciación 
automática prevista en la Ley N? 15.786, del 4 de diciem- 
bre de 1985, y cuya deudá total al 30 de junio de 1983 
no supere los N$ 5:000.000,00 (nuevos pesos cinco millo- 
nes), o su equivalente en moneda extranjera a la cotiza- 
zación de esa fecha, tendrán una bonificación del cua- 
renta por ciento en el valor de cada cuota si el pago de 
las mismas se hace en las fechas estipuladas. Los pagos 
realizados a partir del 15 de octubre de 1985 serán reli. 
quidados, aplicándoles a cada uno la bonificación antedi_ 
cha. El monto que surja de las mismas será imputado al 
abatimiento de la deuda, por cuya circunstancia las Ins- 
tituciones acreedoras realizarán a la mayor brevedad la 
reliquidación correspondiente conforme a las normas que 
dicte la Comisión de Análisis Financiero. 


Art. 82 — Cuando utilizando los medios habituales en 
la práctica bancaria, se concluya con razonable certeza 
que el deudor carece de otros bienes con qué responder por 
su pasivo deberá aceptarse la entrega de todos los bienes 
de su patrimonio como pago total de lo adeudado aunque 
el valor de los mismos no cubra el total de la deuda. En 
su caso, el importe obtenido por su venta será prorra- 
teado entre todos los acreedores, sin perjuicio de la pren- 
da e hipoteca y los privilegios por créditos laborales, 


Art. 99 — El deudor que haga uso del procedimiento 
de pago previsto en el artículo anterior, gozará como be- 
neficio de competencia del derecho a percibir el diez por 
ciento (10%) del valor de los bienes dados en pago. Este 
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beneficio será entregado al deudor dentro de los ciento 
veinte días de operada la cesión, debiendo percibir dicha 
cantidad rea;ustada conforme a la variación operada en 
la unidad reajustable (Ley N9 13.728, del 17 de diciembre 
de 1968). En ningún caso dicho beneficio superará el 
monto de 1.500 (mil quinientas) Unidades Reajustables. 
Todo esto sin perjuicio del beneficio del Bien de Familia 
(Decretos-Leyes Nos. 9.770, de 5 de mayo de 1938 y 15.597, 
del 10 de julio de 1984). 


Art. 10, — A los solos efectos de determinar las qui- 
tas que correspondan, se convertirán las deudas en mo- 
neda extranjera a moneda nacional al tipo de cambio 
vendedor en el mercado interbancario al 30 de junio de 
1983. 


Art. 11. — Los deudores cuyo convenio de refinancia- 
ción hubiere caducado por falta de pago, podrán reque- 
rir en el plazo de treinta dias hábiles computables a par- 
tir de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 
mediante telegrama colacionado dirigido a cada uno de 
sus acreedores, que liquiden su deuda conforme a lo esta. 
blecido en los artículos anteriores, suscribiendo un nuevo 
convenio de conformidad a lo establecido en la Ley nú- 
mero 15.786, de 4 de diciembre de 1985 y sus decretos re- 
glamentarios, con las modificaciones efectuadas por la 
presente ley. 


Los deudores que se encuentren dando cumplimiento 
al convenio de refinanciación tendrán la opción de hacer 
uso de la facultad establecida en el inciso anterior, co- 
municando su decisión a los acreedores en la misma for- 
ma y plazo. 


Dentro de diez días hábiles de notificada la liquida- 
ción, los interesados podrán plantear ante la Comisión de 
Análisis Financiero las discrepancias que les merezca la 
misma. 

e 

Art. 12, — El régimen establecido en la presente ley 
beneficiará a los codeudores, fiadores o avalistas de los 
deudores y en general, a todos los comprendidos en la 
Ley N? 15.786, del 4 de diciembre de 1985. Si alguno de 
éstos hubiere perdido sus derechos a estar bajo los be- 
neficios antes referidos, podrá recobrar los mismos si no- 
tifica a sus acreedores su decisión en tal sentido, median- 
te telegrama colacionado, en el plazo de treinta días con- 
tados desde la promulgación de la presente ley, 


CAPITULO 11 


Articulo 13. — A los efectos de acogerse al régimen 
establecido en el artículo 40 de la Ley N?% 15.786, de 4 
de diciembre de 1985, los deudores dispondrán de un pla- 
zo de noventa días a partir de la promulgación de la 
presente ley, para optar por dicho régimen, debiendo pa- 
ra ello notificar su decisión a los .acreedores y a la Co- 
misión de Análisis Financiero, adjuntando los elementos 
gráficos suficientes para ilustrar respecto a la foresta- 
ción existente o proyectada. 


Art. 14. — La Comisión de Análisis Financiero una 
vez recibidos los recaudos mencionados en el artículo an- 
terior, pasará los mismos a la Dirección Forestal, la que 
procederá al estudio, verificación y tasación de la explo- 
tación existente o proyectada, debiendo expedirse en un 
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plazo de noventa días, expresando las consideraciones téc- 
nicas del Caso. 


Con el informe favorable de la Dirección Forestal, 
y de acuerdo a la tasación realizada, la Comisión de Aná- 
lisis Financiero se expedirá sobre la propuesta del deudor, 
realizando las liquidaciones que correspondan, así como 
formulando el proyecto de convenio a suscribir entre las 
partes de la relación crediticia. 


No mereciendo objeciones dicha decisión, o si exis- 
tiendo las mismas son aceptadas, la Comisión de Análi- 
sis Financiero citará a las partes para que concurran en 
el término de diez días hábiles a suscribir el convenio 
y a documentar la constitución de una prenda sobre la 
explotación forestal con arreglo a lo dispuesto por la 
Ley N9 5.469, de 21 de marzo de 1918 y modificativas. 


Art. 15. — Las decisiones de la Dirección Forestal 
y de la Comisión de Análisis Financiero que recaigan so- 
bre la propuesta del deudor, serán notificadas personal- 
mente a éste y al acreedor, quienes tendrán un plazo de 
diez días hábiles para oponerse a las mismas mediante los 
pertinentes recursos administrativos. Los recursos inter- 
puestos serán resueltos previo traslado por un plazo co: 
mún y perentorio de diez días hábiles a todas las demás 
partes involucradas. 


Art. 16. — No regirá respecto del régimen estable- 
cido en la presente ley y en el artículo 40 de la Ley 
N? 15.786, de 4 de diciembre de 1985, lo dispuesto en el 
literal ¡A del artículo 8% de la citada norma, en cuanto 
establece plazos máximos para la refinanciación. : 


Art. 17. —- Los deudores que refinancien sus obliga- 
ciones de conformidad con el régimen establecido en este 
Capítulo, durante el plazo que medie entre su presenta- 
ción para acogerse a dicho régimen de refinanciación y 
la fecha correspondiente al año siguiente a la suscrip- 
ción del convenio respectivo, solamente deberán integrar 
un tercio de los intereses devengados de acuerdo a lo 
establecido en la Ley N9 15.786, de 4 de diciembre de 
1985. 


En los casos en que la tasación de la explotación 
forestal no cubra la totalidad de la deuda, el saldo se 
liquidará y pagará conforme a las disposiciones de la 
presente ley y de la mencionada en el inciso anterior, que 
corresponda aplicar. 


Art. 18. —- Desde la notificación que el deudor haga 
a sus acreedores y a la Comisión de Análisis Financiero 
de su voluntad de hacer uso de la opción que se le acuer- 
da por el Art. 13 que antecede hasta la existencia de un 
pronunciamiento definitivo de la citada Comisión, con- 
tinuarán suspendidas a su respecto las ejecuciones ju- 
diciales, 


Art. 19 — La reglamentación propenderá al agru- 
pamiento de deudores en sociedades o empresas foresta- 
les de modo de constituir unidades económicamente ren- 
tables. 

Art. 20. — Comuníquese, etc. 


Dr. Uruguay Tourné. Senador.” 
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“LEY DE ARRENDAMIENTO DE BIENES INMUEBLES 
CAPITULO 1 
DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 


Artículo 12 — Los contratos de arrendamiento de ble- 
nes inmuebles urbanos y sub-urbanos, estarán regidos ex- 
clusivamente por la presente ley, cuyos disposiciones ten. 
drán carácter de orden público. 


Art, 22 -— A partir de la vigencia de la presente ley, 
todos los contratos de arrendamiento urbanos y sub.ur. 
banos deberán celebrarse por escrito e inscribirse, dentro 
de los sesenta (60) días de su celebración, en el Registro 
Genera! de Arrendamientos y Anticresis. 


No regirán para estos contratos: 


a) la exigencia de la certificación notarial de sus 
firmas; 


b> la obligatoriedad de presentar ningún tipo de cer- 
tificado, 


Dentro de los treinta (30) días de la inscripción del 
contrato, el Registro General de Arrendamientos y Anti- 
eresis enviará al Registro de la Propiedad Urbana y Sub- 
urbana, creado por esta ley, un formulario con los si- 
guientes datos del contrato: nombre de los contratantes, 
fecha, plazo, precio, ubicación, padrón y destino estable- 
cido en el contrato. 


La inscripción de este contrato será absolutamente 
gratuita. 


Art. 39 — Decláranse nulas las cláusulas de los Con. 
tratos de arrendamiento que establezcan, directa o indí- 
rectamente: 


a) la renuncia anticipada de los plazos, derechos y 
demás disposiciones de esta ley; 


b) la obligación del pago por el arrendatario de Bra- 
vámenes que las leyes y Ordenanzas pongan a 
cargo del propietario; 


c) la prohibición de instalar en el edificio antenas 
receptoras para canales de televisión; 


d) la elevación del alquiler o su pago por adelanta. 
do a regir uma vez vencido el plazo del contrato 
o de las opciones si se hubieren convenido. 

Art. 4? — Los arrendamientos de bienes fiscales, mu- 
nicipales o de establecimientos públicos, están sujetos a 
sus disposiciones particulares y, en lo que no lo estu- 
vieran, a las disposiciones de esta ley. 

CAPITULO 1 
DE LOS SUJETOS 


Sección 1 -— Legitimación 


Artículo 5% — Pueden celebrar los contratos de arren- 
damiento regulados por esta ley: el propietario, el titular 
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de un derecho real de goce en un bien inmueble, el pro- 
mitente comprador con promesa inscripta y el administra- 
dor de bienes inmuebles. 


Art. 6% — Las personas que estén privadas de scr 
adjudicatarias de ciertos bienes, no pueden ser arrendata- 
vios de los mismos, ni aún con autorización judicial. 


Los administradores de bienes ajenos no pueden to- 
marlos em arriendo sin consentimiento expreso de sus pro- 
pietarios. 


Los ocupantes de viviendas en función de una rela. 
ción laboral, cuando ese beneficio integre su remunera- 
ción, no tienen calidad de arrendatarios. 


Si se ha arrendado, separadamente, una misma cosa 


a dos personas, será preferido el arrendatario a quien se 
haya entregado la cosa; y si a ninguno se ha entregado, 
prevalccará el título anterior. 


Sección 1 — Pequeño propietario 


Artículo 79 — A los efectos de esta ley, se considera" 
como pequeño propietario a quien tenga, personalmente, 
o,en conjunto con el grupo habitacional gue integra, in- 
gresos mensuales líquidos que no superen las 50 U.R., es- 
timados de conformidad con lo dispuesto por el Art, 83. 


Estos propietarios gozarán, especialmente, de los be- 
heficios estipulados en los Arts. 71 inc. 19, 84 lit. g, 135 
inc. 59 y 145 inc, 3%. 


Sección HI — De la transmisión 
del Contrato de Arrendamiento 


Articulo 8% — Los derechos y obligaciones que nacen 
del contrato de arrendamiento pasan a los herederos del 
arrendador y del arrendatario, con las limitaciones que se 
establecen en este Capítulo. 


Si la cosa arrendada fuese enajenada, voluntaria o 
forzosamente, la persona que suceda en el derecho al 
propietario estará obligada, personalmente, a cumplir el 
arriendo por el plazo convenido. 


Art. 92 — El contrato de arrendamiento y los dere- 
chos que las disposiciones vigentes otorgan al arrendata- 
rio de casa-habitación, benefician por su orden a su cón- 
yuge, o ex-cónyuge en caso de divorcio, a los ascendientes 
y descendientes de primer grado, hijos adoptivos o cola- 
terales en segundo grado, cuando hayan sido denunciados 
en el contrato o hayan convivido con el arrendatario des- 
de la celebración del contrato o durante todo el año in- 
mediato anterior a la desvinculación del arrendatario. 


No regirán estas exigencias, tratándose de cónyuges. : 

Art, 10. — En los casos de divorcio o de separación 
de cuerpos, el juez de la causa determinará cuál de los 
cónyuges continuará en el goce del arriendo de la casa- 
habitación. 


A estos ofectos el juez deberá tener en cuenta: 


1.— A cuál de los cónyuges corresponde la tenencia 
de los hijos menores o imcapaces. 
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: 2.-- La edad, estado de salud síquico-física, imposi- 
bilidad de procurarse Otra vivienda, aptitud la- 
boral y estado patrimonial actualizado, de am- 
bos cónyuges. 


Art. 11. — En caso de desvinculación del titular de! 
arriendo, la que deberá comunicarse en forma fehaciente 
al arrendador en un plazo mo mayor de sesenta (80) dias 
hábiles siguientes a la misma, se operará la cesión legal 
en favor de las personas mencionadas que hayan for- 
mulado la comunicación, en el orden establecido en el 
artículo 33, La cesión prevista en los artículos anteriores, 
podrá operarse por una sola vez, salvo el caso de cónyu- 
ges e hijos menores. 


En el caso de fallecimiento del arrendatario, si no se 
hubiese operado ja cesión regulada en este capítulo, para 
ejercer las acciones que corresponda, de acuerdo con la pre- 
sente ley, serán válidos la citación y emplazamiento a los 
ocupantes, sin necesidad de individualizarios, siempre que 
la notificación respectiva se realice en la finca arrendada. 


Art. 12. — La cesión podrá acreditarse por cualquier 
medio de prueba. En caso de controversias se seguirá el 
procedimiento establecido por los articulos 112 y siguien- 
íes. En caso de probarse la existencia de una cesión frau- 
dulenta o improcedente, el juez declarará rescindido el 
contrato y dispondrá, a pedido de parte, el lanzamiento, 
condenando al arrendatario o a quien alegara la cesión, 
al pago de los tributos y costos. 


Art, 13. — Los mismos derechos que las disposiciones 
anteriores atribuyen a los cónyuges, corresponderán a-los 
concubinos “more uxorio” que hubieran convivido con 
quien celebró el contrato por lo menos todo el año ante- 
vior inmediato a la desvinculación. En el caso de .sepa- 
ración de los concubinos, el juez competente, para deter- 
minar a quien corresponde el derecho, será el juez letra- 
do de arrendamiento, el que deberá tener en cuenta lo 
dispuesto en el artículo 34. 


En cualquier caso en que se controvierta la existencia 
del concubinato, será competente la misma sede, quien 
resolverá siguiendo el procedimiento establecido en los 
artículos 112 y siguientes. 


Art, 14, — En el caso de discrepancias sobre la 0Cu. 
pación de la vivienda entre co-arrendatarios, el juez de 
arrendamiento competente, resolverá aplicando los crite- 
rios establecidos en el artículo 34, en cuanto corresponda, 
y de acuerdo con el mismo procedimiento del artículo 
anterior. 


Art. 15. — Fuera de los casos previstos por esta ley, 
ej] arrendatario no tiene la facultad de ceder el arriendo, 
salyo estipulaciones expresas, La facultad de subarrendar, 
total o parcialmente, deberá constar por escrito. 


Se presumirá que hay subarriendo cuando se tratare 
de ocupantes por más de tres meses que no sean parien. 
tes hasta el cuarto grado del arrendatario, cónyuge 0 
concubino cn su caso, con excepción del servicio domés- 
tico debidamente afiliado al Banco de Previsión Social. 
A estos efectos podrá solicitarse la práctica de inspección 
ocular sin noticia de la contraparte. Esta presunción ad- 
mite pruebas en contrario, 
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Art. 16. — El subarrendatario tiene respecto al arren- 
daíario, las mismas obligaciones que éste hacia el arren- 
dador originario. No está obligado respecto al arrendador 
originario sino hasta la suma concurrente del precio que 
adeuda del subarrendamiento al tiempo de la intimación 
judicial que se Je haga a nombre del arrendador origi- 
nario. 


Sólo será tenido como parte en el juicio, cuando 
oponga excepciones relativas al plazo que debe señalarse 
para el desalojo y al solo efecto de la resolución de di- 
chas excepciones. 


Art. 17. — Tratándose de los contratos de arrenda- 
miento con destino a industria y comercio, el arrendatario 
tendrá ja facultad de cederlos, siempre que se cumplan 
las sigulentes condiciones: 


a) que la cesión se realice simultáneamente con la 
enajenación del establecimiento, debiéndose man- 
texier el mismo giro del negocio en el local. 


b) Que exista contrato con plazo contractual o le- 
gal vigente y que el cedente acredite una anti- 
gúedad mínima de permanencia en carácter de 
arrendatario respecto a la finca en que está ins- 
talado el establecimiento. 


c) Que durante ese lapso, el cedente haya actuado 
al frente del establecimiento. No regirán las con- 
diciones establecidas en este inciso ni en el ante- 
rior en caso de fallecimiento o imposibilidad físi- 
ca o mental del arrendatario. 


d) Que se mantengan las garantías que se habían 
constituido o se constituyan en el caso de no 
existir, pudiéndose en todos ellos, sustituir fianzas 
personales por el depósito de obligaciones hipote- 
carias reajustables, en las condiciones previstas 
en el artículo 94. 


e) Que el cesionario no merezca objeciones morales 
que puedan exponer al arrendador a la pérdida 
del prestigio del local; cuando se tratare de per- 
sonas jurídicas las objeciones podrán referirse a 
la empresa como tal o a los directores o socios 
con uso de la firma social. 


t) En caso que la enajenación estuviera precedida 
a la celebración de un compromiso de compraven- 
ta con entrega de la tenencia o posesión, se repu: 
tará lícita la ocupación del local por el promiten- 
te comprador por el término de doce meses, den- 
tro del cual deberá satisfacerse los intereses fis- 
cales y de previsión social. 


g)» En el caso previsto en la letra anterior, el pro- 
mitente comprador no podrá ceder a terceros su 
derecho sin que previamente se haya satisfecho, 
garantido o consolidade las deudas fiscales o de 
previsión social por el periodo correspondiente al 
primer enajenante, hasta la fecha de toma de 
posesión por el adquirente. La omisión de este re- 
quisito hará inoponible toda cesión de arriendo 
ante el arrendador, reputándose ilícita la pose- 
sión de ulteriores adquirentes, sin perjuicio al de- 
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recho del Registro Público y General de Comer- 
cio a rechazar el documento de cesión. Lo mismo 
será en caso de sucesivas cesiones que sólo po- 
drán concretarse previa regularización de adeu- 
dos por los períodos precedentes, Para que la ce- 
sión surta efecto respecto al arrendador es indis- 
pensable que el proyecto de la misma, le sea no- 
tificado notarialmente o judicialmente, La notifi- 
cación deberá ser acompañada de una copia fir- 
mada de compromiso de enajenación si existiere 
y tratándose de porsonas jurídicas, de la copia 
de los estatutos o del contrato de sociedad tam- 
bién firmados y de un certificado notarial en que 
consten los nombres completos y domicilios de 
dircctores o socios “con uso de la firma social y 
el domicilio de las personas jurídicas. 


Art. 18. — Dentro del plazo perentorio de diez (10) 
días de la notificación de la cesión prevista en el artícu- 
lo anterior, deberá formalizarse la oposición que solamen- 
te podrá fundarse en el incumplimiento de las condicio- 
nes exigidas en dicho artículo. Deducida la oposición, se 
sustanciarán por el procedimiento establecido por los ar- 
tículos 115 y siguientes y se estará a lo que el juez resuel- 
va. Contra esta decisión sólo cabrá el recurso de reposi. 
ción, Esta cuestión deberá plantearse y sustanciarse ante 
el Juzgado de Arriendo competente para entender en el 
juicio de desalojo del local. 


CAPITULO IM. 


DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS PARTES 
Art. 19. — El arrendador es obligado a: 


1) Entregar la cosa arrendada. 


2) Mantenerla en estado de servir para el fin al que 
ha sido arrendada, 


3) Librar al arrendatario de toda perturbación en 
el goce de la finca arrendada. 


4) Inscribir el contrato en el plazo de sesenta (60) 
días en el Registro General de Arrendamientos y 
Anticresis. 


5) Entregar al arrendatario copia simple, libre de 
gastos, del respectivo contrato de arrendamiento 
o sub-arrendamiento. 


6) Presentar al arrendatario o sub.arrendatario, al 
requerir de éstos el reintegro de los pagos que 
por cuenta de los mismos se hubieran efectuado, 
los comprobantes y recibos correspondientes, ex- 
pedidos por las oficinas públicas y privadas per- 
tinentes, haciendo entrega de ellos a los intere- 
sados en el momento que se hiciere efectivo el 
pago, cuando ello fuera posible. Cuando no lo fue- 
ra, por tratarse de comprobantes unitarios para 
deudas de varios inquilinos y otras razones iun- 
dadas, deberá extender a cada uno de ellos, reci- 
bos por la cuota-parte que le correspondiere, De 
no proceder así, podrá el arrendatario negarse a 
pagar dichas obligaciones. 
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7) Entregar a] arrendatario, en el momento en que 
éste hace efectivo el pago del alquiler, el recibo 
correspondiente. 


Art. 20. —- El arrendador debe entregar la finca al 
arendatario con los accesorios que se estipulen en el con- 
trato y en buen estado, salvo si se conviniese en que la 
entrega se verifique en el estado en que se halle la finca. 


Art. 21. — Los servicios accesorios a la locación no 
podrán suprimirse ni reducirse, salvo casos de fuerza ma- 
yor judicialmente declarada. 


Lo mismo se entenderá en lo relativo a las obliga- 
ciones de cualquier clase, expresamente pactadas o que 
hayan estado de cargo del arrendador ou sub-arrendador e 
durante el período ya cumplido de ejecución del contrato. 


Art. 22. — La obligación de mantener la finca en 
buen estado, consiste en hacer durante el arriendo, todas 
las reparaciones necesarias a excepción de las locativas, 
las cuales corresponden generaimente al arrendatario. 


El arrendador será obligado aún en las reparaciones 
Jocativas, si los deterioros que las han hecho necesarias 
provinieren de fuerza mayor o caso fortuito o de mala 
calidad de la cosa arrendada. 


Art. 23. -— El arrendador no podrá sin consentimiento 
del arrendatario, hacer en la finca obras o trabajos que 
puedan perturbarle en su goce. Si se tratare de repara- 
ciones indispensables, que no puedan diferirse hasta la 
conclusión del arriendo, será el arrendatario obligado a 
tolerarlas aungue le priven del goce de una parte de la 
finca arrendada, pero tendrá derecho a que se le rebaje el 
precio en proporción a la parte de que fuere privado. 


Si las reparaciones recaen sobre una parte tan grande 
de la finca que el resto aparezca insuficiente para 
el objeto con que se arrendó, podrá el arrendatario dar 
por terminado el arrendamiento. Lo mismo sucederá cuan- 
do las reparaciones hayan de perturbar el goce de la cosa 
demasiado tiempo, de manera que no pueda subsistir el 
arriendo sin graves molestias, y perjuicios del arrenda- 
tario. 


También tendrá el arrendatario los derechos expre- 
sados, cuando el arrendador fuere obligado a tolerar obras 
del propietario vecino, en las paredes divisorias o construir- 
las éstas de nuevo. 


Fuera de estos casos, si el arrendatario es perturbado 
en el goce por el arrendador, o por cualquier persona a 
quien éste pueda impedirlo, tendrá derecho a ser indemni- 
zado en los daños y perjuicios. 


Art. 24, — El arrendador no está obligado a garanti- 
zar al arrendatario de las vías de hecho de terceros, que 
no pretendan derecho al inmueble arrendado. En este caso, 
el arrendatario a nombre propio, perseguirá a los autores 
del daño y, aunque éstos fueran insolventes, no tendrá 
acción contra el arrendador. 


Art. 25. — La acción de terceros que pretendan de- 
recho al bien arrendado, se dirigirá contra el arrendador. 
El arrendatario será sólo obligado a noticiarle la pertur- 
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bación que reciba de dichos terceros, por consecuencia de 
los derechos que aleguen, y sí lo omitiere o dilatare cu!- 
pablemente, abonará los daños y perjuicios que se oca- 
sionaran al arrendador. 


Art. 26. — Si el arrendador fuese vencido en juicio 
sobre una parte de la cosa arreudada, podrá cl arrenda: 
tario reclamar una disminución del precio o la rescisión 
del contrato, si la parte de que se le priva fuere una parte 
principal de la cosa o del objeto del arrendamiento, y 
los daños y perjuicios que le sobrevinieren, Sin embargo 
el arrendatario no podrá pedir indemnización de daños 
y perjuicios, si al hacer el contrato hubiese conocido cl 
peligro de evicción. 


Art. 27. — El arrendador responde de los vicios o de- 
fectos graves de la finca arrendada, que impidicran el uso 
de ella, aunque él no los hubiese conocido o hubiesen so- 
brevenido en el curso del arriendo, y el arrendatario pue 
de pedir la disminución del precio o la rescisión del con- 
trato, salvo si hubiere conocido los vicios o defectos Je 
la cosa al celebrar el contrato. 


Si el vicio o defecto era conocido por el arrendador 
al tiempo del contrato, o era tal que debiera, por los an- 
tecedentes preverlo, o por su profesión conocerlo, tendrá. 
además, derecho el arrendatario a que se le indemnicen 
los daños y perjuicios. 


Art. 28. — Si durante el contrato, la finca arrendada 
fuese destruida en su totalidad por caso fortuito o fuerza 
mayor, el contrato queda rescindido. Si la finca fuere des- 
truida sólo en parte, puede el arrendatario pedir la dismi- 
nución de precio o la rescisión del contrato, según fuese 
la importancia de la parte destruida. Si la cosa fuese so- 
lamente deteriorada, el contrato subsistirá, pero el arren- 
dador será obligado a reparar el deterioro hasta poner la 
cosa en buen estado. En los casos de este artículo, no hay 
lugar a indemnización por daños y perjuicios. 


Art. 29. — Si por caso fortuito o fuerza mayor, el 
arrendatario es obligado a no usar de la finca, o ésta no 
puede servir para el objeto de la convención, el arrenda- 
tario podrá pedir la rescisión del contrato o la cesación del 
pago del precio del arriendo por el tiempo que no pueda usr 
o gozar de la finca. Pero si el caso fortuito o fuerza ma- 
yor no afecta a la finca misma, las obligaciones del arren- 
datario continuarán como antes. 


Art. 30. — El arrendador será obligado a abonar al 
inquilino el costo de las reparaciones indispensables, no 
locativas, que el arrendatario hiciera en la finca arrenda- 
da, siempre que éste no las haya hecho necesarias por su 
culpa y que haya dado pronta noticia al arrendador para 
que las hiciese por su cuenta. Si la noticia no pudo darse 
en tiempo, o si el arrendador no trató de hacer oportuna.- 
mente las reparaciones, se abonará al arrendatario el cos- 
to razonable, probada la necesidad. 


Art. 31. — El arrendador no será obligado a reembol- 
sar el costo de las mejoras útiles en que no ha consentido 
con la expresa condición de abonarlas; pero el arrendata- 
rio podrá separar y llevarse los materiales, sin detrimen- 
to de la finca, a menos que el arrendador esté dispuesto 
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a abonarle lo que valdrían los materiales considerándolos 
separados. 


Art. 32. — En todos los casos en que se deba indemni- 
zación al arrendatario, no podrá éste ser expelido o pri- 
vado de la finca arrendada, sin que previamente se le pa- 
gue o asegure el importe por el arrendador. Esta regla no 
se extiende al caso de extinción involuntaria dei derecho 
del arrendador sobre la cosa arrendada. 


Art. 33. — Durante el término del contrato, no podrá 
el arrendador reclamar la finca arrendada ni el arrenda- 
tario devolverla al arrendador antes de concluir el tiem- 
po convenido, excepto su derecho a pagar el precio de 
la totalidad del plazo que reste para el vencimiento del 
contrato. Sin embargo, podrá eximirse de este pago, pro- 
poniendo, bajo su responsabilidad, persona idónea que le 
sustituya por el tiempo que falta, y prestando al efecto 
garantia competente. Ello sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 92. 


Art, 34. — Las principales obligaciones del arrenda 
tario son: 


15 Usar de la finca según los términos del contrato. 
23 Pagar el precio del arrendamiento en los plazos cox:- 


venidos, y a falta de convención, dentro de los diez 
(10) días calendarios siguientes al mes vencido. 


5) 


Emplear en la conservación de la misma, el cuidado 
de un buen padre de familia, debiendo, a titulo de 
ejemplo: 


a) conservar la integridad interior de las paredes, azo- 
teas, pavimentos y cañerías, reponiendo las pare- 
des, revoques, baldosas o ladrillos que durante el 
arrendamiento se destruyan o se desencajen; 


b) reponer los cristales quebrados en las ventanas, 
puertas o tabiques; 


€) mantener en buen estado de servicio los aparatos 
sanitarios, las puertas, ventanas y cerraduras; 


d) conservar las paredes, pavimentos y demás par- 
tes interiores del edificio medianamente aseados. 


4% Pagar los consumos generales, gastos comunes y ser- 
vicios accesorios. Inclúyese en esta obligación, todos 
los servicios que faciliten o complementen el uso o 
goce de la finca arrendada, tales como los servicios 
de ascensores, portería, portero eléctrico, agua co- 
rriente, calefacción, limpieza y corriente eléctrica en 
los lugares comunes; pago de personal afectado al edi- 
ficio y espacios comunes o de uso general, con el má- 
ximo previsto en los respectivos laudos de los Conse- 
jos de Salarios, incluyendo las contribuciones de Se- 
guridad Social y Prima de Seguro por accidente de 
trabajo. 


Quedan excluidos de esta obligación, los gastos de 
reparación o mejoras realizados en el inmueble, in- 
cluso los de índole locativas; tampoco están inclui- 
dos los gastos de administración, pagos de la prima 
por seguro de incendio y seguro por responsabilidad 
frente a terceros por el uso de los ascensores. 
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En las Asambleas de Copropietarios en que se re 
suelven gastos a cargo del arrendatario, el voto per 
tenecerá a éste. 


Cuando se tratare de inmuebles no incorporados al 
régimen de propiedad horizontal, ningún gasto deri- 
vado de una modificación en el edificio o en su fun- 
cionamiento, podrá cobrársele al arrendatario, si no 
ha sido aprobada dicha modificación por la mayoría 
simple de los inquilinos, lo que deberá constar por 
escrito. A 


La cuenta de gastos comunes aprobada por la Asam- 
blea del edificio y confirmada por el administrador, 
se ejecutará por el procedimiento regulado por el ar- 
tículo 211 del Código de Procedimiento Civil previa 
constitución en mora del arrendatario. 


5) Pagar los tributos o gravámenes nacionales o depar- 
tamentales que tengan como presupuesto de hecho, el 
uso u ocupación de la finca. 


6) Devolver la finca, al finalizar el contrato, en el mis- 
mo estado en que se le entregó, tomándose en consi- 
deración el deterioro ocasionado por el uso y goce 
legítimos. 


La restitución de la finca se verificará desocupán- 
dolia enteramente y poniéndola el arrendatario a dis- 
posición del arrendador, entregándole las llaves. 


7) Observar una conducta que no comprometa, en for- 
ima grave, la corrección de costumbres o la vida pa- 
cífica de la comunidad de inquilinos, 


El incumplidor de la obligación prevista en el pre- 
sente numeral, será considerado inquilino escandalo- 
so (Art, 122, literal b). 


Art. 35. — Si el arrendatario no usare de la finca 
como un buen padre de familia, responderá de los daños 
y perjuicios, y aún tendrá derecho el arrendador para 
demandar la rescisión del arrendamiento, en el caso de 
un grave descuido, 


Art. 36. — El arrendatario está obligado a efectuar las 
reparaciones locativas, entendiéndose por éstas, las de man- 
tenimiento del inmueble en el estado en que lo recibió; 
pero no es responsable de los deterioros que provengan 
del tiempo y uso legítimo, o de fuerza mayor o caso for- 
tuito, o de la mala calidad del edificio por su vetustez, 
por la naturaleza del suelo, o por defecto de construc- 
ción, 


Art. 37. — El arrendatario es responsable, no sólo 
de su propia culpa, sino de la de su familia, dependientes, 
huéspedes o sub-arrendatarios. 


Art. 38. — Cuando por culpa del arrendatario, se 
rescinde cl arrendamiento, éste estará obligado a la in- 
demnización de daños y perjuicios, y especialmente al 
pago del precio por el tiempo que faltase para vencerse 
el término del contrato. 


Art. 39. — No siendo notorio el accidente de fuerza 
mayor o caso fortuito que motivó la pérdida o deterioro 
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de la finca arrendada, la prueba de haber ocurrido ese 
accidente incumbe al arrendatario. En defecto de esa prue- 
ba, responderá de la pérdida o deterioro. Si fuere notorio 
el accidente de fuerza mayor o caso fortuito o lo probare 
el arrendatario, la prueba de que hubo culpa por parte 
de éste, su familia, huéspedes, dependientes o sub-arren- 
datarios, corresponderá al arrendador. 


Art. 40. — Lo dispuesto en el artículo anterior es 
aplicable al caso de incendio. El incendio será reputado 
caso fortuito hasta que el arrendador, o el que fuere 
perjudicado, pruebe haber habido culpa de parte de las 
personas designadas en el artículo anterior. 


Art, 41. — El arrendatario podrá realizar la instala- 
ción de antenas receptoras para canales de televisión, en 
las siguientes condiciones: 


1) La instalación deberá ser de tipo profesional. 


2) Si la antena causara vibraciones, zumbidos o cual- 
quier otro tipo de molestias, deberá completarla co- 
locándole elementos antivibratorios, filtros para se- 
fales de radios, y montaje adecuado a fin de sub 
sanarlas. 


3) Los daños causados en la mamposteria del edificio 
para la instalación de la antena, serán reparados «de 
inmediato por el arrendatario. Si no lo hicere éste, 
podrá hacerlo el propietario o el administrador, de- 
biendo el arrendatario reintegrarle el importe, con- 
juntamente con el alquiler del mes inmediato siguien- 
te formando con esto una obligación indivisible. 


4) Si el propietario instalara en el edificio, un sistema 
colectivo receptor de canales de televisión, los arren- 
datarios no podrán instalar su antena particular, de- 
biendo retirar las que se encuentren instaladas en el 
momento de empezar a funcionar el sistema colectivo. 


Art, 42. — Cuando el propietario haya pagado dos 
a más mensualidades de tributos nacionales, municipales, 
consumos u otros servicios accesorios, cuyo pago se haya 
establecido en la ley o en el contrato a cargo del inquili- 
no, la deuda se reputará indivisible con el alquiler, y 
su falta de pago tendrá los mismos efectos que la del al 
quiler mismo. Los reembolsos podrán ser exigidos hasta 
por tres mensualidades atrasadas en cada mes. La cons- 
tancia inserta en el recibo de pago del alquiler, constitui- 
rá prueba suficiente de que los tributos o servicios acce- 
sorios han sido exigidos al arrendatario. 


CAPITULO IV 
DEL OBJETO 


Sección 1 — Destinos del arriendo 


Artículo 43. — Los contratos de arrendamiento a que 
refiere el Art, 1% de esta ley, comprenden los inmuebles 
arrendados para casa-habitación con o sin muebles, in- 
dustria, comercio u otros destinos. 


En caso de concurrir más de un destino, las disposi- 
ciones de esta ley se aplicarán atendiendo el principal. 
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Art. 44. — No se considerará cambio del destino casa- 
habitación, sin perjuicio de lo establecido en los literales 
a) y ce) del artículo 92 de la Ley N* 10.751, de 25 de ju- 
nio de 1946, la instalación en la finca arrendada de una 
pequeña industria doméstica o artesanal, o el ejercicio de 
una profesión universitaria o similar, siempre que el 
arrendatario y su familia habiten la finca, cuando dichas 
actividades no representen inconvenientes para el vecin- 
dario por emanaciones, vibraciones, o ruidos molestos, ni 
cause deterioros a la finca, y cumpla con las disposicio- 
nes municipales respectivas. > 


La valoración de estos extremos quedará a juicio del 
juez de arrendamiento competente. 


Art. 45. — No podrá el arrendatario destinar la finca 
á otros objetos que los convenidos o, a falta de conven 
ción expresa, a aquéllos para la que está naturalmente 
destinada o que deben presumirse de las circunstancias del 
contrato o de la costumbre del lugar. 


Si el arrendatario contraviniere esta regla, podrá el 
arrendador reclamar la rescisión del contrato con indern- 
nización de daños y perjuicios, o limitarse a esta indemni- 
zación dejando subsistente el arriendo. 


Sección Il — Bienes excluidos 


Artículo 46. — No serán de aplicación las normas es- 
lablecidas en los Capítulos V y VI de esta ley, en los si- 
guientes Casos: 


A) Las fincas para vivienda que se alquilen por tempo- 
rada. Considérase contrato por temporada el arrenda- 
miento de inmuebles en las zonas balnearias delimi- 
tadas por los Gobiernos Departamentales respectivos, 
fuera de los límites del departamento de Montevideo, 
cuando el plazo contractual no supere los nueve (9) 
meses. 


El inquilino que retuviere la finca por más tiempo 
del acordado en el contrato, será responsable de los 
daños y perjuicios que esa retención indebida irrogue 
al arrendador. 


En los casos en que se compruebe la utilización ile 
gítima del contrato de arrendamiento por temporada, 
sin perjuicio de que el inquilino pasará a gozar de 
todos los beneficios de la presente ley, el arrendador 
será condenado al pago de una indemnización equiva- 
lente al total del precio convenido en el contrato y 
será condenado en los tributos y costos del juicio; 


B) fincas arrendadas con destino a organismos o empre- 
sas internacionales, oficinas diplomáticas y consula- 
res; 


C) los arrendatarios de casa-habitación que sean propie- 
tarios de fincas construidas o adquiridas al amparo 
de leyes o reglamentaciones especiales; 


D) los arrendatarios que integren un núcleo habitacional 
cuyos ingresos mensuales líquidos, determinados de 
acuerdo al artículo 82 de esta ley sean superiores al 
equivalente a 200 UR. Cuando existan hijos menores, v 
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incapaces a su cargo, los referidos ingresos se incremen- 
tarán en el equivalente a 20 UR por cada uno; 


E) los arrendatarios de fincas con destino a habitación, 
que integren un núcleo habitacional a cuyos integran- 
tes corresponda el pago del Impuesto al Patrimonio. 
A este solo efecto, la Dirección General Impositiva 
informará, exclusivamente a pedido del juzgado, si 
el arrendatario se encuentra o no comprendido en esta 
situación; 


F) los inmuebles arrendados al Estado (Poder Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados, Municipios, Tribunal de Cuentas, 
Corte Electoral, Tribunal de lo Contencioso Adminis: 
trativo) y organismos paraestatales; 


G) los contratos de arrendamiento cuyo objeto sea casa- 
habitación u otros destinos, en los que el precio ini- 
cial pactado supere el equivalente a 80 UR y en los 
contratos con destino a industria y comercio cuando 
el precio inicial supere las 200 UR; 


H) los arrendatarios de edificios o lugares destinados a: 
Bancos e instituciones de crédito cualquiera sea su 
denominación u objeto, sus sucursales y agencias; 
casas de cambio; casas de bailes públicos, cabarets, 
dancings, boites, whiskerías, cualquiera que sea su 
designación; casas de huéspedes o prostíbulos; casas 
de despacho de bebidas servidas por camareras O ca- 
sas de sport. 


En los casos regulados por este artículo, en que no se 
hubieran pactado aumentos escalonados del alquiler, re- 
girá lo dispuesto en el artículo 78. 


Sección 111 — Hoteles, pensiones y afines 


Artículo 47. — El contrato de hospedaje en hoteles 
y pensiones, se extingue automáticamente en el caso del 
no pago regular del precio pactado o cuando el huésped 
promoviera desorden o provocara escándalo. 


El no pago regular se producirá cuando el huésped 
haya dejado de abonar su hospedaje periódico, sin nece- 
sidad de intimación alguna, pudiendo el hotelero deposi- 
tar los efectos del huésped en las dependencias del hotel, 
prohibiéndole el acceso al establecimiento. 


Además del derecho que se consagra en el inciso an- 
terior, el hotelero tendrá derecho de retención sobre los 
objetos depositados, pudiendo perseguir criminalmente al 
huésped de acuerdo a lo que establece el artículo 366, 
num. 92 del Código Penal. En todos los casos regulados 
por esta disposición tendrá competencia el Asistente de 
Arrendamiento, de conformidad con lo previsto en el Art. 
103, inc. 29 de esta ley, sin perjuicio de las demás cesio- 
nes a que hubiere lugar. 


Art. 48. — Las disposiciones del artículo anterior no 
serán aplicables a aquellos huéspedes de hoteles, pensio 
nes y afines que no se encontraren inscriptos en el Regis- 
tro de Hoteles, Pensiones y Afines que tiene a su cargo 
el Ministerio de Turismo, o cuya inscripción fuera can 
celada, los que serán considerados arrendatarios a todos 
sus efectos. 
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Art. 49. — La obtención de la inscripción del cstable- 
cimiento en el referido registro, no modificará la situa- 
ción de arrendatario de las personas que hayan ingresado 
con anterioridad a la inscripción. 


El Ministerio de Turismo entregará al ocupante una 
constancia de la no inscripción del establecimiento en el 
registro pertinente o, en su caso, de su caducidad o can- 
celación, la que lo habilitará para acreditar su calidad 
de arrendatario. 


A partir de la fecha del documento de referencia, cl 
alquiler quedará fijado, a opción del inquilino, en una su- 
ma equivalente a treinta veces el importe diario del hos- 
pedaje, o al máximo establecido en la Sección siguiente 
del presente capítulo. Una vez hecha la opción, el precio 
regirá por un año y se modificará de conformidad con el 
artículo 78 de esta ley. Sin perjuicio de ello, el inquilino 
podrá ejercer la acción de rebaja dentro de los noventa 
días corridos a partir de la entrega de la constancia men- 
cionada en el inciso anterior. 


Art. 50. — Los ocupante de casas de inquilinato,; 
cualquiera sea la forma de pago del arriendo, tendrán los 
mismos derechos que las personas comprendidas en el ar- 
tículo precedente. 


En las casas de inquilinato queda prohibido el sub- 
arriendo, el que será nulo, aún mediando consentimiento 
de las partes. 


Art. 51. — El contrato hospitalario no estará com- 
prendido en las previsiones de la presente ley, siempre 
que el establecimiento se encuentre habilitado por el Mi 
nisterio de Salud Pública. Si no lo estuviere, se aplicará 
lo dispuesto en el artículo anterior. 


Los arrendamientos de garages colectivos para ve- 
hículos sc regirán por lo dispuesto en el artículo 47. 


Sección IV — Vivienda de interés social 


Articulo 52. — A los solos efectos de esta ley, con- 
sidérase vivienda de interés social, aquella cuyo alquiler 
máximo, de conformidad con lo establecido en este ca- 
pítulo, no supere la suma de 32 UR y cumpla con las 
condiciones previstas en el artículo 18 de la Ley N* 13.728, 
de 17 de diciembre de 1968. 


Art. 53. — En la vivienda de interés social el alqui- 
ler mensual máximo será el equivalente al siete (7) por 
mil del valor real de la finca arrendada, fijado anuamen- 
te por la Dirección General de Catastro. 


No podrá suscribirse el contrato de arrendamiento sin 
la constancia que a estos efectos expedirá gratuitamente 
la Dirección General de Catastro a solictud verbal del 
arrendador, 


Art. 54. — El arrendador podrá pedir la revisión del 
valor real fijado, antes de la suscripción del contrato y 
al vencimiento de su plazo. 


Art. 55. — Para las unidades habitacionales que no 
cuenten con padrón individual, la Dirección General de 
Catastro, a solicitud del arrendador, procederá a fijar el 
valor real correspondiente. 
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Art. 56. — En los casos en que se estableciere con- 
tractualmente un alquiler superior al resultante del sis- 
tema previsto en esta Sección, el precio del arriendo se 
abatirá, de pleno derecho, al máximo legal. 


El arrendatario podrá solicitar verbalmente de la Di 
rección General de Catastro, la constancia del valor real 
de: la finca, la que será expedida gratuitamente. 


Art. 57. — El alquiler resultante de la aplicación de 
Jas normas precitadas, se reajustará cada doce meses, si- 
gulendo el procedimiento previsto en el artículo 78, no 
pudiendo exceder el nuevo precio del arrendamiento, del 
porcentaje establecido en el artículo 53 de esta ley. 


“Art. 58. — En las viviendas de interés social el pla- 
zo minimo del contrato será de cinco años. Al vencimien- 
to de dicho plazo, el inquilino buen pagador tendrá dere- 
cho'a una prórroga por cinco años más, 


El arrendatario que optare por la prórroga, deberá 
hacerlo saber por escrito al arrendador, antes de los cien- 
to ochenta días del vencimiento del plazo contractual. 


” Art. 59. — Dentro de los treinta (30) días de recibi- 
da dicha comunicación, el propietario tendrá opción para 
ofrecer en venta la finca al inquilino. En este caso se se- 
guirá el procedimiento establecido en los artículos 16 a 
21 del Decreto-Ley N? 14.261, de 3 de setiembre de 1974. 


A estos efectos el Banco Hipotecario del Uruguay crea- 
rá una línea especial de créditos. 


Art. 60. — En esta clase de viviendas, durante el pla- 
zo contractuai o su prórroga, el inquilino tendrá prefe- 
rencia para la compra del bien arrendado, Para forma- 
lizar el contrato de compraventa respectivo, se seguirá el 
procedimiento previsto en el artículo precedente. 


Art. 61. — Mientras duren las tratativas para la ena- 
jenación del inmueble, seguirá vigente el contrato de 
arrendamiento, ajustándose anualmente el precio en la 
forma establecida en el artículo 78. 


Art. 62. —- Si el arrendatario no hiciese uso de la Op- 
ción de prórroga o no aceptase adquirir el bien, el arren- 
dador podrá promover juicio de desalojo en las condicio- 
nes previstas en el Capitulo VIII de esta ley. 


Art. 63, — Durante la vigencia de la prórroga del pla- 
zo contractual, podrá promoverse juicio de desalojo en 
las siguientes hipótesis: 


a) El propietario que posea una o varias fincas que es- 
tén arrendadas'o hayan sido construidas para habi. 
tación en la misma localidad y no ocupe ninguna de 
ellas, podrá reclamar una para su propia vivienda. 


Aún cuando habite su propia casa, podrá reclamar 
una finca para que la habiten sus ascendientes y una 
para cada uno de sus hijos que hayan contraído ma- 
trimonio, cuando éstos o aquéllos no ocupen ninguna 
vivienda de la que sean exclusivos propietarios o Con- 
dóminos, Si el demandante fuera propietario de varias 
fincas y durante el juicio de desalojo quedara dis- 
ponible una de ellas de características similares o in- 
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feriores —a criterio del juez— a las de la solicitada 
en juicio, deberá darle prioridad, como arrendatario, 
al inquilino demandado, el que podrá, pasar a 0cu- 
paria en un plazo no mayor de veinte (20) días, en 
las condiciones contractuales o legales en base de las 
cuales ocupa la finca objeto de desalojo. Si el arren- 
dador no cumpliere con la obligación establecida, se 
ciausurará, sin más trámite, el desalojo, 


Tratándose de una finca en condominio de origen 
sucerorio, o derivado de la sociedad conyugal, uno de 
los condóminos podrá reclamarla, con la ratificación 
de los demás copropictarios, para su propia vivienda, 
c- para la de sus descendientes en primer grado que 
hayan contraído matrimonio o para sus ascendientes, 
cuando éstos o aquéllos no ocupen ninguna vivienda 
de la que sean exclusivos propietarios o condóminos. 
Cuando los condóminos posean varias fincas que es- 
tén arrendadas o hayan sido construidas para habi- 
tación, el que no ocupe ninguna de ellas podrá recla- 
mar, con da ratificación de los demás condóminos, 
una para sus ascendientes y una para cada uno de 
sus hijos que hayan contraido matrimonio, en caso 
de que éstos o aquéllos no ocupen ninguna vivienda 
de la que sean exclusivos propietarios o condóminos. 


Se considerarán como única propiedad los casos en 
que los condóminos de varias fincas de origen sute- 
sorio, hayan solicitado una de ellas para vivienda 
propia. 


A los efectos de esta ley, se considerarán condómi. 
nos de origen sucesorio aquellos que hayan adquirido 
la propiedad en todo o en parte por el modo suce. 
sorio, por causa de muerte. Las otras situaciones, 2 
los efectos de esta ley, se considerarán condominio 
de origen contractual, eon excepción de los derivados 
de la sociedad conyugal. 


Podrán no obstante, dar el desalojo los condóminos 
que tengan la calidad de cónyuge entre sí, o de con- 
cubinos “more uxorio” durante más de un año conti. 
nuado, en el] momento de promoverse la acción re- 
ferida. 


A los efectos dispuestos por esta ley, no se reputará. 
condominio a aquel constituido exclusivamente entre 
parientes hasta el segundo grado, con anterioridad a 
la vigencia de la presente ley. 


En los casos de los incisos precedentes, el deman- 
dante que tenga varias propiedades deberá expresar 
los motivos que han determinado la selección de la 
finca y reseñar la situación de los arrendamientos de 
cada una, indicando el alquiler vigente e inmediato 
anterior a las fechas de las cuales rigen los mismos. 
Si se probare la omisión de una o varias de las fin- 
cas arrendadas en la referida reseña, se clausurará el 
juicio de desalojo, de oficio o a petición de parte, 
siendo de cargo del actor los tributos y costos Cau- 
sados. 


El juez examinará el mérito de los fundamentos 
expuestos y no hará lugar a la causal excepcional de 
desalojo, cuando por las circunstancias del caso la 


" promoción de aquél sirva o haya servido para obte- 


ner aumentos de arrendamientos que excedan de los 
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autorizados por la ley. En tales situaciones, los au- 
mentos pactados, que excedan de los autorizados por 
la ley, serán anulados y se rechazará la demanda, 
imponiéndose al actor el pago de tributos y costos. 
Esta sentencia será notificada a todos los arrenda- 
tarios del actor. 


€) Tratándose de condominios de origen contractual 
constituidos con anterioridad a la vigencia de la pre- 
sente ley, se requerirán las siguientes condiciones: 


1) que se haya otorgado la escritura de enajenación 
o la promesa tenga fecha cierta anterior a la arri- 
ba indicada; 


2) que se cumpla con los demás requisitos estableci- 
dos precedentemente. En este caso, si se probare 
la inexistencia de alguna de las condiciones re- 
queridas, se clausurará el juicio de desalojo, de 
oficio o a petición de parte, siendo de cargo del 
actor los tributos y costos causados. 


Art. 64. - . En los casos previstos en el articulo ante- 
rior, la finca deberá ser ocupada efectivamente dentro 
del plazo de ciento veinte días de su desocupación, por 
quienes tengan derecho a ello de acuerdo con la deman- 
da de desalojo, y no podrá dársele otro destino que el 
de fincs-habitación, ni podrá ser enajenada ni arrendada 
total o parcialmente antes de transcurrir un plazo de dos 
años, a partir de la fecha en que quedó desocupada. Cuan. 
do el estado de conservación de la finca requiera la rea- 
lización de obras de reparación, el juez, a solicitud fun- 
dada de parte, podrá ampliar el plazo para la ocupación, 
hasta en ciento ochenta días más. No regirá la prohibi- 
ción de enajenar o arrendar en los siguientes casos: 


1%) por razones de salud del ocupante de la finca, ya sea 
del propietario o descendiente que haya contraido 
matrimonio, debidamente comprobadas por un tribu- 
nal integrado por tres médicos designados por el juez 
que entendió en la causal de desalojo; 


22) por divorcio o separación de los concubinos; 


39) por razones de trabajo, cuando el ocupante de la fin- 
ca sea destinado a desempeñar funciones o tareas o 
inicie una actividad o tarea fuera de la localidad don- 
de está ubicado el inmueble, y deba permanecer fue- 
ra de ella por no menos de dos años, circunstancia 
que deberá ser debidamente probada ante el Juzgado 
que hubiese entendido en el juicio de desalojo; 


4%) por enajenación forzada; 


59) cuando circunstancias supervinientes tornen inade- 
cuada la vivienda ya sea por fallecimiento, incapa- 
cidad fisica, desintegración o ampliación del Múcleo 
familiar u otras análogas; 


69) cualquiera otra causa de entidad similar a las ante- 
riores, a criterio del juez, 


Art. 65, — Durante la vigencia de la prórroga del pla- 
zo eoutractual, podrá deducirse además acción de desalojo, 
con referencia a: 


19) las fincas para habitación, cuyo desalojo se solicite 
para reconstrucción parcial o total. En ambos Casos, 
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laz recorstrucciones deberán duplicar, por lo menus, 
la capacidad locativa de la unidad habitacional cuyo 
desalojo se solicita. Entiéndese por duplicación de la 
capacidad locativa, la del número de ambientes desti. 
nado. 2 habitación, o de las unidados habitacionales, 
siempre que no se disminuya la superficie edificada 
total y se incluya la ampliación proporcional de los 
servicios sanitarios; 


29) las fincas ruinosas, cuyo estado apreciará el juez, pre- 
via inspección ocular e informe pericial de la auto. 
ridad municipal, cuando correspondiere, o del Cuerpo 
Nacional de Bomberos, según las circunstancias. Estas 
fincas no podrán volver a ser arrendadas ni Ocupa. 
das hasta tanto el Juzgado en que se tramitó el de- 
salojo, resuelva que han perdido aquel carácter, pre- 
vio informe de la autoridad municipal, cuando corres- 
pondiere, o del Cuerpo Nacional de Bomberos, según 
las circunstancias. 


Art. 66. — Los condóminos de origen contractual, los 
accionistas de sociedades anónimas o en comandita, y los 
promitentes compradores de cuotas de condominio, po- 
drán promover todas las acciones que esta ley acuerda a 
los propietarios. No obstante, solamente podrán promover 
acción de desalojo para su propia vivienda O para sus 
ascendientes o descendientes, cuando los bienes objeto de 
la acción reúnan las condiciones de habitabilidad mini. 
ma indispensable, comprobada por las oficinas técnicas 
competentes del Municipio de radicación del bien. 


Art. 67, — En los juizios de desalojo por las causales 
de excepción previstas en los articulos precedentes, si se 
efectuara traslación de dominio por acto entre vivos an- 
tes de hacerse efectivo el desalojo, se Clausurará el juí- 
cio, cualquiera sea su estado, salvo que el adquirente sea 
aquel para el cual se solicitó el desalojo. 


No se aplicará esta disposición, si el adquirente toma 
a su cargo las obligaciones del enajenante mediante rati- 
ficación en el respectivo expediente. 


Art. 63. — En los juicios de desalojo referidos prece- 
dentemente, el propietario cuya demanda fuere rechazada, 
no podrá promover nueva acción por la misma causal, 
hasta después de un año de haber quedado e'ecutoriada 
la sentencia por la que no se hizo lugar al desalojo. 


Art. 69. — En los desalojos regulados por el artículo 
65, numeral 1%, regirán las siguientes normas: 


a) el actor, al promover el juicio, deberá acompañar co- 
pia del proyecto, memoria descriptiva de las obras que 
se proponga realizar y la constancia de haber inicia- 
do trámites para la obtención de los permisos de 
construcción; 


b) dentro de los ciento ochenta (180) días de intimado 
el desalojo, deberá agregar la constancia de que se 
ha aprobado el permiso de construcción. Si así no lo 
hiciere se clausurarán de oficio los procedimientos, 
saivo que el actor pruebe fehacientemente que la de- 
mora en la obtención del permiso no le es imputable; 


e) las obras deberán comenzar dentro de los ciento vein- 
te (120) dias contados a partir del momento en que 
el edificio quede totalmente desocupado. Durante ese 
plezo la finca no podrá ser arrendada. 
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d). en su caso, tratándose de fincas de apartamentos oO 
pisos cuyas unidades se arrienden separadamente, de- 
berá promoverse los desalojos de todas las unidades 
afectadas por la reconstrucción proyectada y no se 
decretará ningún lanzamiento hasta que haya senten- 
cia ejecutoriada en todos los julcios iniciados contra 
los arrendatarios comprendidos. 


Rechazada que sea una sola demanda, a petición 
de parte o de oficio, se decretará, sin más trámite 
la clausura de todos los restantes desalojos pendien- 
tes, También se clausurarán, si alguno de los inqui- 
Jinos desalojados renovara contrato o se celebrara nue- 
vo arrendamiento respecto a algunas de las unidades 
motivo del juicio. 


En ningún caso podrá hacerse uso de la causal de 
este artículo, si existen arrendatarios con plazo con- 
tractual pendiente, cuyas unidades estén comprendi- 
das en la reconstrucción proyectada. 


Art. 70. — El inquilino insolvente de viviendas regula- 
das en esta Sección, gozará de un plazo de suspensión del 
lanzamiento de tres años. 


A estos efectos, considérase inquilino insolvente al que, 
por causas que no le sean imputables, posteriores a la 
celebración del contrato, los ingresos de su núcleo habi- 
tacional hagan imposible el pago del alquiler, aún el que 
pudiere resultar de una acción de rebaja. 


Este beneficio sólo amparará al arrendatario que con- 
viva con su familia, legitima o natural, se encuentre ins- 
cripto en una cooperativa de vivienda por ayuda mutua 
en el momento de solicitar el beneficio y cumpla con las 
obligaciones a su cargo en esa institución. 


La suspensión del lanzamiento cesará a partir del mo. 
mento en que se entregue la nueva vivienda al inquilino, 
o el arrendador acredite que aquél ha mejorado de for- 
tuna en términos de poder pagar el arrendamiento o el 
alquiler rebajado. 


Art. 71. — Durante el término de suspensión del lan- 
zamiento, el pequeño propietario cuyos ingresos mensua- 
les sean inferiores a 50 UR. (artículo 83), percibirá del 
Banco Hipotecario del Uruguay el importe de los alqui- 
leres, mensualmente. 


Los restantes propietarios percibirán del Banco Hipo- 
tecarlo el 50% (cincuenta por ciento) del alquiler refe- 
tido. 


El pago se realizará con cargo a la cuenta de Subsidios 
a la Vivienda prevista en el Art. 86, lit. B, de la Ley nú- 
mero 13.728, de 17 de diciembre de 1968. 


La Cooperativa trasladará el beneficio al amparado, 
procediéndose en la forma establecida en los Arts. 69 y 
siguientes de la ley citada. 


Art. 72. — A los efectos de ampararse a la prórroga 
del lanzamiento, el arrendatario deberá probar fehacien- 
temente los requisitos exigidos en el artículo 70 por el 
procedimiento de los artículos 112 y siguientes. 


Cuando el propietario intentare probar la mejora de 
fortuna del inquilino o la ausencia de cualquier otro de 
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los requisitos exigidos por el articulo 70, se seguirá el 
mismo procedimiento. En este caso, si se hiciera lugar a 
la pretensión del arrendador, se decretará, a su solicitud, 
el lanzamiento, sin más trámite. 


Art. 73. — Los ocupantes de hoteles, pensiones y afi- 
nes, así como de casas de inquilinato, cuyos propietarios 
no obtengan la inscripción en el Registro del Ministerio de 
Turismo previsto en esta Sección, dentro del término de 
un año a partir de la vigencia de esta ley, pasarán a pa 
gar, de pleno derecho, un alquiler máximo de 5 (tinco) 
UR, sin perjuicio de la cuota parte correspondiente en los 
gastos comunes regulados en el artículo 23. En caso de 
controversia sobre el prorrateo de estos gastos, decidirá, 
sia más trámite, el Asistente de Arrendamiento. 


Estos ocupantes no contarán con el derecho a promo- 
ver acción de rebaja del alquiler. 


Art. 74. — Las personas comprendidas en el artículo 
precedente, tendrán un plazo de permanencia de cinco 
años. Este plazo beneficiará, exclusivamente, al inquilino. 


Art. 75. — Los inquilinos de fincas que no se ajusten 
a la definición de vivienda de interés social, por no reu- 
nir las condiciones exigidas por el artículo 18 de lá Ley 
N? 13.728, de 17 de diciembre de 1968, pagarán, de ple- 
no derecho, un alquiler máximo de cinco (5) UR, desde 
la vigencia de esta ley, hasta que cumplan las condicio- 
nes referidas precedentemente. 


El propietario tendrá derecho a ejecutar las obras 
necesarias para ajustarse al citado artículo 18, siempre 
que ello no implique la inhabitabilidad de la unidad. Si 
el inquilino no permitiese realizar las obras u obstaculi- 
zase, en alguna forma, su ejecución, deberá pagar el al- 
quiler en la forma y condiciones previstos en el artículo 
53. 


Art. 76. — Para los contratos de arrendamiento in- 
cluidos en la situación del artículo precedente, regirán los 
artículos 58 a 62 de esta ley. 


. Art. 77. — Sin perjuicio de lo estatuido por los at- 
tículos 63 y 65, al vencimiento del plazo contractual de 
cinco años, el propietario que se proponga ejecutar las 
obras necesarias para convertir su finca en vivienda de 
interés social y no haya podido realizarlas por provocar 
con ellas la inhabitabilidad de la finca, podrá promover 
acción de desalojo. 


CAPITULO V 


DEL PRECIO 


Artículo 78. — Las partes fijarán el precio del arrien- 
do en moneda nacional para todo el plazo del contrato. 


El alquiler de los contratos de arriendo regulados por 
esta ley, se ajustará anualmente y hasta la desocupación 
de la finca, aumentándolo en un porcentaje igual al ope- 
rado en el índice que se prevé en el artículo siguiente. 
Las modificaciones de los alquileres, comenzarán a regir 
a partir del primer día del mes siguiente. 
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Art. 79. — A los efectos de esta ley se aplicará: 


a) Unidad ¡Reajustable: la prevista por el inciso 2% del 
artículo 38 de la Ley N* 13.728; 


b: Unidad Reajustable de Alquileres: que se calculará 
promediando aritméticamente el valor de la UR de 
cada mes con los correspondientes a los dos meses in- 
mediatos anteriores; 


c+ Indice de los Precios del Consumo elaborado por la 
Dirección de Estadística y Censos. 


El procedimiento para la determinación del reajuste 
de los alquileres, se efectuará considerando: 


1) la variación del índice de los precios del consumo, 
que se obtendrá por el cociente resultante de dividir 
el número índice del mes previo al del reajuste por 
el número índice del mismo mes del año anterior; 


2; la variación de la URA, que se obtendrá por el coe 
ficiente resultante de dividir el valor de ésta corres- 
pondiente al mes previo al del reajuste por la URA 
del mismo mes del año anterior; 


30 el coeficiente de reajuste por el que se multiplicarán 
los precios de los arrendamientos, será el que corres- 
ponda a la menor de las variaciones previstas en los 
numerales precedentes. 


Los valores de la UR de la URA y de los precios de 
consumo, serán publicados mensualmente por el Po- 
der Ejecutivo en el Diario Oficial, conjuntamente con 
el coeficiente del reajuste a aplicar sobre los precios 
de los arrendamientos. 


Si en la fecha en que deba realizarse el reajuste 
del precio de un arrendamiento aún no se hubiera 
publicado el valor de la URA o el Indice de Precios 
de Consumo, se aplicará, provisoriamente, el coefi- 
ciente de reajuste del mes anterior normalizándose el 
mismo a su publicación. 


Art. 80. — Las partes podrán, al celebrar el contra- 
to, convenir incrementos escalonados de alquiler para pe- 
ríodos de doce meses. 


Si alguno de los incrementos anuales acordados fuese 
superior al aumento resultante de la aplicalón del coefi- 
ciente de reajuste determinado de conformidad con el ar- 
tículo 78 de esta ley, el arrendatario podrá optar por abo- 
nar, hasta la entrega de la finca, el precio del arriendo 
actualizado cada doce meses de acuerdo con lo dispuesto 
por la referida norma. 


La opción podrá ser efectuada una sola vez durante 
el plazo contractual, dentro de los quince días corridos a 
partir de la publicación en el Diario Oficial del coeficien- 
te de reajuste de alquiler, en cuyo caso se aplicará de 
futuro y hasta la entrega de la finca, el procedimiento 
indicado en los incisos siguientes. 


La opción por parte del arrendatario será comunicada 
al arrendador o al administrador, en su caso, mediante 
telegrama colacionado. En caso de no haberse convenido 
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incrementos escalonados del precio del arriendo, el alqui- 
ler se actualizará cada doce meses, multiplicando el pre- 
cio vigente por el coeficiente de reajuste determinado de 
conformidad con lo dispuesto en el presente Capítulo. 


Art. 81. — Cuando se hubiera fijado el monto del 
alquiler o su pago en moneda extranjera, el precio se 
convertirá en moneda nacional a la «cotización del tipo 
vendedor del mercado financiero, o su sustitutivo que 
se establezca en el futuro, del día anterior a la cele- 
bración del contrato, salvo los casos expresamente auto: 
rizados por esta ley. 


Art. 82. — Si el precio resultante de la actualización 
del alquiler superase el 25% (veinticinco por ciento) de 
los ingresos mensuales líquidos del núcleo habitacional 
ocupante de la finca, el nuevo alquiler será rebajado has- 
ta el porcentaje referido. Cuando los ingresos mensuales 
líquidos del núcleo habitacional sean inferiores a 35 UR, 
el porcentaje máximo de afectación se reducirá al 20 % 
(veinte por ciento). 


En ningún caso la rebaja podrá significar disminución 
dei precio vigente más los gastos y consumos. 


Cuando se opere la trasmisión prevista en esta ley, 
se computarán los ingresos del arrendatario cedente en el 
momento de la trasmisión y los de los cesionarios. 


Arí. 83. — A los efectos de lá acción de rebaja o 
aumento del alquiler, se entenderá por ingresos mensua- 
les liquidos los nominales que por cualquier concepto ten- 
ga cl núcleo habitacional, menos los descuentos legales o 
retenciones judiciales. 


El ingreso será el promedio de las entradas líquidas 
percibidas en los doce meses anteriores inmediatos a la 
fecha de vigencia del nuevo alquiler. 


Se entenderá por núcleo habitacional, el integrado por 
ei arrendatario o subarrendatario y todos los demás habi- 
tantes de la finca, con excepción del servicio doméstico 
debidamente afiliado al Banco de Previsión Social, sin 
perjuicio de lo previsto en el presente Capítulo para los 
casos de trasmisión del arriendo. 


Art. 84. — Quedan excluidos del beneficio de la re 
baja del alquiler: 


a) el inquilino, aunque tenga ingresos inferiores a los 
indicados, cuando él o el núcleo habitacional que in- 
tegre, sea propietario de bicnes inmuebles de cual- 
quier clase, incluso rurales, si la suma de sus valores 
reales fijados por la Dirección General del Catastro 
superare las 800 UR; 


b) los arrendatarios que posteriormente a la renovación 
o celebración de sus contratos, hayan incorporado a 
su patrimonio o arrendado en la misma localidad una 
vivienda que posea comodidades similares o superio- 
res a las existentes en la finca que arrienda; 


ce) los arrendatarios que no habitaren en forma efectiva 
y continuada, durante seis meses consecutivos, sin 
causa razonable, la finca arrendada, o hubieran sa 
tisfecho en otra sus necesidades de vivienda. 
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En los casos de los literales b) y Cc) precedentes. 
el arrendador podrá promover acción de rescisión de 
contrato; 


d) los malos pagadores, salvo los que hayan opuesto ex- 
cepciones o se encuentren dentro del plazo para opo- 
nerlas, Si los malos pagadores no hubieren opuesto 
excepciones u obtenido la clausura del juicio de acuer- 
do con el Art. 134, bastará que el actor justifique en 
autos que la intimación de desalojo ha quedado fir- 
me, para que el juez revoque, por contrario imperio, 
la providencia de suspensión del pago del aumento del 
alquiler y decrete la clausura de los procedimientos; 


e) los arrendatarios y subarrendatarios cuyos alquileres 
mensuales fueren superiores a 25 UR a la fecha del 
reajuste; 


£) los arrendatarios y subarrendatarios de fincas Cuyos 
propietarios y sus núcleos habitacionales perciban por 
concepto de ingresos mensuales líquidos, una suma 
inferior a la declarada por el núcleo habitacional de) 
arrendatario estimados durante el tiempo y la forma 
previstas por el artículo 83 de esta ley; 


g) los arrendatarios y subarrendatarios de fincas cuyos 
propietarios y sus núcleos habitacionales perciban in- 
gresos mensuales líquidos que no superen las 50 UR 
estimadas en la forma establecida en el literal ante- 
rior. 


Art. 85. — En los casos de los literales f) y g) del 
artículo precedente, los propietarios se excepcionarán, en 
la audiencia, acompañando la prueba instrumental corres- 
pondiente. 


CAPITULO VI 


DEL PLAZO 


Artículo $6. — El arrendamiento no podrá contratar- 
se por más de quince años. 


Art. 87. — Si vencido el término convencional del 
errendamiento, el arrendatario permanece en el uso o 
goce de la cosa arrendada, no se entenderá que hay táci- 
ta reconducción, sino la continuación del arrendamiento 
concluido y bajo las mismas condiciones, hasta que el 
arrendador pida la devolución del bien; y podrá éste pe- 
dirlo en cualquier tiempo, sea cual fuere el que el arren- 
datario hubiere continuado en el uso de la cosa. 


Art. 88. — Los contratos de arrendamiento para casa: 
habitación y otros destinos que no sean industria y co- 
mercio, tendrán un plazo mínimo de tres años, establecido 
en el artículo 58 de esta ley. E 


En los contratos con destino de industria o comercio, 
el plazo mínimo será de cinco años. 


Art. 89. --- En los contratos de arrendamiento en que 
se hubiere pactado un plazo inferior a los establecidos en 
el artículo anterior, el término restante hasta completar 
los allí previstos, beneficiará únicamente al arrendatario. 


Art, 90. — Durante el plazo del contrato, no es lícito 
al arrendador retirar el inmueble arrendado del poder 
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del arrendatario, aunque alegue que lo necesita para uso 
propio, ni a éste devolverlo al arrendador, amtes de con- 
Cluirse el tiempo convenido, 2 no ser pagando el precio 
de todo el que falte para e] vencimiento del contrato, sal 
vo el caso previsto en el artículo siguiente. 


Art. 91. — Los funcionarios del Estado que se encuen- 
tren prestando funciones en el extranjero, o fuera de su 
residencia habitual en el Departamento, cuando exista re- 
solución que disponga su retorno al lugar de origen, po- 
drán deducir acción de desalojo aunque exista plazo con- 
tractual pendiente, siempre que se haya consignado, ex. 
presamente, en el contrato dicha circunstancia. 


Art. 92. — Cuando hubiere fallecido el titular del 
arriendo O hubiera perdido capacidad de pago, la parte 
locataria tendrá la facultad de rescindir unilateralmente 
el respectivo contrato, siempre que hubiese transcurrido 
un año contado desde la celebración del contrato. 


Se entenderá que el inquilino ha perdido capacidad 
de pago, cuando los ingresos del grupo familiar que ha- 
bite la finca se hayan reducido en términos que el arren- 
damiento supere el 40% (cuarenta por ciento) de los mis- 
mos. 


CAPITULO VII 
DE LAS GARANTIAS 


Artículo 93. — La garantia de los contratos de arren- 
damiento de que trata esta ley, podrán constituirse me- 
diante depósito, fianza personal, retención a través del 
Servicio de Garantia de Alquileres de la Contaduría Ge- 
nerai de la Nación (Ley N? 9.624, de 15 de diciembre de 
1936), mediante el servicio prestado a sus suscriptores por 
la “Asociación Nacional de Afiliados” (ANDA) (Leyes nú- 
meros 9.299, de 3 de Marzo de 1934 y 9.980, de 13 de 
diciembre de 1940), y las garantias reales a que se refie- 
ren los artículos 2292 y siguientes y 2322 y siguientes del 
Código Civil, y las Leyes Nos. 8.292, de 24 de setiembre de 
1928 y 12.367, de 8 de enero de 1957, 


Art. 94. — El locador, sublocador, gus representantes 
o administradores, no podrán exigir en garantia del arren- 
damiento un depósito por suma superior a la equivalente 
a cinco meses de alquiler, tratándose de fincas destina- 
das a habitación, y de diez meses cuando tuvieren otros 
destinos. 


Dicho depósito deberá realizarse en el Banco Hipote- 
cario del Uruguay, dentro de los quince días de celebrado 
el contrato de arrendamiento, en obligaciones hipoteca- 
rias reajustables, las cuales se considerarán por su valor 
de cotización en la Bolsa de Comercio a la fecha de cons- 
titución del mismo. 


Art. 95, — Si no hubiese acción judicial iniciada por 
el arrendador o subarrendador, el arrendatario, subarren- 
datario o fiador, podrán sustituir la fianza personal por 
la garantía del alquiler en obligaciones hipotecarias rea- 
justables. 


El arrendador o subarrendador no podrán oponerse a 
la sustitución. En caso de negativa de éstos, el arrenda- 
tario, subarrendatario o fiador, podrán promover los pro- 
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cedimientos de oblación y consignación, debiendo efectuar- 
ze esta última en el Banco Hipotecario del Uruguay. 


Art, 96. — Las fianzas personales que se hubieren 
constituido para garantizar un contrato de arrendamien- 
to, se entenderán ratificadas, de pleno derecho, cada vez 
cue se incremente el precio del arriendo en función de 
lo dispuesto en la presente ley, por el monto del nuevo 
alquiler, y hasta la desocupación de la finca. 


Art. 97. -- En todos los arrendamientos en que se ha- 
ya constituido garantia personal, cuando el arrendatario 
adeude el alquiler correspondiente a dos meses vencidos, 
los arrendadores deberán notificar esta situación a los 
fiadores, La notificación se efectuará mediante telegrama 
eolacionado u otro medio auténtico, cuyo importe estará 
a cargo del arrendatario o fiador en su caso. A estos efec- 
tos, el fiador deberá dejar constancia en el contrato de 
su domicilio real. 


El arrendador no podrá accionar contra el fiador por 
cobro de arrendamientos mientras no acredite haber cum- 
plido dicha obligación, 


Si la notificación precitada se realizase después de los 
diez días de vencido el plazo establecido en el inciso pri- 
mero de este artículo, el arrendador no podrá reclamar al 
fiador intereses y reajustes. 


Los fiadores o codeudores de inquilinos malos paga- 
úores, podrán ejercer la acción de desalojo con el plazo 
y el procedimiento establecido en los artículos 129 y si- 
guientes, una vez que haya hecho efectivo el pago de lo 
adeudado al arrendador. 


Art. 98, — Para las garantías constituidas a través 
del Servicio de Garantia de Alquileres de la Contaduria 
General de la Nación, sin perjuicio de lo previsto por la 
Ley N? 9.624, de 15 de diciembre de 1936, se aplicarán las 
siguientes normas: 


A) En caso de renuncia o exoneración de un funciona- 
rio, o de cese en su calidad de tal de un jubilado o 
pensionista, el o los inquilinos deberán sustituir la ga- 
rantia de la Contaduría General de la Nación, por 
otra a satisfacción del propietario o administrador, O 
por el depósito de cinco (5) meses de arrendamiento 
en obligaciones hipotecarias reajustables. En este úl. 

_timo caso, vi el arrendador se opusiere, el inquilino 
podrá realizar, directamente, el depósito en el Banco 
Hipotecario del Uruguay, dentro de los noventa dias 
de habérsele notificado por la oficina, en forma per- 
sonal, o por cedulón. El inquilino deberá probar ante 
la misma que ha depositado la garantía de alquile- 
res, O que le ha sido aceptada otra fianza. Si así no 
lo hic'cre, la Contaduria General de la Nación podrá 
iniciar acción de desalojo, El juez otorgará un plazo 
de treinta (30) días al demandado para que desocupe 
la finca, vencido el cual, si no se hubieren opuesto 
excepciones, se procederá al lanzamiento a solicitud 
de dicha Contaduría. 


Si la finca estuviera desocupada y las llaves no fue- 
ran entregadas a la Contaduría General de la Nación, 
ésta podrá solicitar la entrega judicial, la que se otor- 
gará sin más trámite. 
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B) La sentencia de primera instancia que haga lugar al 
cGesalo;o mo admitirá recurso alguno. De la acción de 
desalojo entablada, se notificará al propietario o ad- 
ministrador. 


C) En todos los casos en que transitoriamente no pueda 
descontarse la totalidad de los alquileres contratados, 
el saldo no retenido deberá ser abonado en el Servi. 
cio de Garantía de Alquileres de la Contaduría Ge- 
nera] de la Nación, en forma mensual y dentro de 
los diez primeros dias de cada mes vencido. La falta 
de pago determinará que la oficina pueda solicitar el 
dezalcjo. 


D) En los casos de fallecimiento del funcionario o jubi- 
lado que no dejaren causahabientes con derecho a pen: 
sión, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en cl 
precedente literal A). 


Si existieran causahabientes con derecho pensiona. 
rio, podrán abonarse los alquileres en la forma espe- 
cificada en el literal C), con las consecuencias allí pre- 
vistas. Una vez decretada la pensión, se descontará 
de la misma el importe del alquiler. Si no existiera 
derecho pensionario se procederá de acuerdo con lo 
establecido en el literal A). 


Xx) En los casos de divorcio, separación de hecho de cón- 
yuges o concubinos, cuando continúe habitando la fin- 
ca, motivo dei arriendo, el cónyuge o concubino, en la 
situación del artículo 13 que no suscribió el contrato, 
iendrá un plazo de seis meses para sustituir la ga- 
rantía por obligaciones hipotecarias reajustables o por 
otra a satisfacción del arrendador. Si se encuentra 
en condiciones legales podrá optar por ofrecer la ga- 
raníía de la Contaduria General de la Nación, que- 
dando en todos estos casos en calidad de inquilino. 
Vencido dicho término sin que se realice la sustitu- 
ción, se podrá promover el desalojo por parte de la 
Contaduría, siempre que medie solicitud escrita del fir- 
mante del contrato. El plazo de seis meses comenzará 
a contarse a partir del día siguiente a la notificación 
hecha por la olicima de que se debe sustituir la ga- 
rantía. En el caso de separación de hecho, esta Cir- 
ceunstancia deberá probarse por certificado expedido 
por el Juzgado de Arrendamiento, en donde conste la 
declaración de tres testigos hábiles que atestigúen, 
también, que la persona interesada permanece habi: 
tando la finca objeto del arrendamiento. El plazo de 
sels meses para sustituir la garantía, en tal caso, co- 
menzará a computarse a partir de la separación de 
hecho. En caso de separación provisional dispuesta ju- 
dicialmente, el plazo se computará a partir de la no. 
tificación del auto que la decreta; en Caso de divor- 
cio, desde la notificación de la sentencia respectiva. 


Comprobado, por el Servicio de Garantía de Alqui- 
leres de la Contaduría General de la Nación o por 
la Asociación Nacional de Afiliados (“ANDA”), en su 
caso, que la finca arrendada con su garantía está Ocu- 
pada por personas que no son los titulares del arrien- 
do ni por las indicadas en el presente literal, previa 
inspección ocular practicada judicialmente, podrá pro- 
moverse juicio de desalojo con plazo de treinta (30) 
días, sin necesidad de intimar la sustitución de ga- 
rantía. : 
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F) En todo caso, hasta tanto no se haya procedido al lan- 
zamiento, el inquilino podrá sustituir la garantía que- 
dando, en tal supuesto, clausurados de oficio los pro- 
cedimientos. La Contaduría General de la Nación crea- 
rá un fondo de reserva para atender los quebrantos 
ocasionados por este servicio, el cual se integrará con 
el 20% (veinte por ciento) de la recaudación Anual 
que se efectúe por concepto de comisión de alquileres. 


G) Los descuentos de alquileres, servicios complementa- 
rios y desperfectos garantizados, debidamente recono. 
cidos, que se efectúen en las liquidaciones mensua- 
les por el Servicio de Garantía de Alquileres a las 
distintas dependencias, tendrán prelación sobre cual- 
quier otro descuento con excepción de aquellos que 
se efectúen por mandato judicial. 


Art. 99. — Sin perjuicio de lo previsto en los articulos 
precedentes, el arrendatario de casa-habitación podrá, en 
cualquier momento, y sin necesidad de consentimiento del 
arrendador, sustituir la garantía constituida contractual- 
mente, por el mecanismo estatuido por las leyes NOs. 9.299, 
de 3 de marzo de 1934, y 9.980, de 13 de diciembre de 
1940 para la “Asociación Nacional de Afiliados” (“ANDA”). 
Este servicio de garantía de alquileres amparará a todos 
los afiliados del Bamco de Previsión Social que sean sus- 
eriptores de la mencionada asociación. 


Art. 100. — Amplianse los límites previstos por los 
artículos 32 de la Ley N? 9.624, de 15 de diciembre de 
1936 y concordante, y 1? de la Ley N? 9.299, de 3 de mar- 
zo de 1934, en las cantidades suficientes para absorber 
los aumentos que resulten de la aplicación de la presente 
ley. 


CAPITULO VII 
JURISDICCIÓN Y NORMAS PROCESALES 
Sección 1 — Justicia Especializada 


Articulo 101. -- Transfórmanse doce Juzgados de Paz 
Departamentales de la Capital cn Juzgados de Arreuda- 
miento de la Capital, los que tendrán competencia en 
todas las materias reguladas por esta ley, cualquiera sea 
su cuantía, en la zona del Departamento que fije la Su- 
prema Corte de Justicia dentro de los treinta días de pro- 
mulgada esta ley. 


En el Interior, esta competencia la tendrán los Juz- 
gados de Paz Departamentales (artículo 73 de la Ley nú- 
mero 15.750, de 24/6/85). 


Transfórmanse dos Juzgados Letrados de Primera Ins- 
tancia en lo Civil, en Juzgados Letrados de Segunda Ins- 
tancia de Arrendamiento, los que tendrán competencia co- 
mo órganos de alzada en todas las materias reguladas 
por esta ley en que sean competentes los Juzgados de 
Arrendamiento de la Capital. 


Art. 102, -- Créanse doce cargos de Asistentes de 
Arrendamiento en Montevideo y uno por cada Juzgado 
Departamental del Interior, que deberán ser abogados y 
actuarán en la órbita del Poder Judicial con igual grado, 
retribución e incompatibilidad de los Jueces de Paz De- 
partamentales, 


CAMARA DE SENADORES 


11 de Noviembre de 1957 


Ejercerán sus funciones dentro de la zona de jutis. 
dicción de cada Juzgado de Arrendamiento o de Paz De- 
partamental del Interior. 


Art, 103. — No podrá promoverse procedimiento al- 
guno de los regulados por esta ley y en general de todo 
aquel que tenga por presupuesto una relación arrendati- 
cia urbana o suburbana, sin cumplir previamente con un 
requisito de conciliación ante los órganos referidos en el 
artículo anterior. 


Dichos órganos tendrán la competencia de urgencia 
en las materias reguladas en esta ley pudiendo disponer, 
a petición de parte, las medidas cautelares que estimen 
indispensables para la protección de un derecho o para 
evitar un daño, siempre que exista un peligro inminente, 
para lo cual quedan facultados a realizar las inspecciones 
que estimen necesarias. 


Para el cumplimiento de sus cometidos, podrán re- 
querir el auxilio de la fuerza pública y solicitar al Juez 
de Arrendamiento competente, órdenes de allanamiento. 


Art. 104, — Todas las decisiones serán adoptadas en 
una única audiencia —que no admitirá prórrogas-— para 
la cual se citará a las partes por telegrama colacionado. 


La no comparecencia ante el Asistente de Arrenda. 
miento, además del efecto previsto en el inciso 19 de este 
artículo, constituirá presunción en contra del inasistente, 
la que será tenida en cuenta en el juicio posterior, sin 
perjuicio de la prueba que se aportare, además de incu- 
rrir en una multa de 10 UR. a favor de la Suprema Corte 
de Justicia, perseguible por la vía del artículo 211 del Có- 
digo de Procedimiento Civil. 


Art. 105. — La Suprema Corte de Justicia determi- 
maré, dentro de los treinta (30) días de la promulgación 
de esta ley, cuáles de los Juzgados de Paz Departamen. 
tales de la Capital y los Juzgados de Primera Instancia 
en lo Civil, serán los que se transforman por la presente 
ley. 


Dentro del mismo plazo, señalará las zonas del de- 
partamento de Montevideo en que ejercerán su compe- 
tencia los Jueces de Arrendamiento y los Asistentes de 
Arrendamiento. 


Sección H — Acción de desalojo y de rescisión de contrato 
Artículo 106, -— La acción de desalojo se acuerda: 


2) Al arrendador, subarrendador o titular de un derecho 
real de goce de los bienes inmuebles, 


b) Al promitente comprador con promesa inscripta con 
posterioridad a la inscripción en el Registro respec. 
tivo, de una promesa de enajenación de inmueble, el 
romitente vendedor no podrá solicitar el desalojo del 
bien prometido en venta, Tratándose de promitentes 
compradores de propiedad horizontal, sólo podrán pro- 
mover desalojo si justificaren que se ha realizado la 
efectiva incorporación del bien a dicho régimen. 


c) Fiadores y codeudores, en los casos previstos en esta 
ley, 
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d) Al acreedor anticrético. Esta acción sólo podrá ser 
ejercida cuamdo, por la mora del arrendatario pre- 
existente, se perjudique el derecho del acreedor anti- 
crético. El arrendatario podrá desinteresar al acreedor 
y quedará legalmente subrogado. 


e) Coarrendatarios de inquilinos que promovieren esctán- 
dales, en la situación regulada por esta ley. 


Art, 107. — La acción de desalojo procede contra: 
a) el arrendatario o subarrendatario; 


b) el ex dueño o condueño, de un inmueble enajenado, 
dividido o adjudicado; 


c) los comodatarios a cualquier título; 


d) los ocupantes de viviendas en función de una rela. 
ción laboral, con excepción del servicio doméstico; 


e) los guardadores y, en general, todo ocupante precario. 


Art.108. — Las personas a que se refieren los literales 
£), d) y e) del artículo precedente, no podrán oponer 
otras excepciones que las que acrediten su calidad de 
arrendatarios, subarrendatarios, titular de un derecho real 
o promitente comprador, todo debidamente instrumentado. 


Art. 109. — Los administradores de bienes inmuebles, 
por el solo hecho de serlo, obligarán a los propietarios O 
arrendadores de los bienes que administren en los actos 
y contratos que celebren los inquilinos u ocupantes. Aun- 
que no exista mandato expreso, se reputará que represen. 
tan a los dueños o locadores en todas las gestiones judi- 
ciales o administrativas que deduzcan en su calidad de 
tales a nombre de aquellos o que les sean promovidas en 
esa misma calidad. 


Constituirá prueba suficiente de la calidad de admi- 
nistrador, a los efectos preindicados, el documento público 
o privado en que se haya hecho entrega a quien invoque 
tal carácter, de la administración de la finca de Que se 
trate. 


En caso de impugnación, se presumirá que una per- 
sona tiene calidad de administrador de un bien, cuando 
haya expedido recibo de pago de alquiler, consumos, lm- 
puestos u otros comprobantes similares. 


La exhibición en juicio de recaudos de esa natura- 
leza, en númeto no inferior a cuatro, configurará plena 
prucba de la condición alegada, 


Cuando el administrador sea actor, será prueba bas. 
tante de su legitimación el certificado notarial gue lo 
acredite como tal. 


La situación del administrador se regulará, a todos 
los efectos, por las normas del mandato. 


Art. 110. — La comisión por administración a cargo 
del inquilino, generada por la suscripción del contrato de 
arrendamiento, no podrá exceder del 1% (uno por ciento) 
vobre el monto contractual de la locación, y podrá ser 
abonado hasta en seis (6) cuotas mensuales, consecutivas, 
conjuntamente con el alquiler. 
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Art. 111. -— Para promover cualquier procedimiento 
que tenga por iundamento una situación arrendativa, el 
arrendador deberá presentar el respectivo contrato ins. 
cripto; los restantes legitimados activos podrán acreditar 
la calidad invocada mediante certificado notarial. 


Art. 112, — Este juicio se iniciará con demanda es. 
crita, presentada la Cual se intimará el desalojo, indi- 
cándoze el plazo y se citará al demandado de excepciones 
para que oponga todas las que tuviere por escrito dentro 
del término de seis (6) días hábiles y perentorios, 


En todos los casos, se colocará una cédula en lugar 
visible del inmueble, intimando al demandado a que ma.- 
nifieste si en el bien desalojado existen subarrendatarios 
indicando, en su caso, nombres y domicilios. Si no diere 
los nombres y domicilios o éstos estuvieran fuera de la 
zona judicial del inmueble, el juicio seguirá su curso sin 
la notificación a éstos, siendo responsable el demandado 
para con los subarrendatarios de acuerdo a la actitud 
que adopte. 


Art. 113. — En los juicios de desalojo promovidos por 
el Servicio de Garantías de Alquileres de la Contaduria 
General de la Nación o la Ascciación Nacional de Afi. 
liados (“ANDA”), sólo podrán oponer excepciones los .ti- 
tulares de la relación arrendaticia o las personas Com- 
prendidas en el litora] E) del artícuio 98 de esta ley. 


Art. 114. — Si no se hubiere opuesto excepciones, el 
juicto quedará terminado sin otro trámite, computándose 
los plazos Gesde el día siguiente al de la intimación res- 
pectiva. 


Art. 115. — En caso de oponerse excepciones, se con- 
vocará a las partes a una audiencia, presidida por el Juez, 
bajo pena de nulidad, en la cual se contestarán las ex- 
cepciones, se recibirá la totalidad de las probanzas y las 
partes producirán sus alegatos. 


En la misma providencia el Juez ordenará se pongan 
los autos de manifiesto por el término perentorio de seis 
(6) días hábiles, contados a partir del día en que vence 
la nota. En ese plazo, las partes deberán ofrecer las pro- 
banzas que, por su naturaleza, no sean susceptibles de 
diligenciarse en la audiencia. Vencido el término del ma- 
nifiesto, la Oficina Actuaria señalará, sin más trámite, 
fecha para la audiencia prevista en el artículo anterior, 
la que se celebrará aunque no se hubieran diligenciado 
las pruebas ofrecidas previamente. 


La audiencia prevista precedentemente no podrá pro- 
rrogarse ni suspenderse por ninguna razón o motivo ati. 
nente a las partes. 


Art. 116. — La prueba testimonial no podrá realizarse 
con más de siete testigos por cada parte. 


Art. 117. — En este juicio, incluida la etapa de lan- 
zamiento, no podrá plantearse incidente de clase alguna 
y el Juez rechazará de plano cualquier petición tendiente 
a entorpecer o dilatar el trámite, y de sus resoluciones no 
habrá recurso alguno. 


Art. 118. — En el transcurso de la audiencia, el Juez 
podrá proponer medios conciliatorios y tendrá potestad de 
reexaminar a los testigos e interrogar a las partes. 
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Art, 119. — El Juez dictará el fallo en la propia au- 
diencia, cazo en el cual se prescindirá de las formalida- 
des establecidas en el artículo 466 del Código de Proce- 
dimiento Civil. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifique, el 
Juez podrá reservarse la facultad de dictar sentencia en 
el. plazo de diez (10) dias. Si lo considerare imprescindi- 
ble, podrá disponer por una sola vez medidas para mejor 
proveer, en cuyo caso se prorrogará dicho término hasta 
un total de treinta (30) días. 


Art. 120. -—- El recurso de apelación contra la sen- 
tencia de primera instancia, se interpondrá dentro del 
término perentorio de cinco (5) días en escrito fundado 
en el que se expresarán agravios. 


De la expresión de agravios se correrá traslado a la 
contraparte, con término perentorio de cinco (5) dias. 


Contra las demás providercias que se dicten durante 
el] juicio, no se admitirá recurso alguno. 


Las sentencias que hagan lugar a demandas de de- 
salojo contra arrendatarios malos pagadores, y ocupantes 
a que se refieren los literales c), d) y e) del artículo 107, 
nc admitirán recurso alguno. 


Art. 121. — Recibidos los autos por el Superior, se ci- 
tará para sentencia, la que se dictará dentro del término 
de veinte (20) dias. 


Podrá disponer medidas para mejor proveer, por una 
sola vez y siempre que lo estime imprescindible, en cuyo 
caso el plazo se prorrogará hasta un total de cuarenta 
(40) días. 


Art. 122. — Los plazos por los cuales se intimará el 
desalojo, serán, en cada caso, los siguientes: 


a) para los arrendatarios y subarrendatarios buenos pa- 
gadores, un año; 


b) para arrendatarios y subarrendatarios malos pagado- 
res, o escandalosos, veinte (20) días; 


El 


para arrendatarios de fincas alquiladas por tempora. 
da, quince (15) días; 


d) en todos los demás casos, treinta (30) dias. 


Art, 123, -— Pasados los plazos para el desalojo, se pro- 
cederá, a petición de parte, a lanzar al ocupante a su 
costo, teniendo el Juez la facultad, en caso de enferme- 
dad o fuerza mayor justificadas, para aplazar por una 
sala vez el lanzamiento hasta por noventa (90) días. 


En los casos previstos en el literal b) del artículo an- 
terior, dicha prórroga no podrá exceder de treinta (30) 
días. 


Los lanzamientos que se decreten en los juicios de 
desalojo, no podrán hacerse efectivos hasta transcurridos 
quince días hábiles a contar del siguiente a la notifica- 
ción del demandado, y el decreto de lanzamientos no po- 
drá ser objeto de recurso alguno. 
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Art. 124. — En todo juicio de desalojo, y hasta la en. 
trega de] bien desaloado, cualquiera de las partes podrá 
solicitar la realización de una inspección judicial o inven. 
tario del bien, al solo efecto de comprobar el estado de 
conservación del mismo, de las mejoras en él efectuadas 
y los despertectos existentes, o comprobar si el uso que 
se hace de la Cosa arrendada cumple con los fines del 
contrato. 


Art. 125. — En ]os juicios de desalojo, cualquiera fue- 
va la causal invocada, cuando el arrendatario hubiere de- 
socupado Ja finca, el Juez podrá acordar al arrendador 
la tenencia dei inmueble a título de medida cautelar, bajo 
caución. 


Deberá dejarse constancia del estado de conservación 
del bien, se practirá el inventario correspondiente y se 
designará depositario en caso de existir bienes muebles. 


Art. 126. -— Si no se hubiere opuesto excepciones, u 
opuestas, hubiese recaído sentencia ejecutoriada favorable 
al locador, si el inquilino desocupare la finca, el Juez la 
entregará a aquél sin otro trámite. 


Art. 127, — Los juicios por rescisión de contrato de 
arrendamiento, se sustanciarán por el procedimiento re- 
gulado en esta Sección, aún cuando se reclame indemni- 
zación de daños y perjuicios. 


Art. 128, — Toda contienda que se suscite con motivo 
de la aplicación de la presente ley, cuando no se hubiese 
previsto el procedimiento, se tramitará por la vía procesal 
prevista en la presente Sección. 


Sección IM — Procedimientos contra el arrendatario 
mal pagador 


Articulo 129. — Considérase incurso en mora al arren- 
datario que no pague el alquiler dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes a la intimación, la que no podrá 
ser hecha sino diez dias después de aquélla en que el pa- 
go debió efectuarse. 


La intimación se solicitará por escrito, directamente 
al Alguacil. 


Practicada esa diligencia, no se requerirán nuevas in- 
timaciones para los alquileres, y demás prestaciones a 
cargo del inquilino, que se devenguen hasta el pago efec- 
tivo o el lanzamiento, en su Caso. 


Art, 130. — Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
anterior, la cmisión contumaz en el pago puntual de los 
arrendamientos, servicios accesorios, gastos comunes, con- 
sumos e impuestos a cargo del arrendatario, será causal 
de rescisión del contrato de arrendamiento. 


Art. 131. —- Los tributos y costos de la primera inti. 
mación serán de cargo del actor; los ulteriores serán a 
cargo del intimado, haya o no caído en mora. Si hubiera 
contienda, regirá, en lo pertinente, el artículo 688 del Có- 
digo Civil. 


No sera necesaria la oblación de los alquileres cuando 
se consigne a consecuencia de una intimación de pago 
y, en este caso, la comisión del depósito será a cargo del 
arrendatario. Los depósitos se realizarán en el Banco Hi- 
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potecario del Uruguay, rigiendo al efecto el sistema del 
Decreto-ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1976. 


Cuando los tributos y costos de la intimación corres- 
pondan al arrendatario, éste deberá hacer efectivo, como 
pago de los mismos, el 20% (veinte por ciento) de la suma 
intimada, actualizada de conformidad con las reglas del 
Decreto.ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1976. 


Art. 132, — Vencido el plazo de la intimación, sin 
haberse verificado el pago, se procederá de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 112 y siguientes. 


El arrendatario mal pagador, sólo podrá oponer, co- 
mo excepciones, la del pago que se acredite por escrito, 
la de incompetencia, de falta de legitimación o persone- 
ría, falsedad del contrato o incumplimiento de lo dispues- 
to por el artículo 53, 


Art. 133. -— El actor podrá acumular a la acción de 
desalojo, la ejecución por cobro de arrendamientos y Sus 
accesorios legales. 


Si la acción ejecutiva se promoviera con posteriori. 
dad a la de desalojo, se dispondrá la formación de pieza 
separada, con testimonio de las actuaciones que corres- 
ponda. 


Formada la pieza mencionada, se procederá de confor- 
midad con lo dispuesto por el artículo 53 de la Ley nú- 
mero 13.355, de 17 de agosto de 1965. Todo ello, sin per- 
juicio de las medidas cautelares que pudiere disponerse 
de acuerdo con lo establecido por el artículo 62 de la ci- 
tada ley. 


Art. 134. — Los juicios de desalojo contra malos pa- 
gadores quedarán clausurados, si dentro del plazo para 
oponer excepciones, el inquilino consignare la suma adeu- 
dada, actualizada de conformidad con el Decreto-Ley nú- 
mero 14.500, más el 40% (cuarenta por ciento) de esa 
suma como pago de sus intereses legales, tributos y costos. 


El arrendatario o subarrendatario se beneficiarán una 
sola vez con la clausura del respectivo juicio. 


Art. 135. — Procede la reforma de los plazos seña- 
lados en la intimación de desalojo, si el arrendatario mo- 
roso, dentro del término acordado, consignare el importe 
de los arrendamientos y accesorios legales devengados, de- 
bidamente actualizados, con más el 20% (veinte por 
ciento) de los mismos por concepto de única indemniza- 
ción al actor por intereses, tributos y costos. 


Con citación del actor, el Juzgado ampliará el plazo 
hasta completar el que corresponda al buen pagador, com- 
putado desde que comenzó a correr de acuerdo con la in- 
timación primitiva. 


Si obtenida la reforma del plazo por el arrendatario 
moroso, dejare de pagar alquileres posteriores, constituido 
en mora, caducará la extensión del plazo acordada, pu- 
diendo el actor solicitar el lanzamiento a partir del ve: 
cimiento del término de la intimación primitiva. 


La reforma del plazo se decretará por una sola vez 
en cada caso. 
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Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación 
cuando el bien pertenezca a un pequeño propietario. 


Sección IV — Acciones de rebaja y aumento de alquiler 


Artículo 136. — Los arrendatarios y subarrendatarios 
de inmuebles con destino a casa-habitación, podrán ejer- 
cer la acción de rebaja del alquiler, que se regula en la 
presente sección. 


Art. 137. -— Esta acción podrá promoverse cuando 
se den las circunstancias establecidas en el artículo 8% 
dentro de los sesenta (60) dias posteriores a la publicá- 
ción del respectivo índice de ajuste del alquiler a que se 
refiere el artículo 79. El plazo se computará por días co 
rridos, a partir del día siguiente a dicha publicación. 


Art. 138. — Presentada la demanda, el Juez decreta- 
rá la suspensión del aumento, en cuanto exceda del mar- 
gen legal, y convocará a las partes a una audiencia en 
la cual se contestará la demanda, se producirá la prueba 
y efectuarán las partes sus alegatos. 


Regirán, para este juicio, las normas de los artícu- 
los 112 a 121. 


No serán aplicables para estas acciones las limitacio- 
nes probatorias del artículo 47 del Código Tributario. 


Art. 139. — Si el fallo acoge la demanda de rebaja, 
esta regirá desde la fecha de su promoción. Si se recha- 
za, el precio regirá desde la fecha de vigencia del nuevo 
alquiler, fijado de acuerdo a la presente ley. 


Art. 140. — El Juez tendrá facultad para apreciar 
elementos de juicio que demuestren que los ingresos men- 
suales declarados por el núcleo habitacional son manifies- 
tamente inferiores a los que requieren los consumos eféec- 
tuados mensualmente por el mismo. 


Art. 141. — Los empleadores privados, sean personas 
físicas o jurídicas, están obligados a suministrar a sus 
dependientes y a los profesionales y técnicos cuyos servi- 
cios utilicen a cualquier título, constancia escrita de sus 
ingresos. Ante el incumplimiento de esta obligación, las 
partes podrán pedir al Juez que ordene su cumplimiento 
y éste deberá decretarlo sin más trámite, bajo apercibi- 
miento de incurrir en el delito de desacato. 


Art. 142, — Cuando el Juez comprobare declaracio- 
nes juradas falsas de cualquiera de los integrantes del 
núcleo habitacional, el arrendatario o subarrendatario que- 
dará excluido de los beneficios de esta ley y, a solicitud 
del actor, el Juez declarará rescindido el contrato de arren- 
damiento y dispondrá el lanzamiento inmediato, con tri- 
butos y costos a cargo del declarante falso. 


Art. 143, — Esta acción se podrá promover una sola 
vez durante el plazo contractual. 


Art. 144, — El arrendador o subarrendador podrá de- 
ducir acción tendiente a que se modifique el alquiler te- 
sultante de la aplicación del procedimiento establecido en 
los artículos precedentes, cuando haya cambiado la situa- 
ción económica del núcleo habitacional. 
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Art. 145. — Para esta acción regirá el mismo proce- 
dimiento previsto para la rebaja de alquiler, excepto en 
cuanto a la resolución anticipada respecto al monto del 
arriendo. 


La modificación del arriendo, cuando correspondiere, 
regirá desde la fecha de la demanda. 


El Juez, cn la sentencia, determinará si las diferen- 
cias de los alquileres vencidos, deberán abonarse al con- 
tado o hasta en cinco cuotas iguales y consecutivas. Si 
se tratare de finca cuyo titular sea un pequeño propie 
tario, las diferencias se pagarán, siempre, al contado. 


Sección V — Oblación y Consignación 


Artículo 146. — Cuando el alquiler no fuere recibido 
por el arrendador, cualquiera sea la causa, podrá el inqui- 
lino ocurrir a los procedimientos de oblación y consigna- 
ción a que se refieren los artículos 1481 y siguientes del 
Código Civil. 


Cuando el arrendatario oblare el alquiler y este no 
fuera aceptado, podrá aquél, en lo sucesivo, consignarlo, 
sin más trámite, y esa consignación surtirá efecto de pago 
desde la fecha de la misma, siempre que se presentara en 
el Juzgado dentro de los dos (2) dias hábiles de efectua- 
da, el comprobante respectivo. 


Art. 147. — Cuando el arrendatario o subarrendatario 
desconociera el nombre y dirección de la persona a quien 
debe oblar el alquiler, la citación podrá efectuarse en la 
persona a quien hubiera hecho efectivo el último pago 
y €n el domicilio en que el mismo se hubiera efectuado. 


Art. 148. — En los casos regulados precedentemente, 
no se devengarán tributos judiciales y la comisión de de- 
pósito será de cargo del arrendador. 


Art, 149. — No scrá necesaria la oblación de los al- 
quileres cuando se consigne a consecuencia de una inti- 
mación de pago, y en este caso la comisión de depósito 
será de cargo del arrendatario. 


Art. 150. — Las consignaciones que se realicen de 
acuerdo a las normas de la presente ley, se verificarán 
en el Banco Hipotecario del Uruguay. 


Art. 151. — En los procedimientos regulados por esta 
Sección, no será necesario cumplir con el requisito de con- 
ciliación ante el Asistente de Arrendamiento. 


Sección VI — Procedimiento de permanencia 
en la vivienda compartida 


Artículo 152. — En todos los casos de vivienda com- 
partida, en que se suscitare conflicto respecto a la co- 
mún permanencia en la finca, se seguirá el siguiente pro- 
cedimiento: el interesado solicitará verbalmente la fija- 
ción de audiencia ante el Juzgado competente. En dicha 
audiencia, se oirán las exposiciones de las partes, se di- 
ligenciará la prueba y se producirán los alegatos. La sen- 
tencia, que se dictará en la misma forma prevista para el 
juicio de desalojo, determinará el plazo en el cual el per- 
didoso deberá abandonar la finca. 
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La sentencia se ejecutará procediéndose al desapo- 
deramiento. 


CAPITULO IX 


DE LAS INFRACCIONES Y LAS PENALIDADES 


Articulo 153. — El arrendador que compeliere o in: 
dujere a su arrendatario a pagar de cualquier manera una 
suma distinta del precio mismo del arriendo como -condi- 
ción para que pueda firmarse el respectivo contrato o 
durante su vigencia, o que impusiere cualquier obligación 
adicional ajena a las insertas en el contrato, será casti- 
gado con seis (6) a veinticuatro (24) meses de prisión. 


La sanción penal será sin perjuicio de imputar el im- 
porte de lo indebidamente percibido al pago de alquileres. 


Art. 154. — En la misma pena, incurrirá el arrenda: 
tario que compeliere o indujere a su arrendador a pagar 
de cualquier manera una suma de dinero no debida, co- 
mo condición para entregar la finca objeto del arriendo 
o pretendiere obtener compensaciones materiales como 
precio de cesiones dei arrendamiento no permitidas por 
la ley o el contrato. 


Art. 155. — El arrendador, subarrendador o sus re- 
presentantes que cobren al arrendatario o subarrendatario 
indebidamente gastos judiciales, energía eléctrica, agua, 
impuestos o cualquier otro rubro por sumas mayores a 
las que resulten de las respectivas cuentas, estarán obli- 
gados, solidariamente, a pagar a los perjudicados una mul- 
ta equivalente a diez (10) veces lo pagado. Se seguirá 
para ei cobro el procedimiento previsto en el artículo 211 
del Código de Procedimiento Civil 


Art. 156. — El que promoviere una acción de desa- 
lojo, ocultando la existencia de una relación arrendataria, 
será castigado con la pena prevista en el artículo 347 del 
Código Penal. 


Art. 157. — Sustitúyese el numeral 1% del artículo 
354 del Código Penal por el siguiente: 


“10) El que mediante violencia, amenaza, engaño, 
abuso de confianza o clandestinidad y con fines de apode- 
ramiento o de ilícito aprovechamiento, ocupare parcial o 
totalmente un inmueble ajeno”. 


Art. 158. — En los casos previstos en los dos artícu- 
los precedentes, los jueces tendrán libertad para apreciar 
la prueba con arreglo a la libre convicción que se formen 
al respecto, fundamentando expresamente las razones que 
tengan para ello. 


Art. 159, — El arrendador o subarrendador que su- 
primiere o redujere servicios accesorios a la locación, será 
penado con una multa equivalente de tres (3) a diez 
(10) meses de alquiler. 


Art. 160. — El arrendador o subarrendador que omi- 
tiere inscribir el contrato en el Registro de Arrendamien- 
tos y Anticresis, en el plazo previsto en esta ley, no po- 
drá exigir el pago de alquileres por el tiempo que el con- 
trato permanezca sin ser inscripto. 
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Art. 161. — El que formware una declaración jura- 
da falsa de sus ingresos o del núcleo habitacional que in- 
tegra, en ocasión de una acción de rebaja o de aumento 
de alquiler, será castigado con la pena de seis (6) a vein- 
ticuatro (24) meses de prisión. 


Art. 162. — El que expidiere una constancia, a los 
efectos previstos en el artículo precedente, cuyos datos 
fueran falsos, en todo o en parte, incurrirá en el delito 
previsto en el artículo 242 del Código Penal. 


Art. 163, — En caso de incumplimiento por el arren 
dador a lo establecido por los articulos 63, 64, 65 y 69, 
€l propietario incurrirá en una multa, a favor del inqui- 
lino, equivalente al importe de diez (10) a cuarenta y 
ocho (48) meses el alquiler de la finca. Esta multa es 
independiente de los daños y perjuicios que pudieren co- 
rresponder. 


También se considera incumplimiento «el desistimien- 
to injustificado, por parte del arrendador, de la acción 
iniciada al amparo de las excepciones establecidas en el 
anterior inciso, cuando este desistimiento sea posterioz a 
la sentencia dictada. 


En caso de enajenación del inmueble, y habiéndose 
efectuado la inscripción a que se refiere el artículo si 
guiente, el adquirente será solidariamente responsable con 
quien promovió el juicio, de las infracciones a la presente 
ley. 


La acción prescribirá a los cinco (5) años de haber 
quedado configurada la infracción. 


En todos los casos se seguirá el procedimiento indica- 
do en los artículos 112 y siguientes. 


Si se hubiese arreadado nuevamente la finca, y el 
precio del alquiler fuese superior al que regía con el in- 
quilino demandante, la multa se calculará en base al pre- 
cio del nuevo arrendamiento. En los demás casos, las 
multas se regularán en base al último alquiler abonado. 


La acción corresponderá al inquilino ex ocupante de 
la finca o sus sucesores. 


Art. 164. — En la Sección “Desalojos” del Registro 
General de Arrendamientos y Anticresis, se inscribirán 
las demandas promovidas de conformidad con lo dispues- 
to en los artículos 63 y 65, con las constancias de las cau- 
sales respectivas y los elementos exigidos en el literal A) 
del artículo 51 de la Ley N2 10.793, de 25 de setiembre 
de 1946, en lo que fueren aplicables. Este trámite no de- 
vengará tributos ni derechos de inscripción. 


El Juez, al decretar el desalojo, ordenará la remisión 
de la comunicación correspondiente, para su inscripción en 
el Registro precitado, lo que se hará mediante fotocopia, 
que se entregará en el mismo; el Registro pondrá la cons- 
tancia en el original, que se devolverá al Juzgado. 


No se dará trámite a ninguna petición de la parte 
actora, hasta que se produzca esta agregación. 


En caso de entrega voluntaria de la finca, cl deman- 
dado deberá comunicar al Juzgado la fecha de la misma. 
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Si no lo hiciere, el arrendador podrá pedir la compro- 
bación judicial de ese extremo y en tal situación se ten- 
¿rá la fecha de la diligencia, como la de desocupación a 
los efectos de este artículo y de lo que dispone el artícu- 
lo 69 de esta ley. 


El Juzgado comunicará de oficio al Registro la fecha 
del lanzamiento de la desocupación del bien, 


CAPITULO X 
DISPOSICIONES DE CARACTER GENERAL 


Artículo 165. — A partir de la entrada en vigencia 
de esta ley, quedan derogadas la Ley N? 8.153, de 16 de 
diciembre de 1927, y todas las leyes y decretos leyes pro- 
muigados con posterioridad a la vigencia de ésta, en cuan- 
to regulan el contrato de arrendamiento y desalojos de 
fincas urbanas y suburbanas, sin perjuicio de lo dispuesto 
por el artículo 174 de esta ley. 


¡DDecláranse inaplicables a las fincas mencionadas, las 
disposiciones contenidas en el Capítulo 1, del Título IV, 
de la segunda parte del Libro 1V del Código Civil (Del 
arrendamiento de cosas) y el Título XVIN de la segunda 
parte del Código de Procedimiento Civil (Del juicio de 
desahucio o desazojo), y artículo 52 de la Ley N9 10.793, 
de 25 de setiembre de 1946. 


Art. 166. — Créase el Registro de la Propiedad In- 
mueble Urbana y Suburbana, el cual estará a cargo de 
la Dirección General del Catastro Nacional y Administra- 
ción de Inmuebles del Estado. 


Dicho Registro se formará de oficio, y a tales efectos 
ia citada Dirección podrá recabar, directamente, toda la 
información que considere necesaria, de la Dirección Ge 
neral Impositiva, de las oficinas dependientes del Poder 
Judicial —a través de la Suprema Corte de Justicia— 
de los Gobiernos Departamentales y de las demás oficinas 
públicas pertinentes. 


Los propietarios de inmuebies urbanos y suburbanos 
no podrán, sin exhibir «*i certificado de inscripción en e. 
Registro gue aquí se «rea, realizar ninguna gestión ad 
ministrativa o promover acción judicial contenciosa, re- 
íerente a dichos inmuebles. 


Art, 167. — Créase un adicional nacional al Impues 
to de Contribución Inmobiliaria, el cual gravará las fin 
cas urbanas y suburbanas, naturalmente destinadas 2 
casa-habitación, que se encuentren desocupadas, por má: 
de tres meses consecutivos, 


ÓN 


A estos efectos entiéndese por finca desocupada la que 
no se halle habitada, en forma permanente, por un nú- 
cleo familiar, 


El impuesto adicional será de un 50 % (cincuenta poz 
ciento) de la Contribución Inmobiliaria Anual respectiv. 
para todas las fincas a que se refiere el inciso anterior, 
con excepción de las indicadas en el literal A) del artícu 
lo 46 de esta ley, para las cuales el adicional será de: 
10 % (diez por ciento). 


El tributo se recaudará por la Dirección General Im 
positiva. 
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Todos los propietarios de fincas urbanas y suburba- 
nas, formularán una declaración jurada anual, ante ¿a 
Dirección General Impositiva, con los requisitos que pre- 
vea la reglamentación respectiva, en la que se estable- 
cerá si la finca se halla o no gravada por este impuesto. 


Los Asistentes de Arrendamiento deberán denunciar, 
ante la Dirección General Impositiva, los casos de fincas 
que debieran destinarse a casa-habitación y los casos de 
fincas que se encuentren desocupadas en sus respectivas 
circunscripciones. A estos efectos recibirán las denuncias 
que se les formulen y practicarán las averiguaciones que 
consideren pertinentes. 


Art. 168. -— El condómino de finca urbana o subur- 
bana, cualquiera fuera su destino, que ocupe la misma 
en forma gratuita, deberá pagar, si lo solicitasen sus co- 
propietarios, mensualmente, como compensación, una suma 
equivalente a la que resulte de la aplicación del artículo 
53, deducida la parte proporciona] que le corresponda en 
la copropiedad. 


Si la solicitud no fuera formulada por la totalidad 
de los restantes condóminos, la compensación se limitará 
a la proporción que le corresponda a los solicitantes. 


CAPITULO XI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Articulo 169. — Las normas establecidas en los ar- 
tículos 53 y 58, serán aplicables a los contratos celebra- 
dos con anterioridad a esta ley, computándose los plazos 
desde la fecha de vigencia del contrato respectivo. 


Art. 170. — Los arrendatarios de fincas que por esta 
ley se califican de interés social, podrán obtener la clau- 
sura de los juicios de desalojo que se les hubiesen promo- 
vido por vencimiento del plazo contractual, siempre que 
acrediten, dentro del término de noveuta (90) días a con- 
tar de la promulgación de la presente ley, que las vivien- 
das que arriendan están comprendidas en las disposiciones 
del artículo 52. 


Art. 171. — Los juicios que se hallen en trámite a 
la entrada en vigencia de esta ley, continuarán rigién- 
dose, por las normas, incluso las procesales, que regian 
con anterioridad a la misma, con excepción de lo precep- 
tuado en el artículo precedente y lo dispuesto en los ar- 
tículos 48, 49 y 50. 


Art, 172, — Suspéndense por €l término de tres (3) 
años a contar de la promulgación de la presente ley, los 
lanzamientos de los ocupantes, a cualquier título, de los 
asentamientos colectivos marginales (““cantegriles”). 


La suspensión de los lanzamientos de personas ins 
criptas en el Registro de Aspirantes a Viviendas de Emer- 
gencia (“RAVE”), regirá en la forma y términos esta- 
blecidos en las normas vigentes hasta el presente, sin per- 
juicio de lo dispuesto en el artículo 170. 


No podrán hacerse efectivos los lanzamientos contra 
los arrendatarios o subarrendatarios, buenos pagadores, 
comprendidos en el artículo 85 del Decreto-Ley número 
14.219, de 4 de julio de 1974. 
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Art. 173. — Las situaciones garantizadas por el ar- 
ticulo 22 del Decreto-Ley N9 14.219, de 4 de julio de 
1574, mantendrán su vigencia hasta el 14 de julio de 1994. 


Art. 174. — El sistema previsto en el artículo 16 de 
la Ley N9 15.799, de 30 de diciembre de 1985, continua- 
rá aplicándose hasta que se complete el 100 % (cien por 
ciento) del índice de reajuste que correspondiera para 'el 
año 1987. 


Art. 175. — Los contratos de arrendamiento de fin- 
cas urbanas y suburbanas, celebrados con anterioridad a 
la vigencia de esta ley, cuando consten por escrito, de- 
berán ser inscriptos por los arrendadores dentro del plazo 
de noventa (90) días de su promulgación. 


El incumplimiento de esta obligación, aparejará las 
consecuencias previstas en los artículos 111 y 160 de la 
presente ley. 


Si no hubiere contrato escrito, los arrendadores, den- 
tro del mismo plazo señalado en cste artículo, comunita- 
rán por escrito al Asistente de Arrendamiento que corres 
ponda, las siguientes circunstancias: 


2) individualización del bien arrendado; 


b) nombres completos de los contratantes y sus domici- 
lios; 


c) fecha de vigencia del contrato; 
d) destino del arriendo; 
e) plazo contractual; 


Í) precio actual y fecha desde que el mismo está en Yi- 
gencia. 


El Asistente notificará al arrendatario, dentro del tér- 
mino de treinta (30) días, acordándole un plazo de trein- 
ta (30) dias para que exprese su conformidad o disconfor- 
midad. 


En caso de disconformidad expresada en término há- 
lencio, vencido el término acordado, el Asistente extenderá 
un certificado, con las constancias precitadas, el cual Po- 
drá ser inscripto. 


En caso de disconformidad expresada en término há. 
bil, el arrendador podrá promover acción ante el Juez de 
Arrendamiento competente, para que se determine los tér- 
minos del contrato, referidos precedentemente, necesarios 
para su inscripción. 


Para promover esta acción, no se requerirá concilia- 
ción previa, bastando la constancia que extienda el Asis- 
tente, de la presentación y la disconformidad. Contra la 
sentencia de primera instancia no habrá recurso alguno, 
y la misma se inscribirá en el Registro correspondiente. 


Durante el trámite de esta acción, el arrendatario de- 
berá abonar el alquiler que resulte del último recibo otor- 
gado y el reajuste que pudiera corresponder. 


Art. 176, -— Comuníquese, etc. 


Hugo Batalla, Carlos Cassina, Enrique Martínez 
Moreno. Senadores. ñ 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


Pocas afirmaciones, de las que se estila mentar por es- 
tas latitudes, resultan tan acertadas como las que expone 
que el problema de la vivienda, en último análisis, sólo 
se soluciona con viviendas. 


A tales conclusiones, sin duda, deben haber arribado 
también los legisladores de la primera mitad de este siglo. 
No obstante ello, y desde la promulgación de la Ley nú- 
mero 8.153, de 16 de diciembre de 1927, casi que sin solu- 
ción de continuidad, se ha venido sucediendo un cúmulo 
récord de normas legislativas reguladoras de los arrenda- 
mientos y desalojos, 


A título de simple inventario, digamos que 81 recor- 
damos como dictadas hasta el presente. 


Este reiterado proceso ha tenido un único mérito: el 
tema de los arrendamientos, los alquileres, los desalojos, 
los lanzamientos, ha llegado a constituirse en un verda- 
dero fárrago, Unas veces sí y otras también, las solucio- 
nes transitorias, provisionales, coyunturales, de emergen- 
cia, han sido el camino preferido. Incluso hoy, varias son 
las fuentes de las que se nutre la materia arrendaticia; 
muchas dudosas en cuanto a su vigencia; otras superpues- 
tas; en definitiva, un conjunto de disposiciones inorgámi- 
cas. Es así, que en lo fundamental —Código Civil al mar- 
gen-- podríamos decir, en una generalización no exenta 
de riesgos, que la materia arrendaticia urbana se halla re- 
gulada por el Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, 
con algunos remozamientos, puestas a punto, actualiza- 
ciones, soluciones de emergencia a problemas del momento, 
realizados por la Ley N? 15.799, de 30 de diciembre de 1983. 
No ignoramos —por eso decimos en lo fundamental— la 
co-vigencia de varios otros decretos-leyes emitidos durante 
e gobierno de facto. 


Poner fin a esta verdadera anarquía, constituye uno de 
nuestros primeros desvelos. No nos resignamos a continuar 
von el socorrido expediente de las leyes de ocasión, tan 
efimeras como inoperantes; porque, en definitiva, los gran. 
des problemas que se pretende solucionar, prosiguen siem- 
pre incólumes. 


En procura de este objetivo ordenador, hemos optado 
por el curso de acción que nos pareció ineludible a esta 
altura: reunir en un solo cuerpo orgánico, bajo el imperio 
de una sistemática jurídica aceptable, los saldos y retazos 
de la dispersa legislación vigente en la materia. Pero no 
para acercar un compendio normativo de uso práctico pa- 
ra iniciados, sino para intentar —al menos intentar— apor- 
tar fórmulas que, sin la pretensión de ser definitivas, ten- 
gan cierta chance de permanencia. 


Esta constituye una primera entrega de un conjunto 
de instrumentos que estamos elaborando y que han de 
completar un verdadero paquete legislativo sobre el tema: 
esta iniciativa sobre arrendamientos y desalojos, habrá de 
completarse con otras indispensables propuestas para re- 
gular el mercado de construcción de viviendas, la imple- 
mentación de un Banco Cooperativo, la posible institucio- 
nalización de un Ministerio de la Vivienda. 


Somos conscientes que, en las actuales circunstancias, 
estamos irrumpiendo en un mercado inmobiliario que se 
encuentra severamente distorsionado. Baste, para ello, con 
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compulsar las escasas fincas disponibles para arrendar en 
el sector vivienda, y los alquileres fuera de toda mesura, 
lo que constituye la constante del momento. Enfrentados 
a esa realidad y valorando adecuadamente la experiencia 
que nos brinda la legislación ensayada hasta el presente, 
optamos por soluciones de equilibrio: preferimos una ley 
orgánica, como dijimos, que no sea “pro” nada; antes bien, 
profundamente justa. No nos parece buena elección esco. 
ger el camino de la explotación del arrendatario ni la 
expropiación, sin justa compensación, del propietario, Esa 
línea conceptual nos ha llevado, entre otras vías proyec- 
tadas con carácter general, a pergeñar mecanismos de pro- 
tección al inquilino de modestos recursos (echando mano 
al sitema de vivienda de interes social) y al arrendatario 
insclvente, tratando de evitar su marginamiento a través 
de procedimientos que faciliten el pago del arriendo. Pro- 
tección que, por supuesto, se hace extensivo al pequeño pro 
pietario, el cual, baio circunstancia alguna, dejará de per- 
cibir el arriendo por infortunios económicos de su inqui. 
lino. 


X Con la extensión de los plazos contractuales, en las 
viviendas de interés social, se procura el afincamiento del 
arrendatario en la zona, previendo, concomitantemente, 
métodos que posibiliten la compra de su vivienda por el 
inquilino, principio que estimamos como de prioritario in- 
terés social. 


Se complementa esta tendencia, con la decisión, asu- 
mida en el texto, de defensa del marginado, a través de 
una mejor regulación de las habitaciones colectivas. 


Respecto al marginado, se asume su defensa legal a 
través de una mejor regulación de la vivienda colectiva, 
la que lamentablemente es imposible erradicar por medio 
de esta ley. 


En el texto que proponemos se ha implementado un 
sistema de atención a la familia natural que, en orden 2 
las situaciones locativas, se postula proteger como a la 
familia legitima. Realidad esta que se perfila ya con ni. 
tidos caracteres en la legislación vernácula, como bien pue- 
de observarse en las recientes reformas al Código Civil 
sancionadas por este Parlamento. 


Aunque vinculado a los aspectos adjetivos, subyace, en 
toda esta problemática, la imperiosa necesidad de mora- 
lizar el contrato de arrendamiento y las siempre conflic= - 
tivas relaciones entre caseros e inquilinos. En este orden, 
resulta oportuno poner de manifiesto que hemos diseñado 
todo un andamiaje judicial de vanguardia, principiando 
por instituir una justicia especializada en la materia, en- 
cauzada hacia una mayor eficiencia y celeridad. Así, he- 
mos sucumbido a la cautivante fórmula del juicio oral, pa- 
ra que la inmcdiación de la actividad del juzgador y la 
actuación de las partes, asuma visos de verdad. No es 
ajeno a esa intención, la novedad que extrovierte la ini- 
ciativa, al presentar a un nuevo personaje (el Asistente de 
Arrendamiento) que está llamado, en el sitio y época de 
su nacimiento, a constituirse en un factor trascendente, en 
auténtica llave de todo el tracto procedimental proyectado. 
A través de este funcionario, que aventuramos a calificarlo 
de clave para el régimen que queremos inaugurar, esta- 
mos buscando allegar el proceso al común de la gente. 


Entrando en las normas concretas que contiene la ley, 
ésta se encuentra dividida en diez capítulos, subdivididos 
a su vez en Secciones. 
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El Capítulo 1, se refiere al “contrato de arrendamien- 
to”, estableciendo las formalidades que éste debe contener, 
imponiéndose la obligación de la inscripción en el Registro 
General de Arrendamientos y Anticresis, obligación inelu- 
dible para el arrendador ya que su omisión, como se verá, 
le impide hacer valer en juicio tal contrato. 


Esta medida busca dar certeza a las partes y terceros, 
sobre la relación arrendaticia. 


El Capítulo 1, trata de los sujetos del contrato de 
arrendamiento de fincas urbanas y suburbanas, creando 
en su Sección 11 la figura del pequeño propietario, quien 
a través de diversas normas dispersas en la ley, Obtiene 
una especial protección lega] de sus derechos. 


La Sección IV de este Capítulo corresponde a la trans- 
misión del contrato, habiéndose incorporado dos importan- 
tes innovaciones a las soluciones tradicionales: 


19%) Se determina —en caso de divorcio-— por el Juez 
de la Causa, qué cónyuge continúa en el goce del arrien- 
do estableciéndose una serie de reglas que aquel debe te- 
ner en cuenta para tal determinación. 


Se soluciona, con esto, un problema generador de con- 
flictos familiares, que se ugregan normalmente a los de- 
rivados de la ruptura de] vinculo matrimonial; 


2%) Se legisla sobre el derecho del concubino “morc 
uxorio”, que hubiera convivido con la parte arrendataria 
por lo menos todo el año anterior, a continuar en el 
arriendo, siendo competente a efectos de la determina- 
ción de a quién de los dos concubinos corresponde tal de- 
recho, el Juez Letrado de Arrendamiento. 


Se agrega, así, una nueva norma de protección de la 
familia natural. 


El Capítulo IM trata de los derechos y obligaciones de 
las partes recogiéndose, en general, las disposiciones del 
Código Civil adecuadas a la realidad del contrato moder- 
To. 


Constituye una novedad legislativa dentro de este ca- 
pítulo, la enumeración expresa de los consumos generales, 
gastos comunes y servicios accesorio cuyo pago correspon- 
de al arrendatario. Concomitantemente se establece el de- 
recho del arrendatario a participar, con voz y voto, en 
las asambleas de propietarios cuando se traten problemas 
referentes a los rubros en que le corresponde contribuir. 


En el Capítulo 1V, se establecen los destinos del arrien- 
do. 


En principio se mantiene la clasificación tradicional, 
pero se ha incluido una nueva especie de casa-habitación: 
la vivienda de “interés social”, establecida en la Sección 
IV de este Capítulo, a través de la cua] encuentran pro- 
tección la inmensa mayoría de aquellos que, por necesi- 
dad, acceden al mercado de alquileres. 


Se establece en la Sección toda una serie de mecanis- 
mos jurídicos para que el arrendatario logre permanencia 
y tranquilidad en su vivienda. Estos mecanismos juegan 
fundamentalmente: en un plazo mínimo mayor que el nor- 
mal; en la renovación automática, una vez vencido aquel; 
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en la posibilidad de adquisición de la vivienda que se 
arrienda y, en fín, en la protección extraordinaria al im 
quilino que deviene insolvente. Como contrapartida, se 
ampara al pequeño propietario en caso de insolvencia del 
arrendatario. 


Este Capítulo también contiene normas que regulan la 
situación de los habitántes de hoteles, pensiones y afines, 
y fundamentalmente se protege a los ocupantes de casas 
de inquilinato, 


En definitiva, en este grupo de normas se encuentra 
la esencia legal de protección social a las clases más des- 
poseídas, que son las que mo tienen otra posibilidad de 
vivienda que no sea la de un contrato de arrendamiento. 


El Capítulo V, se refiere al precio habiéndose mante. 
nido el sistema actual de U.R. y U.R.A., por considerar que 
ha cumplido adecuadamente su función. 


También se protege al inguilino de variaciones despro- 
porcionadas del arrendamiento respecto de sus ingresos y 
de los del grupo familiar, mediante el procedimiento de 
rebaja de alquiler. 


El Capítulo VI establece los distintos plazos mínimos 
y el máximo que puede contener el contrato de arrenda- 
miento, habiéndonos apartado de la solución tradicional 
en cuanto al plazo mínimo del arriendo para casa-habita- 
ción y otros destinos, estableciéndose en estos casos tres 
años, a fin de dar más permanencia a la relación. 


Los plazos son establecidos en beneficio del arrenda- 
tario. 


En ei Capítulo VI, se tratan las garantías. 


Sabido es que las garantías requeridas por los arrenda- 
dores son muchas veces el principal obstáculo que encuen- 
tran los que necesitan acceder a un contrato de arrenda- 
miento. 


Para ello hemos ¡lexibilizado las posibilidades de sus- 
titución de garantías por la de “ANDA”, sin poder, el 
arrendador, oponerse a tal sustitución, 


También se protege al fiador, estableciendo la obliga. 
ción a cargo del arrendador, de notificarle cuando el arren- 
datario adeude dos meses de alquiler, reduciendo, así, el 
plazo que fijaba la Ley N* 15.799. 


El Capitulo VIH, contiene las normas sobre jurisdic- 
ción y procedimiento. 


Conjuntamente con la creación de la “vivienda de in- 
terés social”, este Capítulo contiene una de las modifica- 
ciones más importantes al sistema vigente. 


Se crea una jurisdicción especializada, apartada total. 
mente de otras materias, a fin de encontrar solución a 
uno de los procedimientos que más problemas causa en 
nuestro foro. 


Por otra parte, una materia tan importante que sig- 
nifica la posibilidad, o no, de vivienda decorosa para la 
mayoría de los habitantes de la República, amerita que 
quien juzgue tenga competencia especial. 
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El procedimiento se ha oralizado e inmediatizado, por 
lo que quien acuda en busca de justicia, la encontrará sin 
tener que atrayesar el “via crucis” que significa, hoy día, 
el juicio de desalojo, procurando moralizar, de una vez 
por todas, el tan criticado juicio de desalojo. Otro tanto 
logrará el arrendatario que busque protección a sus de- 
rechos. 


Otra innovación que no dudamos en considerarla re- 
volucionaria, es la creación de la figura del “Asistente de 
Arrendamiento”. 


El Asistente de Atrendamiento, de profesión abogado, 
será el verdadero moderador de la permanente y aguda 
situación de enfrentamiento que se da entre las partes en 
el arriendo. — * 


Se transformará, sin duda, en un elemento imprescin. 
dibple, a poco que las partes reconozcan en su existencia 
una forma amigable de solucionar sus problemas. 


Por otro lado, el Asistente de Arrendamiento actuara 
en el contralor de fincas desocupadas pasibles del pago de 
impuesto que se crea en el capítulo respectivo. 


En algunos casos, que asi lo justifiquen, al Asistente 
se le otorga función jurisdiccional, teniendo competencia 
de urgencia en algunas materias, lo que resulta indispen- 
sable para la protección de los derechos de las partes, o 
para evitar un daño a las mismos. 


En el Capitulo IX, dedicado a las infracciones y pena- 
lidades, se ha mantenido, en general, la estructura de las 
leyes anteriores. Se observará, en el Art. 163, que se Supri- 
mió la referencia a que las transacciones, en tales Casos, 
son válidas, por considerar la norma como superflua. 


Para asegurar la inscripción de los contratos, se priva 
al arrendador del derecho a exigir el pago de alquileres 
por el tiempo que el contrato permanezca sin ser inscripto. 


Por fin, en las disposiciones de carácter general y en 
las transitorias, lo más destacable resulta la creación de 
un adicional nacional al impuesto de Contribución Inmo- 
biliaria, que gravará las fincas urbanas y suburbanas, na- 
turalmente destinadas a casa-habitación, que se encuen- 
tren desocupadas, con el propósito fundamental de desa- 
lentar que se mantengan fincas deshabitadas y estimular 
la oferta de inmuebles aptos para arrendar, como medio de 
normalizar el mercado. El reajuste de los alquileres, frac- 
cionado por tercios, que previera la Ley de Emergencia, se 
conserva, únicamente, para el año 1987. 


Estas son las principales reflexiones que nos merece el 
texto proyectado, con la ambición de erigirse en un verda- 
dero y completo cuerpo normativo en la materia. 


Dr, Hugu Batalla, Carlos Cassina, Enrique Marti. 
nez Moreno. Senadores”. 


“PROYECTO DE RESOLUCION 


Artículo 19, -.. Dispónese la colocación de un retrato 
del ex-Secretario del Senado don José Cristóbal Pastor Sal- 
vYañach, en la que fuera su Sala de Trabajo. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—117 
Art. 22%. — Comuníquese, eto. 

Montevideo, 11 de noviembre de 1937. 
Luis Alberto Lacalle Herrera, Dardo Ortiz. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE, — De acuerdo con el Reglamen- 
to, se votará en la media hora final. 


5) PLAYA PASCUAL, La Comisión de Fomento 
plantea la falta de locomoción de la zona 
de Rincón de la Bolsa. 


SEÑOR PRESIDENTE, — El Senado entra a la hora 
previa, para la que están anotados los señores senadores 
Reinaldo Gargano, Justino Carrere Sapriza, Bernardo Poz. 
zolo y Luis Alberto Lacalle Herrera. 


Tiene la palabra el señor senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — Señor Presidente: vamos a re- 
ferirnos a la problemática situación que viven los vecinos 
de Piaya Pascual. 


La Comisión Vecinal de la Playa Pascual nos ha he- 
cho saber su gran preocupación por la angustiosa situa- 
ción que hoy vive la población de Rincón de la Bolsa. Es- 
ta populosa zona, habitada en forma mayoritaria por tra. 
bajadores, es una de las consideradas dormitorios de Mon. 
tevideo. Vale decir que sus habitantes poseen la fuente de 
sustenio en le Capital por lo que el transporte colectivo +2 
convierte en el irrompible y vital cordón umbilical que la 
región mantiene con Montevideo. 


Desde 1984, distintas organizaciones pertenecientes a 
esta zona han venido realizando gestiones de diversa ín- 
dole para solucionar un problema acuciante como, sin du- 
da, significa el altisimo precio del boleto de transporte, el 
que actualmente alcanza a los N$ 127. Desechado el argu- 
mento que adjudicaba --dicen ellos— al peaje el alza del 
costo del boleto, similar trato tuvieron otros justificativos. 
El combustible consumido puede ser menor al que usan 
líneas urbanas que hacen el transporte en la ciudad de 
Montevideo, entre las cualos mencionan, por ejemplo, las 
números 68, 370 y 95, cuyos recorridos son iguales o más 
extensos que el recorrido en cuestión. Por lo tanto, las 
mimas características poseen 10s costos por mantenimiento, 
repuestos, etcétera. Tanto los salarios, las cargas sociales 
y los impuestos no implican una sobrecarga, ya que son 
iguales a los que pagan las líneas urbanas; pero, a pesar 
de todo ello, el] precio del transporte por veintidós quilo. 
metros, hasta la Barra de Santa Lucia, en cualquier lina2 
urbana es de NS 61, mientras que por diez quilómetros 
restantes, hasta Playa Pascual, se debe pagar N$ 66 adi- 
cionales, lo que significa un gran absurdo. La primera con- 
secuencia grave es que el traslado hasta su lugar de tra- 
bajo le importa a los trabajadores de esta zona, alrededor 
de un 40% de las retribuciones que perciben y esto es asl 
porque la mayor parte de los residentes de Rincón de la 
Bolsa son trabajadores que perciben bajas remunera 
nes. Además del transporte de referencia, deben utilizar 
el transporte urbano dentro de Montevideo. 


Este más que válido motivo de tantas preocupaciones, 
se complementa hoy con otro de iguales o peores cajacte- 
rísticas. Si bien no hay cifras precisas, se puede tomar co. 
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mo referencia el último censo naciona!, realizado en 1985, 
que daba la cifra de 14.261 habitantes en Rincón de la 
Bolsa. Es fácil para quienes residen o poseen alguna vin- 
culación con la región, reconocer que, de aquella fecha 
al día de hoy, la población se ha incrementado en forma 
sustancial debido al éxodo que provocara el aumento en 
los alquileres en Montevideo, Una prueba de ello es la 
información brindada por las inmobiliarias actuantes en 
Playa Pascual, las que indican que actualmente no existen 
inmuebles para alquilar en la zona. 


Otro dato son las cantidades de alumnos que concu- 
tren a las escuelas. Por e;emplo, en 1985, la Escuela N9 66 
poseía aproximadamente 600 alumnos y la N? 101, 253. Este 
año, la Escuela N% 66 educa alrededor de 800 alumnos y 
la N9 101 lo hace a 310, 


Ya en 1985 se agregaba a la problemática del precio 
del transporte, la escasez de los servicios. Paradójicamente, 
al tiempo que se incrementa la población, se reducen los 
servicios. La empresa CITA, luego de la venta de tres de 
las dieciocho unidades con que atendía esta línea, man- 
tiene sólo siete servicios de los llamados “especiales” que 
corrían en horario vespertino y sólo a veces lo hacen los 
del horario matutino. Como se comprenderá, la frecuen- 
cia de media hora en cada una de las empresas, no es pa. 
ra nada suficiente. Es así que, coches con una capacidad 
aproximada de cincuenta pasajeros, venden un promedio 
de cuarenta y cinco boletos por viaje y transportan, ade- 
más, cincuenta abonados, lo que hace una cifra de alrede- 
dor de noventa y cinco pasajeros por viaje. 


En trabajos de recuento realizados por integrantes de 
la Comisión, la cifra superó los cien. Hay que imaginarse, 
además del costo de transporte, la forma en que viaja la 
gente que vive en esta zona. Pero peor aún es constatar 
que esa situación es para quienes tienen la posibilidad de 
subir a un coche, ya que alcanza con pasar por la ruta en 
horas de la mañana para comprobar que son cientos de 
pobladores de esta región los que no logran viajar. Los 
servicios matutinos que salen normalmente de Playa Pas- 
cual hacen su última parada efectiva cerca del quilómetro 
27, En la tarde, desde el centro, suele ser Terminal Goes 
el último ascenso de pasajeros, de donde se desprende que 
existen zonas que se ven completamente privadas de trans- 
porte. 


Si tenemos en cuenta que quienes poseen su fuente de 
trabajo en la zona no superan los 1,000 habitantes, pues las 
cinco grandes empresas de la región dan trabajo a 497 
personas, descubrimos que menos del 5% de la población 
activa se ve algo aliviada ante esta problemática, jo que 
describe la realidad del problema. 


Por todo lo que se nos dice, la Comisión Vecinal de 
Playa Pascual, así como el resto de los vecinos, han co- 
menzado a realizar gestiones ante las autoridades y em- 
presas CUTCSA y CITA, reclamando la solución inmediata 
a tal situación. 


Señor Presidente: en esta Legislatura y en el Senado 
y la Cámara de Representantes se ha planteado reitera- 
damente este hecho sin que hasta el presente se haya con- 
seguido aportar una mínima solución al grave problema 
planteado en relación al transporte a esta populosa zona 
del vecino departamento de San José, 
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Solicitamos que la versión taquigráfica de nuestras 
palabras sea remitida al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, a la Junta Departamental de San José y a la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas de este Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Gargano. 


(Se vota: ) 


—-16 en 16. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


6) TRIGO, Producción y comercialización. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Carrere Sapriza. 


SEÑOR CARRERE SAPRIZA. — Señor Presidente: en 
la tarde de ayer hice un breve resumen en relación a las 
investigaciones agropecuarias de un sector que tiene por 
sede cl Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Hice 
mención a distintos aspectos a los cuales me referí. 


Sin ánimo de continuar con lo mismo, sin embargo 
tendremos que manejar algunos hechos, advirtiendo que 
cl Poder Ejecutivo fijó normas para la comercialización 
y precios mínimos de exportación del trigo. 


Cuando concluiamos esa breve exposición de temas 
tan amplios, decíamos que nos alarmaba, profundamente 
la declinación del parque agrícola del país y me referí a 
zonas que este grupo de investigadores han señalado, asi 
como a la importante decadencia del sector trabajador 
en el árca rural. 


Todo esto lo vemos intimamente vinculado, entre otras 
cosas, al tema del trigo, como puede serlo, también, la 
circunstancial crisis en el sector lechero que puede ser 
momentánea. 


Recuerdo que desde esta misma banca en oportuni- 
dad de tratar el tema del trigo, anuncié. que íbamos a 
tener un déficit de bastante entidad en cuanto a su pro 
ducción. Además, señalamos que el área sembrada de 
trigo iba a seguir disminuyendo y dí las cifras que, por 
otra parte, al solicitar a la Central Cooperativa de Granos 
un memorándum, se vieron confirmadas claramente. 


Advertimos que esta declinación, en lo que tiene 1e- 
lación con el trigo, va siendo algo imparable desde el año 
1969, en que se sembraban 442.000 hectáreas, al año pa- 
sado, que fueron sembradas 216.000. Tengo noticias ex- 
traoficiales que las cifras de este año son menores en 
relación con las de 1986. Estamos en una marcha descen- 
dente que es preocupante, que si bien en el sector trigo 
es más acentuada, en forma paralela siguen casi todos 
los sectores de la producción agrícola, a excepción de la 
soja, que presenta un moderado crecimiento. Hemos pa- 
sado globalmente en el rubro agrícola de 820.000 hec- 
táreas en 1970 a 545.00 en 1986. 


Volviendo al tema del trigo, pensamos que son mu- 
chos los factores negativos que se suman cuando no se 
presta la adecuada atención a tan importante sector, em- 
pezando por las buenas intenciones del Poder Ejecutivo, 
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en lo que tiene relación con los gravámenes que se apli- 
can a la maquinaria agrícola. Lamentablemente, la avi- 
dez de una parte de la intermediación ha hecho que no 
fuera trasladado a los precios en la forma que se aspiraba. 


Estas herramientas que son básicas dentro del es- 
quema de la producción de trigo hoy están solamente al 
alcance de los grandes productores o de aquellos que 
siendo medianos, están más próximos a los primeros que 
a estos últimos. 


Asistimos al penoso fenómeno de la desaparición del 
pequeño productor de trigo, al igual que la declinación 
del trabajo de toda esa cadena productiva, enormemente 
productiva para el país, que abarca a todos los operarios 
que trabajan directa o indirectamente con este sector. me 
refiero a los fleteros, mecánicos, a quienes suministran 
combustibles, a los peones que hacen las más variadas 
tareas, desde subir a un tractor a manejar una cosecha- 
dora, hasta las diversas acciones secundarias dentro de 
ese esquema polarizador y positivo de la vida del país 
y que todas las naciones cuidan. Conocemos perfectamen- 
te bien las voces que levantan los gobernantes de Europa 
Occidental en la defensa de los productos agricolas en el 
Mercado Común Europeo. Pagamos caro ese tributo en 
los sectores lechero y ganadero, así como en el agricola. 
porque defienden una producción que tiene un valor so- 
cial y económico de enorme repercusión en el conjunto 
que hay que tener presente deniro del esquema producti- 
vo del Estado. 


Por esa circunstancia, me alarma profundamente que 
cada año tengamos que hacer una apertura de importa- 
ción de trigo que nos llega de distintos lugares del mun- 
do: unas veces es de la Argentina, otras de Estados Uni- 
dos o de Europa. 


El hecho es que estamos perdiendo muchos merta- 
dos aparte de los que he señalado, por lo que es preciso 
que este tema ocupe una mayor atención de la que se ¡e 
ha prestado. 


Deseo leer rápidamente algunas conclusiones de la Cen- 
tral Cooperativa de Granos, que se ocupa de este punto 
con mucha jerarquia, cuando se refiere a algunos valo- 
res que se pierden. 


Señala que si hubiera ua autoabastecimiento pleno 
de trigo, tendríamos la seguridad de que el valor aproxi- 
mado superaria los U$S 20:000,000, que es una cantidad 
importante. A nivel de trabajadores, serían 9.000 los que 
estarian ocupados si estuviéramos, como ocurrió durante 
muchos años, autoabasteciéndonos de trigo. 


Además, por concepto de 1VA, de IMESI, de araace- 
les, etcétera, etcétera, por cada tonelada de trigo produ- 
cida, tenemos que hablar del orden de USS 14:000.000, 
que es una cifra significativa, al igual que los aportes que 
se hacen a los institutos de previsión social, que superan 
los U$S 2:600.000. Quiero señalar que en la Balanza de 
Pagos nos ahorraríamos alrededor de USS 25.000.000, 
cuando planteamos, como la necesidad de una medicina de 
urgencia, importar del exterior lo que no producimos en 
el país. 


He visto el decreto del Poder Ejecutivo y confieso 
sinceramente que, pese a que la situación mundial respecto 
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del mercado de trigo es bastante floja, el Uruguay tiene 
poderosas razones para defenderlo y de muchas formas 
positivas; hay tradición e historia en el país para poder 
llevarlo adelante. 


Concluyo estas palabras, señor Presidente, señalando 
que me preocupa intensamente tener que proporcionar 
estas cifras, que tienen contenido penoso, pues podían per- 
fectamente revertirse a punto de que se manejaran los 
distintos factores que tienen incidencia sobre la produc. 
ción de este cereal en forma diferente, 


Solicito que la versión taquigráfica de estas pala: 
bras se pase u los Ministerios de Economia y Finanzas y 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. En ese sentido, for- 
mulo moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador. 


(Se vota:) 


—23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) DELINCUENCIA. Su auge. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor President:: 
antes de hacer uso de la palabra, estábamos leyendo en 
el diccionario las diferentes acepciones que tiese la pa- 
labra “escándalo”, porque al leer determinadas noticias 
en los diarios de hoy sentimos que esa era la palabra ade- 
cuada para describir la sensación de la población de la 
República ante una decisión del Poder Judicial. Por su- 
puesto que sabemos cuáles son las competencias respecti- 
vas y al tratar este tema no hacemos sino reflejar lo que 
expresa el diccionario respecto de esta palabra, a saber: 
inquietud, mal ejemplo, asombro, pasmo, admiración, en- 
tre otras cosas. 


Días pasados, en nuestra capital, más precisamente. 
en la cuadra donde vivo, se cometió un deilto por parte 
de una banda que se dedicaba al copamiento de vivien- 
das, sometiendo a vejámenes y torturas a sus habitantes, 
a veces hasta por un lapso de veinte horas. O sea, que 
todo el país, toda la ciudad está pendiente de una llama- 
da a la puerta que puede convertirse en una pesadilla de 
este tipo; toda la población está contrataudo guardias pri- 
vados y esto, por supuesto, lo hace la gente que tiene más 
dinero, ahondándose así la diferencia y el desamparo con 
quienes no pueden pagar las altas cifras que cuestan es- 
tos servicios. Toda la ciudad está adquiriendo armas; es- 
tá temiendo, Cuando se producen episodios como el que 
hoy leímos en la prensa, se nos ocurre que la población de 
la República, fundamentalmente la de Montevideo, siente 
inquietud, que se da un mal ejemplo y se ve llena de 
asombro, de pasmo y de admiración. 


No se nos oculta —de esto toreros testimonios muy 
directos a través de un legislador de nuestro sector, quien 
ha tratado este tema— cuáles son las condiciones de las 
comisarías de menores y de los institutos de reclusión a 
los que pueden ser conducidos quienes se dediquen a 
cometer este tipo de tropelías. Por otro lado, cretmos del 
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caso señalar que no sea cosa que estemos actuando de 
manera similar a cómo se hizo cuando se votó la amnis- 
tía para los presos comunes. En ese momento, se dijo, para. 
justificar esa medida, que ias condiciones de reclusión 
eran inhumanas, difíciles, que eran un tormento en sí mis- 
mo, partiéndose de ese concepto para razonar en el sentido 
de que era necesario abrir las puertas de las cárceles. 
Hoy, señor Presidente, estamos viviendo un agravamiento 
de esta situación. 


Tan es asi, que el actor principal de los delitos fue 
cmevistado en la televisión; pasó a ser partícipe, junto 
con todos nosotros, de la hora de mayor escucha. Alli des- 
cribió pormenorizadamente y con una serenidad que ya 
quisiéramos tener cada uno de nosotros para exponer an- 
te una cámara de televisión, cuáles eran los métodos, 
hasta donde llegaba el uso de la violencia, con una sol- 
tura que indicaba que la minoridad, en este caso, no era 
óbice para una profesionalidad no sólo para delinquir, sino 
para explicar públicamente los delitos cometidos. 


De acuerdo con las acepciones a que hemos hecho re- 
ferencia, el pais, ante estos episodios, está en situación de 
escándalo. 


Sabido es que el Poder Judicial es independiente y 
debe seguir siéndolo, pero el poder político también tiene 
el deber de levantar su voz cuando suceden estos episo- 
dios que agreden a la conciencia media de la República y 
ésta ha sentido que algo ha perdido. Al respecto, no creo 
ser el único que interpreta estos sucesos de esta manera; 
seguramente los colegas piensan de forma similar. 


Digo esto porque cse tipo de personas han regresado 
a sus casas con la aureola de haber pasado por los medios 
de comunicación, los que confieren una suerte de fama 
—por cierto, efímera, pero fama al fin-— sin haberse re- 
cuperado una sola cosa del cuantioso botín obtenido en 
las casas en las que se instalaron; han transgredido cua- 
tro, cinco o seis artículos del Código, con agravantes. Se- 
guramente, en sus respectivos barrios estos copadores han 
ascendido a la categoría de aquellos que se atreven, de 
los que vencen y respecto de los cuales no hay ley para 
aplicar. No hay duda de que esto es así: son inimputa- 
bles y quedan también impunes. 


Esta voz es la que me han trasmitido personas que 
han llamado a mi casa solicitándome que algo dijéramos, 
aunque sólo sea para que quede constancia, porque, por 
cierto, nada podemos hacer. Reitero que hay una barrera 
que nos separa de la acción de la justicia, pero alguien 
tiene que decirlo. También hay que manifestar que es 
escandalosa la situación de los lugares de reclusión y que 
ellos de alguna manera tienen que ser mejorados; que las 
comisarías de menores son verdaderas instituciones infer- 
nales, Pero ambas cosas no pueden, conjugándose, llevar- 
nos a que porque esos lugares sean difíciles, duros y sa- 
crificados, la población se vea sometida a ese tipo de pa- 
decimientos que estos personajes puedan hacer mañana o 
pasado. 


Nadie está tranquilo en la ciudad; nadie puede estarlo. 
Alguna voz tiene que levantarse para indicar que necesi- 
tamos reaccionar, porque, de otra manera, va a imponerse 
en la República la ley del que está mejor armado. Segu- 
ramente van a ocurrir accidentes, situaciones confusas y 
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quien mañana, en salvaguarda de su casa, toma las medi- 
das directas del caso, ése sí, imputable, va a estar preso, 
con lo que habremos llegado a la inversión total de valo- 
res. Y esto es lo peor que le puede ocurrir a una sociedad. 


Hoy hemos asistido a un escándalo y, en ese sentido, 
tenemos inquietud; hemos visto un mal ejemplo y lay 
asombro, pasmo y admiración ante los episodios que he- 
mos señalado. 


Muchas gracias, 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. ---- ¡Muy bien! 


$) ZONAS FRANCAS, Su regulación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado entra al orden 
del día: discusión general y particular del proyecto de 
ley de Regulación de las Zonas Francas en el Uruguay. 
(Carp. N* 574/86 - Rep. N? 136/87). 


(Antecedentes: ver 50% S.O.E.) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Al respecto, la Mesa desea 
puntualizar lo siguiente: en la sesión del día de ayer se 
había vciado, para la consideración de este asunto, el 
régimen de debate libre. El Reglamento, por su parte, es- 
tablece que esto es para el tratamiento de un asunto y 
puede sostenerse —así se ha afirmado en Sala— que el 
punto continúa de una sesión a otra, sosteniéndose tam- 
bién ctra opinión sobre esta misma cuestión, En ese sen- 
tido, la Mesa cree conveniente que el Senado se pronun- 
cie sobre si sigue en régimen de debate libre o si vuelve 
al habitual de discusión. 


9) DOCTOR JOSE PASTOR SALVAÑACH. 
Colocación de un retrato en la que fuera 
su sala de trabajo. Proyecto de resolución. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra para 
referirme a un asunto previo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA, -—— Señor Presidente: 
aunque no es mi costumbre, he solicitado que se reparta 
un proyecto de resolución referido a la persona del doc. 
tor José Pastor Salvañach. 


Lamentablemente, no voy a poder estar presente en 
la media hora final de la sesión de hoy y, por lo tanto, 
solicitaria que se tratara este asunto con carácter de ur- 
gente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa ha dispuesto que 
se reparta. 


E] señor senador Lacalle Herrera mociona a los efec. 
tos de que se altere el orden del día y se trate con ca- 
rácter de urgente el proyecto de resolución de homenaje 
propuesto por los señores senadores Lacalle Herrera y Or- 
tiz. 


(Se vota:) 


—-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD, 
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Léase el proyecto de resolución. 
(Se lee:) 
“PROYECTO DE RESOLUCION 


Artículo 19 — Dispónese la colocación de un retrato 
del ex-Secretario del Senado don José Cristóbal Pastor 
Salvañach, en la que fuera su Sala de Trabajo. 


Art. 22 —- Comuniquese, etc. 
Montevideo, 11 de noyiembre de 1987. 
Luis Alberto Lacalle Herrera, Dardo Ortiz. Senadores.” 
SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración, 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—23 en 23. Afirmativa, UNANIMIDAD, 
Queda aprobado el proyecto de resolución. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra pa- 
ra fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: 
no deseamos extendernos, porque en ocasión del falleci- 
miento del doctor José Pastor Salvañach todos los inte- 
grantes del Cuerpo hicimos uso de la palabra. No reitera- 
mos aquellas expresiones —que fueron vertidas por el 
señor senador Cigliuti y quien habla, entre obros— porque 
las mismas justifican plenamente sus 45 años a cargo de 
la Secretaría del Senado. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR GARCIA COSTA, -- Señor Presidente: en el 
ánimo de recordar las palabras que en aquella oportuni- 
dad se pronunciaron —dejándolas como fundamento de 
voto--. entendemos que ellas justifican el homenaje a 
quien desempeñó en el ámbito del Senado una función de 
gran dignidad, honorabilidad y hombría de bien en todos 
los aspectos. 


El homenaje propuesto por los señores senadores mo- 
cionantes, nos ha parecido sumamente oportuno. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra 
para fundar el voto, 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: deseamos dejar constancia de nuestro voto afirmativo, 
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dado sin ninguna vacilación, por cuanto conocimos a lo 
largo de muchos años de actuación al doctor José Pastor 
Salvañach, conservando de él un muy grato recuerdo como 
excelente persona y excepcional funcionario, 


Por lo tanto, con gusto hemos adherido al justo ho- 
menaje que ha sido propuesto. 


SEÑOR CERSOSIMO, — Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: nuestro 
sector adhiere al homenaje que se acaba de tributar al 
doctor José Pastor Salvañach, a quien tuvimos el honor 
de conocer, aunque no de tratar. 


Sabemos de todas las virtudes que adornaron su per- 
sonalidad, de lo que constituyó para este Senado su pre- 
sencia prestigiosa en la Secretaría del Cuerpo, donde fue 
una figura consular. 


Por tal motivo, y una vez más, porque ya nos referi- 
mos a esta personalidad —tal como lo manifestaba el se- 
ñor senador Lacalle Herrera— en una oportunidad ante- 
rior, nos solidarizamos con la iniciativa presentada por los 
señores senadores Lacalle Herrera y Ortiz. 


En nombre de nuestro sector rendimos nuevamente 
homenaje a esa ilustre figura recordada por el Senado en 
el día de hoy. 


SEÑOR CIGLIU'TI. — Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SÉ 
“+= SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 


senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Señor Presidente: hago mías 
las palabras pronunciadas en Sala. 


En su oportunidad hice el elogio de este ciudadano 
con cuya amistad me sentí honrado. Entiendo que el ho- 
menaje que rinde el Senado es de total justicia, 


El doctor José Pastor Salvañach, por sus condiciones 
de funcionario, de hombre de pensamiento recto y conduc- 
ta intachable y de alta responsabilidad, fue un ejemplar 
Secretario de este Cuerpo. Indudablemente, la personalidad 
del doctor José Pastor Salvañach estaba muy por encima 
del cargo que se le habia asignado. En consecuencia, se 
trata de un acto de justicia el homenaje que cumple el 
Senado a la memoria de aquella personalidad verdadera- 
mente de excepción, 


SEÑOR CARRERE SAPRIZA. — Pido la palabra pa- 
ra fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERE SAPRIZA. —. Señor Presidente: 
conocí al doctor José Pastor Salvañach hace muchos años 
y pude aquilatar sus dotes intelectuales y jerarquía en la 
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consideración de los temas que especificamente manejaba. 
La suya fue una Secretaría de gran nivel y el paso de los 
años hace que ubiguemos exactamente los valores huma- 
nos y morales de las personas. A veces la perspectiva muy 
reciente de los sucesos le quita ecuanimidad a los juicios. 


En esta oportunidad, entiendo que es totalmente justo 
el homenaje, ya que el doctor José Pastor Salvañach rc- 
presentó una época, un estilo, una forma de responsabili- 
dad ante los temas que tenía en sus manos y su recuerdo 
es para nosotros presente e imborrable, 


SEÑOR PEREYRA, — Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SENSOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR PEREYRA. — Señor Presidente: quiero ma- 
nifestar mi total adhesión al homenaje que acaba de vo 
tar el Senado, cumpliendo un deber de conciencia, 


Tuve oportunidad de conocer muy de cerca al doctor 
José Pastor Salvañach en mi anterior pasaje por este 
Cuerpo. Aquí se ha hecho referencia a su jerarquía co- 
mo funcionario, a su trato caballeresco, a su señoría, a 
su sapiencia jurídica, a su idoneidad para el cargo y, na- 
turalmente, a sus condiciones de honradez personal. Agre- 
go a todo ello el hecho de que el doctor José Pastor Sal- 
vañach era un ciudadano de profundas y probadas condi- 
ciones democráticas. 


Para nosotros, los nacionalistas, fue un honor contar- 
lo entre los integrantes de nuestro Partido, al que honróú 
a lo largo de toda su vida. 


Por estas y muchas otras consideraciones que podría- 
mos hacer, expresamos nuestra admiración por este ciu- 
dadano, nuestro reconocimiento por los servicios que pres- 
tó al Senado y al país y nuestra solidaridad total con las 
opiniones que se han vertido. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Señor Presidente: 
deseo dejar constancia de nuestro voto afirmativo en el 
homenaje que el Cuerpo rinde hoy al doctor José Pastor 
Salvañach; homenaje para el que habia hecho méritos 
más que suficientes a través de una extensa vida, durante 
la cual dedicó lo mejor de su tiempo a su Partido y a su 
país. 


Se desempeñó en la Secretaría del Senado, en condi- 
ciones a las que ya se ha hecho referencia por parte de 
los señores senadores que me han precedido en el uso de 
la palabra, demostrando un brillo intelectual y una ente- 
reza moral dignas de destacar en todo momento, 


Por todas las razones expuestas, hemos acompañado 
con nuestro voto al justo homenaje que se tributa en el 
dia de hoy al doctor José Pastor Salvañach. 
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10) ZONAS FRANCAS, Su regulación. 


SEÑOR PRESIDENTE, — El Senado continúa con la 
consideración del primer punto del orden del día. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el seño: 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -— Señor Presiden 
te: entiendo que es absolutamente claro que la declara- 
ción de debate libre se aplica al tema; que su considera- 
ción lleve tres, cuatro o diez sesiones, a estos efectos me 
parece irrelevante. : 


Quiero, sí, llamar la atención sobre dos puntos: me 
parece que la declaración de libre de un debate tiene, na- 
turalmente, cierta significación y planteado el tema a 
cierta altura del desarrollo del mismo, puede implicar di- 
ferencias de tratamiento. En una recordada oportunidad 
—de la que el Senado puede haberse olvidado, natural- 
mente pero yo no-— por espacio de muchas horas se hizo 
uso del debate libre y, en el momento en que yo solicitaba 
la palabra, se dejó sin efecto esa condición. 


En el transcurso del debate sobre zonas francas han 
hecho uso de la palabra tres señores senadores frenteam- 
plistas, dentro del régimen habitual. Después de ello —ereo 
que no hay ningún senador frenteamplista anotado— se 
declara libre el debate. De todas maneras, nosotros lo y2- 
mos a sostener y naturalmente que si a cierta altura su 
estima que hay exceso en su aplicación, el Senado, por 
mayoría absoluta, podrá dejarlo sin efecto. 


Lo que no me parece equitativo, señor Presidente, us 
que si se ha aplicado antes ese régimen, ahora se cambie. 


Por último, señor Presidente —y pido excusas por 
esto— recuerdo que en alguna oportunidad, a pesar de 
las disposiciones reglamentarias que tienen que ver con 
la hora previa, terminada ésta y habiendo yo hecho uso 
de la palabra, el señor senador Lacalle Herrera dejó cons- 
tancia de sus discrepancias con algunas de mis expresio- 
nes. Amparado en el mismo antecedente, hoy quiero de- 
jar constancia de mi absoluto acuerdo y de mi más deci 
dido apoyo a la intervención que cupo al señor senador 
Lacalle Herrera en el transcurso de la hora previa. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIU'TI. — Lo que me parece, señor Presi- 
dente, es que tratándose de una sesión diferente y no ha- 
biendo ninguna previsión reglamentaria al respecto, co- 
rrespodería que el Senado, antes de comenzar la delibe- 
ración del tema, si desea que el debate sea libre, asi lo 
resuelva. 


Asimismo, entiendo que tratándose de otra sesión del 
Cuerpo, naturalmente debe aplicarse la norma general, la 
que establece el artículo 68 en cuanto a cómo se delibe- 
rará en la discusión general de un asunto. Habrá que vo- 
tar en forma expresa y por mayoría absoluta de los miem- 
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bros del Cuerpo si se desea que la discusión se realice so- 
bre la base de un debate libre. Si no se declara expresa- 
mente en esta sesión que el debate es libre no puede de- 
liberarse en ese régimen. Me parece que el hecho de que 
en otra oportunidad se haya resuelto así, no alcanza, ya 
que la norma no se prorroga en forma automática, Ten- 
drá que haber una demostración expresa de voluntad del 
órgano cn esta nueva sesión y si se propone y no obtiene 
mayoría, entonces lo correcto, entiendo, es iniciar el debate 
del asunto sobre la base de la aplicación de las normas 
generales: cada uno tiene derecho a hablar tantos minu- 
tos, las interrupciones se computan al orador, el plazo de 
que dispone el orador puede ser prorrogado de acuerdo 
con el Reglamento, etcétera. Esas son las normas que de- 
ben regir ahora, salvo que se proponga nuevamente que 
el debate se declare libre. 


Eso es lo que entiendo, pero si se considera que se de- 
be votar que el debate sea libre, a esta altura de la dis- 
cusión me parece que lo más apropiado sería, por lo me- 
nos que en la primera parte de la sesión el debate del asun- 
to se iniciara en la forma normalmente establecida en el 
Reglamento. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR CIGLIUTI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR ¡RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: me permito subrayar que la disposición que tiene que 
ver con la declaración de debate libre, refiere al asunto y 
no a la sesión. De otra manera, un asunto que se discuta 
durante tres o cuatro sesiones, tendría que ser objeto de 
una nueva decisión reglamentaria en cada oportunidad. 


El texto es clarísimo. Para declarar libre la discusión 
general de un asunto se requiere la conformidad de la 
mayoría absoluta del total de componentes de la Cámara. 


En consecuencia, aprovecho la oportunidad para de- 
cir que, tal como fue informado ayer desde la Secretaría, 
aquí caben todos los lapsos de autorización, para las inte- 
rrupciones, las aclaraciones o la utilización de la palabra. 
No hay límite, y eso es lo que se resuelve cuando se de- 
clara libre el debate sobre un asunto. Ello significa que 
continúa libre, durante todo el tiempo en que se considere 
ese asunto, mientras el punto no sea objeto de una nueva 
resolución. 


Me parece, señor Presidente, que el texto del Regla- 
mento —dicho sea con los debidos respetos— es absoluta- 
mente claro y que el Senado, naturalmente, es dueño, por 
mayoría absoluta de votos, de rectificar su decisión. Pero 
no puede entenderse que la decisión es referida a cada 
sesión sino que lo es a cada asunto, ya que en ninguna 
parte el Reglamento hace mención a sesiones. 


SEÑOR TRAVERSONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR TRAVERSONI. — Señor Presidente: al mar- 
gen del problema reglamentario que se ha suscitado en 
torno al tema, creo que a cada senador le es privativo dar 
su opinión, a cierta altura de la sesión, sobre la convenien- 
cia o inconveniencia de mantener el régimen de debate 
libre. 


Asistí a la sesión de ayer y a clerta altura se resolvió 
declarar libre el debate. Me parece que se tomó esa de- 
cisión muy rápidamente, casi para prorrogar la hora de 
que disponia un orador. z 


Entiendo que los resultados no fueron satisfactorios, 
que han prolongado innecesariamente un debate acerca 
del cual, dentro de los términos normales, se podría con- 
tinuar brindando las distintas opiniones y llegar a una 
conclusión, puesto que ya hace un número suficiente de 
sesiones que figura el tema en el orden del día y cs hora 
de que el Senado avance también en la resolución de 
otros problemas. 


En ese sentido me permito proponer un cambio en el 
régimen de debate, para lo que formulo moción en cuanto 
a que se rectifique la resolución por la que se estableció 
que el debate fuera libre y se pase a discutir el tema en 
un régimen común. 


SEÑOR PEREYRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. — Señor Presidente: coincido con 
la interpretación de la disposición reglamentaria que hs 
hecho el señor senador Rodríguez Camusso. Lo que se de- 
claró libre fue el debate sobre este asunto, no sólo para 
la sesión de ayer sino para todas. Si la consideración de! 
tema insume una o diez sesiones, el debate sigue siendo 
libre mientras el Senado no resuelva adoptar otro régi- 
mex de discusión. 


Además de lo que dice el Reglamento, eso es lo que 
está avalado por la experiencia. Que yo recuerde, cada vez 
que la discusión de un asunto ha sido declarada en debate 
libre, lo fue por todo el tiempo en que se consideró ei 
tema en este Cuerpo. De modo que me parece absurdo que 
el Senado dijera que hoy considera un tema con debate 
libre, mañano no y pasado quizá. No; lo que se declare 
que se va a considerar en régimen de debate libre es todc 
el asunto. 


Por lo tanto, entiendo que debemos continuar así, salve 
que en determinado momento el Senado resuelva recti- 
ficar el trámite votado en la sesión de ayer, 


SEÑOR TOURNE. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente; acompañe 
también el punto de vista expresado por el señor senado: 
Rodríguez Camusso en cuanto a lo que surge de la inter 
pretación reglamentaria y de los antecedentes que ha ha 
bido en el Parlamento en esta materia. 
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Indudablemente ei Senado puede reconsiderar esta si- 
tuación si entiende que debe volverse a discutir en un ré- 
gimen de debate normal. Planteada la moción correspon- 
diente habrá que aplicar también la disposición del artíi- 
culo 102 del Reglamento del Senado, que permite reabrir 
la discusión y resolver por un número de senadores supe- 
rior al que adoptó la resolución anterior, o por mayoría 
absoluta de los componentes del Cuerpo. 


Creo que el problema reglamentario aparentemente no 
da para más y si el señor senador 'Traversoni formaliza 
su propuesta como moción de orden, votaríamos la rc- 
consideración, con lo que habilitaríamos al Cuerpo para 
que se ocupe del tema como corresponde. 


Por otra parte, entiendo que el de las zonas francas 
es un tema importantísimo, fundamental, por io que, una 
vez decretado el debate libre, no parece equitativo que 
una parte de los señores senadores haya tenido la oportu- 
nidad de utilizar ese régimen o mecanismo reglamentario 
y el resto no; que los que hagan uso de la palabra en la 
sesión siguiente, tengan que ajustarse estrictamente a los 
cánones de una discusión común o normal del Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada en ei sentido 
de reconsiderar la decisión por la que se declaró debate 
libre la discusión de este tema. 


(Se vota:) 
—21 en 23, Afirmativa, 


SEÑOR CIGLIUTI. — ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


Consideraba que el procedimiento que debía seguir- 
se era el que mencioné hace unos instantes, pero en virtud 
de lo que se ha planteado y de que fue votada la recon- 
sideración de la decisión adoptada para declarar el debate 
libre, voy a formular moción concreta en el sentido de que 
se vuelva al régimen normal de discusión general del asun- 
to, es decir, que se mantenga el debate en la forma pre- 
vista en la parte inicial del artículo 68 del Reglamento 
del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador Cigliuti. 


(Se vota:) 
-—6 en 23. Negativa, 


Continúa la consideración del tema en régimen de de- 
bate libre y corresponde hacer uso de la palabra al señor 
senador Cersósimo. 


Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: induda- 
blemente, el tema que está a consideración del Senado es 
de una gran trascendencia y, a pesar de que ha sido de- 
clarado libre el debate, pienso que cs necesario ajustarse 
a un régimen de brevedad en las exposiciones lo que nos 
impide encarar una formulación histórica de todo lo que 
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dice relación con el instituto de las zonas francas o áreas 
exentas o zonas de economía libre o áreas francas, como 
también se las denomina. 


Como ha sido dicho, su origen es muy antiguo —aun- 
que, como veremos luego, las formas han evolucionado 
con el transcurso del tiempo— porque desde las épocas 
más remotas se han expresado los beneficios de la acti- 
vidad mercantil internacional ejercida de la manera más 
libre posible. Es así que, a pesar de las rivalidades que 
enfrentaban los señores feudales -——por ejemplo--- y'aún 
en pieno auge de la división del mundo en cristiano y mu- 
sulmán, se concretaban importantes corrientes comercia- 
les entre los integrantes de ambos bandos antagónicos. Las 
transacciones se llevaban a cabo en determinados lugares, 
que a esos fines quedaban al margen de los enfrentamien- 
tos de la época. 


Desde el punto de vista conceptual, entonces, las zo- 
nas O áreas francas —y puntualizamos que ellas no de- 
ben confundirse con “puertos francos”, “depósitos fran- 
cos”, “factorías francas”, etcétcra— son espacios territo- 
riales de distinta extensión y de diversa organización, en 
los que no funciona el principio general de tributación que 
grava el movimiento de mercaderías a través de las fron- 
teras. Ello supone que las mismas pueden entrar, salir, 
depositarse O ser transformadas en esos espacios, sin ne- 
cesidad de abonar tributo aduanero de clase alguna. Esto 
es posible porque los espacios ocupados por las zonas fran- 
cas no constituyen territorio aduanero. Reitero esto, pot- 
que es necesario tenerlo en cuenta expresamente: los in- 
mueb:es de que se trata no constituyen territorio adua- 
nero, Es por ese motivo que algunos de quienes Opinan 
sobre este tema han dado en llamar a estas, zonas de 
extraterritorialidad, lo que necesariamente nos obliga a 
hacer alguna puntualización. 


El principio de extraterritorialidad rige desde el pun- 
to de vista de la exención aduanera y de la tributación, 
pero no en lo que se relaciona con el sentido político o 
con el descaecimiento de la soberanía. La circunstancia de 
no integrar el territorio aduanero no implica —de ningu- 
na manera— la pérdida, la mengua o el enervamiento de 
los principios de extraterritorialidad o de soberania, que 
en muchas oportunidades han sido —y siguen siendo-—- 
elementos que crean dificultades en la consideración de 
estos temas. Esto ha ocurrido en muchos países y tam- 
bién en el nuestro, debido a esa suerte de criterio con 
“sabor aldeano” que suele exhibirse en relación con asun- 
tos como el que nos ocupa. 


Esto significa que en este aspecto no vale esa preten- 
dida extraterritorialidad, que para algunos es una ficción 
jurídica y para otros no. Hay que afirmar, en forma cate- 
górica, que los espacios destinados a zonas francas inte- 
gran el territorio nacional de pleno derecho. Es necesario 
expresar, además —aunque es sabido-—. que por razones 
de orden práctico y de seguridad, esos espacios deben es- 
tar cercados, tal como lo dispone la legislación vigente 
y también el proyecto que examinamos. 


En nuestro país, se sabe, funcionan dos zonas francas, 
ubicadas junto a los Puertos de Nueva Palmira y de Co- 
lonia. Ha de decirse que estos lugares no fueron seleccio- 
nados en forma caprichosa, sino que fueron el resultado 
de estudios técnicos y cuidadosos, en los que se tuvieron 
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en cuenta diversos elementos de juicio, tales como la si- 
tuación geográfica, las facilidades portuarias, las posibili- 
dades de transporte carretero, ferroviario y aéreo, y Ccir- 
eunstancias económicas, geopolíticas y también culturales. 
Para que una zona franca pueda ser viable es necesario 
armonizar y compensar todos estos elementos. Por otra 
parte, no son iguales en todos los lugares en que están 
instaladas y, en buena medida, dependen de las caracte 
rísticas del pais en el que se han de establecer. 


Colonia, por su proximidad con Buenos Aires y Nue- 
va Palmira, por disponer de un puerto de uitramar, si- 
tuado frente a la desembocadura del llamado Paraná Bra- 
vo que es la boca principal del delta del Paraná, constitu- 
yen —sin perjuicio de otras condicionantes fuidamenta- 
les-— los lugares naturales de entrada a la cuenca del Pla- 
ta y de salida de ella. Es conveniente que esto se diga 
desde ya para que luego se puedan apreciar las caracte- 
rísticas primordiales de las zonas francas que pretenden 
instituirse a través del proyecto de ley que estamos ana- 
lizando. 


La cuenca del Plata abarca una superficie de 3:200.000 
kilómetros cuadrados, de los cuales aportan, en números 
redondos, Argentina 900.000, Paraguay 400.000, Boiivia 
200.000, Brasil 1:400.000 y Uruguay 152.000; la interco- 
munican los ríos Paraguay —de 2.800 kilómetros— Pa- 
raná —de 4.500 kilómctros— y Uruguay de 1.612 kiló- 
metros. 


A este respecto se ha formulado -——conviene que este 
dato sea especialmente tenido en cuenta— una proyección 
poblacional de la que resulta que el total de habitantes 
de este extenso territorio, será, en el año 2000, de 
190:000.000. Estas son las características primordiales —re- 
lativas al pianteo que estamos realizando de lo que cons- 
tituyen las zonas francas y su desenvolvimiento a través 
del tiempo. 


Como es conocido, en nuestro país, las zonas francas 
están regidas, actualmente, por las disposiciones del De- 
creto-Ley N? 14.498, de 19 de febrero de 1976 y regula- 
das, además, por los decretos reglamentarios de esa nor- 
ma, Nros. 734 y 442, de 3 de noviembre de 1976 y de 
3 de agosto de 1977, respectivamente. 


Nuestro sector político es particularmente sensible al 
problema de las zonas francas y ha respondido a él pre- 
cisamente mediante la presentación de un proyecto de ley 
ante este Cuerpo, que tuvimos el honor de suscribir jun- 
to con los señores senadores Capeche y Jude, que entró 
al Senado el 10 de julio de 1985 y que, en términos ge- 
nerales, aporta similares soluciones y criterios, que los del 
proyecto que está a nuestro estudio en estos momentos. 
Por eso es que tenemos especial interés en expresar nues- 
tros puntos de vista en función de lo que entendemos cons- 
tituyen las zonas francas, 


De manera muy particular, trataremos de demostrar 
que no son exactas muchas de las críticas que, desde 
varios ángulos, dentro y fuera de este Cuerpo, se le han 
formulado a este proyecto de zonas francas y a lo que 
constituiría su consagración en el texto legal, en desme- 
dro de la soberanía y de la independencia del país, del 
principio de extraterritorialidad y de las relaciones labo- 
rales; en síntesis de nuestros postulados clásicos de liber- 
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tad, soberanía, autonomía, etcétera. Me refiero a esa €s- 
pecie de vasallaje o de colonialismo que quiere insuflarse 
a través de esas criticas que se han lanzado, prácticamen- 
te, sobre este proyecto de ley. Es así que, entonces, con- 
viene que aclaremos debidamente por qué fuimos firman- 
tes y elaboramos esas normas presentadas ante el Senado. 
Entendemos que es un insirumento para el desarrollo del 
país el que se aporta por medio del conjunto de las dis- 
posiciones del proyecto de ley de zonas francas. Es por 
eso que todos los que, como quienes integran nuestro sec- 
tor político, han hecho, de la defensa de esos postulados, 
uno de los elementos fundamentales de su orientación y 
de sus principios, tienen hoy la necesidad —y, más que 
eso, la obligación— de establecer muy claramente lo que 
constituyen los fundamentos a que me estaba refiriendo. 
La consagración de las disposiciones de este proyecto de 
ley, de ninguna manera enervará las características que 
en nuestro país tienen las relaciones laborales, la mano 
de obra y la soberanía, y no significará mi extranjeriza- 
ción ni extraterritorialidad. 


Por ejemplo, se ha hablado de lo que la elaboración 
y la sanción de un proyecto de esta naturaleza supondría 
para las relaciones laborales por la desaparición de los 
correspondientes controles. Tanto ese aspecto, como el de 
la falta de sindicalización que habrían de operarse, el 
descaecimiento que se produciría en tal sentido y, por otra 
parte, poco menos que la esciavización de aquellos que 
trabajarían en las zonas francas del país, son temás 
harto mencionados. Asimismo, se ha señalado lo que sig- 
nifica el “asalto final” por medio de textos de esta natu- 
raleza; esto no se ha manifestado en el Senado, sino en 
algún semanario que se difunde en el país. Este ha co- 
mentado también las conclusiones a que ha arribado la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y De- 
sarrolio, en un documento por ella elaborado en el año 
1983, en el que —dice-—— se analizan las consecuencias de 
las zonas francas en las políticas comerciales y de indus- 
trialización. Según el semanario de referencia la penetra- 
ción económica que se produciría a través de estas nor- 
mas, es el camino para consolidar la dominación política. 


Considero que es necesario que procedamos a la lec- 
tura de parte de esa publicación, porque la opinión públi- 
ca puede creer a través de ella; que se está enajenando 
la soberania nacional, que nos estamos vendiendo a un 
país extranjero, que estamos entregando parte del territo- 
rio patrio o que vamos en camino a constituirnos en una 
colonia de otra nación. Dicha publicación dice así: “Más 
allá de la retórica de circunstancias con que se adorna 
y pretende justificar el proyecto de ley de Zonas Francas, 
resulta transparente que se inscribe en la política de do- 
minio y explotación diseñada por las potencias centrales, 
particularmente a partir de la Segunda Guerra Mundial, 
y cuyas líneas más generales quedaron fijadas ya en la 
Carta del Atlántico: libertad de comercio y acceso irres- 
tricto a las materias primas.” 


“El fenómeno de la transnacionalización —tal como 
hoy lo conocemos—. es uno de los aspectos de esta polí- 
tica”. 


“Procurando mantener su rentabilidad, las grandes cor- 
poraciones multinacionales, que debían hacer frente a cre- 
cientes presiones fiscales, encarecimiento de la mano de 
obra, costosas instalaciones para preservación del medio 
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ambiente, etcétera, comienzan a desplazar ciertas indus- 
trias hacia los países periféricos más permisivos”. 


“Ahora se trata de perfeccionar el sistema”. 


“Para ello hace falta un gobierno complaciente, que 
entregue áreas de su territorio en régimen de extraterri- 
torialidad, asegurándole, además, todos los servicios e in- 
fraestructura necesarios, que se pagarán con el trabajo del 
resto del territorio nacional”. 


“Nuestro país, ya desmantelado por una política eco- 
nómica que está arrasando su planta productiva, se pre- 
para para recibir el asalto final”. 


Observen los señores senadores que esto es tremen- 
dista; cualquier persona desprevenida —que no tiene por 
qué estar informada— que lea esta publicación, creerá, 
entenderá y determinará que se está entregando el país 
a un sistema de dominio, explotación y colonialismo. 


Por otra parte, se agrega: “Aún más: el Poder Eje 
cutivo (representado por el Ministro de Industria y Ener- 
gia)” —me niego a creer, señor Presidente, que el señor 
Ministro pueda haber dicho lo que aquí se le quiere 
imputar— “manifestó a los legisladores no tener claro si 
la justicia uruguaya tendrá competencia en las zonas fran- 
cas o si deberá “admitir algún tipo de prórroga en su ju- 
risdicción o competencia”. A todo esto se comprometería 
el Estado bajo responsabilidad de daños y perjuicios (tra- 
bando la acción correctora de futuros gobiernos)”. 


Y termina esta parte del artículo —que es muy ex- 
tenso— con la siguiente expresión, que, a estos efectos, no 
tiene desperdicio: “Ni la más lamentable de las semico- 
lonias orientales, ofreció tanto”. 


De ninguna manera podemos callar frente a estas ma- 
nifestaciones aparecidas en la edición de 7 de agosto de 1987 
del semanario a que estoy refiriendo, o sea, hace apenas 
tres meses, 


SEÑOR AGUIRRE. -— ¿Me permite, señor senador, 
para una aclaración? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Si, señor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿El señor senador podría dar 
el nombre del semanario a que se está refiriendo? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Se trata del semanario 
“Brecha”. 


Lo que se dice no es solamente aplicable a los re 
presentantes del gobierno o a los integrantes del Partido 
Colorado, sino a todo el Senado. Nosotros tenemos que 
decirlo muy claro. Nuestro sector político —estamos ha- 
blando en su nombre— entiende que el desarrollo de las 
zonas francas es un instrumento de progreso, aún con los 
reparos que vamos a exponer en Sala. Pensamos que no 
deben lanzarse expresiones de esta naturaleza ni relacio- 
narse documentación que, trataré de demostrarlo, no se 
ajusta estrictamente a los términos de publicaciones de 
la UNCTAD, sobre temas similares. 


Nosotros no entregamos ninguna soberanía ni damos 
un régimen de extraterritorialidad política. En esas zonas 
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rigen todas las leyes del país con excepción de la legisla- 
ción tributaria, en los casos en que especificamente se 
determina que deja de tener vigor. Repito que rige toda 
la legislación laboral y no hay explotación del asalariado, 
de naturaleza alguna, como se ha expresado en varias pu- 
blicaciones y como se ha dicho también en alguna me- 
dida en el seno de este Cuerpo. 


De ser así, ni hubiéramos presentado nuestro proyec- 
to ni votaríamos, en general, el que está a consideración 
del Senado, porque si algo ténemos, si algo hemos demos- 
trado, si de algo podemos enorgullecernos muy modesta- 
mente, es haber defendido los principios fundamentales de 
la soberanía naciona!, en la verdad o en el error con pro- 
cedimientos que podrán o no compartirse. Pero ese ha 
sido nuestro espíritu, esa ha sido nuestra posición, y de 
ella en el caso concreto trataremos de dar cuenta al Se- 
nado, con motivo del tratamiento del asunto que ahora nos 
Ocupa. 


¿Cómo se aplican las normas que dicen relación con 
los aspectos de la legislación del trabajo y de las relacio- 
nes laborales, en determinadas zonas francas, para la ela: 
boración de productos de exportación? Para cohonestar y 
contestar las apreciaciones que en este Cuerpo y fuera 
de él se han hecho, vamos a referirnos a documentos ori- 
ginados en la Oficina Internacional del Trabajo de Gine- 
bra. En la Revista Internacional del Trabajo, volumen 103, 
N9 4, del año 1984, para quienes sostienen que aquí se 
trata de una entrega y de una explotación de los traba- 
jadores y, fundamentalmente, de las mujeres que traba- 
jan en las zonas francas, el tratadista David M. Dror, 
expresa. “Una serie de países en desarrollo han creado zo- 
nas francas para la elaboración de productos de exporta- 
ción destinadas a fomentar el empleo, las exportaciones y 
la transferencia de capacidades técnicas y de administra- 
ción. Aunque se ha escrito mucho sobre los efectos econó- 
micos de esas zonas, casi nunca se han investigado las 
repercusiones que tiene su condición jurídica especial so- 
bre la mano de obra. ¿Pierden, en materia de trabajo y 
de relaciones laborales, por comparación con el resto del 
país en el que se hallan instaladas?” 


Este autor presenta, primero, una breve recapitula- 
ción histórica, luego analiza la situación en cuatro países, 
entre ellos Sri Lanka. Lo digo expresamente, porque hay 
Otra publicación, de julio y agosto de este año, que tam- 
bién opina sobre la explotación que en las zonas francas, 
especialmente en Sri Lanka, se hace del trabajo de los 
que allí laboran y, fundamentalmente, de las mujeres. Por 
último, Dror examina la estructura del empleo y las po- 
líticas de mano de obra, los salarios y la remuneración y 
la aplicabilidad de las normas internacionales del trabajo 
en esas zonas. 


En ese aspecto, se manifiesta que “las zonas francas 
para la elaboración de productos de exportación, llamadas 
también zonas industriales de exportación, son un fenó- 
meno relativamente nuevo que ha surgido fundamental- 
mente para atender las necesidades que tienen los países 
en desarrollo de promover el empleo, las exportaciones y 
las transferencias de competencias técnicas y administra- 
tivas. Dichas zonas, en los primeros tiempos se habían 
instalado casi exclusivamente en Asia, están propagándo- 
se ahora en América Latina y en Africa y se tiene pre- 
visto crear también algunas en Europa”. 
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¿Quiere decir, entonces, que en todos estos paises -—10 
vamos a ver después— hay una entrega absoluta de ia 
soberanía y del principio de extraterritorialidad? Esto no 
es así. 


Nosotros no podemos quedar al margen de este siste- 
ma; existen 450 zonas francas en el mundo, en 184 países. 
Hay autores que —en un trabajo de octubre de 1987 pue- 
de leerse--- sostienen y con acierto, que en el mundo hay 
más de 2.000 zonas francas. En realidad, es posible que 
hayan, aún, más áreas exentas. 


Si esas criticas fueran reales, la mayor parte de los 
países del mundo estaría entregada a la explotación, al 
vasallaje y al colonialismo. 


En una de las últimas sesiones, el miembro  intor- 
mante, señor senador Flores Silva, decía que, un caso ti- 
pico en materia de zonas francas, es el de Shannon, en 
Irlanda. Esta fue la primera zona de esta indole que se 
creó y ello ocurrió después de que el uso de aviones con 
gran autonomía de vuelo hizo perder a esta ciudad su 
importancia como centro de reabastecimiento de combus- 
tible. 


Las expresiones tales como “pais huésped”, “pais de 
acogida”, etcétera, donde se encuentran las zonas fran- 
cas de exportación, no necesariamente refieren a que las 
empresas que allí se instalen sean empresas extranjeras. 
No significa, en síntesis, que todas las empresas de las 
zonas francas de exportación tengan ese carácter. Los au- 
tores que se ocupan de este tema, dicen: “Hay, desde lue- 
go, empresas de asociación de capitales (“joint ventu- 
res”) y empresas nacionales”. 


La mayoría de los estudios relativos a las zonas iran- 
cas de exportación se ocupan sólo de las cuestiones eco- 
nómicas y hasta la fecha, muy pocos han analizado la le- 
gislación del trabajo y la de las relaciones laborales. 


En ese aspecto, lo que interesa saber es si las normas 
jurídicas que se aplican en esas zonas francas de expor- 
tación difieren de las que se utilizan en los respectivos 
“países de acogida” y que nosotros también indicábamos 
como “paises huéspedes”. En los casos que se estudian en 
este trabajo de Dror, que tenemos a la vista, la creación 
de esas zonas ha dado lugar a modificaciones de la legis- 
lación del trabajo y de las prácticas en materia de rela 
ciones laborales. Describe, luego, el autor, lo que ocurre 
en cuatro países, Uno de ellos es Mauricio, otro, Pakistán, 
otro, Filipinas y por último, Sri Lanka. 


Los señores senadores deben saber por qué me estoy 
refiriendo concretamente a Sri Lanka. Eso es porque hay 
una publicación, como lo dije, “Revista Sindical, Política, 
Económica y Cultural”, de agosto de 1987, número 60, 
donde también, con sentido tremendista, se habla de la 
explotación del asalariado en estas zonas, particularmente 
en Sri Lanka. Nuestro deber es averiguar qué pasa en 
ellas, para que no ocurra lo mismo en nuestro país, Eso 
es lo que se dice en esa publicación y para que el señor 
senador Aguirre no me lo pregunte, si es que le interesa, 
digo que se llama “Avanzada”. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Es un buen 
nombre. 
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SEÑOR CERSOSIMO. —- Eso corre por su cuenta, 3e- 
ñor senador, simplemente me limito a mencionarlo, 


Continúo, señor Presidente. 


Se lee en esa Revista, en la página nueve: “La ins- 
talación de multinacionales en Zonas Francas, en países 
del Tercer Mundo, ha traído a los mismos explotación, 
discriminación, violación de los derechos humanos”. “Un 
estudio de la OIT -—Organización Internacional del Tra- 
bajo— ha mostrado (“Las Mujeres que Trabajan en las 
Empresas Multinacionales de los Paises en Desarrollo”) 
las condiciones en que viven las mujeres en las Zonas 
Francas”. “Se ha tomado en la nota que reproducimos, 
de la revista de Cidutal, lo que pasó en Sri Lanka. Ali 
se instaló en 1978 una Zona Franca de 200 hectáreas. Allí 
se instalaron multinacionales que dan empleo a 47.000 
trabajadores. El 80% son mujeres y la situación de es- 
tas mujeres —conviene recordarlo ahora, que se está por 
aprobar una ley de Zonas Francas en Uruguay— es deses' 
perante. Trabajan de 8 a 21 y 30 horas de corrido, tienen 
14 días de vacaciones anuales, pero si la empresa lo de- 
cide no pueden tomarse la licencia; no se pueden negar 
a hacer horas extra; se pueden jubilar a los 55 años de 
edad pero con el 20% del salario; ganan, en el mejor de 
los casos, U$S 44 -—alrededor de N$ 11.000 nuestros— 
mensuales, Les permiten, cada cuatro o cinco meses, vi- 
sitar un día o dos a sus familiares; viven en barracones 
en las “Zonas Francas”; los sindicatos no funcionan alí; 
el gobierno no puede entrar en la Zona Franca”; mandán 
las multinacionales, Es el regreso al trabajo en la escla- 
vitud, a fines del siglo XX. Ñ 


Quien lea esto, y ocupe posiciones de la naturaleza 
de la que ejercemos, naturalmente tiene que informarse 
para comprobar si ello es verdad y para coadyuvar a fin 
de que no ocurra lo mismo en el país y las zonas francás 
no se transformen en un instrumento de tal naturaleza. 


En Revista, insospechable en cuanto a su origen, de 
la Oficina Internacional del Trabajo de Ginebra pasamos 
por alto muchas de las determinaciones que se realizan 
y que por cierto son muy interesantes, después dice: “Al- 
gunas leyes de Sri Lanka han sido modificadas al crearse 
las zonas francas de exportación. En una carta enviada 
al Director General de la OIT en enero de 1980, el Mi- 
nistro de Trabajo declaró que la implantación de indus: 
trias electrónicas en la zona, exigía el empleo de trabaja- 
doras en tres turnos y que, por consiguiente, el Gobierno 
se proponía abrogar la legislación nacional relativa al tra- 
bajo nocturno de las mujeres y denunciar el Convenio 
N9 89 de la OIT. Esta denuncia, que fue registrada en 
enero de 1982, no menciona la zona franca de exporta- 
ción ni establece diferencia jurídica alguna entre ella y 
el resto del territorio nacional. El Gobierno se proponía 
autorizar el trabajo nocturno de las mujeres, únicamente 
cuando éstas diesen su consentimiento por escrito”. Debo 
aclarar que el Convenio (revisado) sobre el trabajo noc- 
turno de las mujeres, en 1948, N? 89, ha sido denunciado 
además de Sri Lanka por varios otros Estados Miembros; 
entre ellos Irlanda, Luxemburgo, Nueva Zelandia, Países 
Bajos y Uruguay, pero Sri Lanka es el único que lo ha 
hecho por esta razón precisa. 


“Sin embargo, queda por saber cómo se obtiene ese 
consentimiento y cuáles son las razones del rechazo del 
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trabajo nocturno que el empleador considera aceptable y 
que por consiguiente, no constituye motivo de despido. 
Por el momento, quizá esta cuestión sea un tanto hipoté- 
tica, pues la Ley N% 47 de 1956 que reglamenta el tra- 
bajo de las mujeres, los adolescentes y los niños, no ha 
sufrido modificación desde que se hizo la denuncia del 
Convenio 89, por lo que continúan en vigor las restric- 
ciones que ella opone al trabajo nocturno de las mujeros, 
ya sea dentro o fuera de la zona franca de exportación. 
No obstante como la denuncia obedeció en gran parte a la 
creación de la zona es posible que se modifique la legis- 
lación nacional para dar una base legal al trabajo noc- 
turno de las mujeres en la zona franca de exportación. 


El predominio de la mano de obra femenina en las 
zonas francas de exportación de Bataan, (Filipinas) Sri 
Lanka, República de Corea y Baran Lepas (Malasia) ha 
sido explicado, por un lado, por el hecho de que esas zo- 
nas producen, sobre todo, prendas de vestir, textiles y par- 
tes de artefactos electrónicos, actividades que, tradicio- 
nalmente y, en el mundo entero se consideran como ofi- 
cios femeninos, y, por otro lado, por el hecho de que las 
mujeres son “muy trabajadoras”, dóciles, y están dispues- 
tas a aceptar trabajos tediosos y monótonos ya que tle- 
nen dedos ágiles; en pocas palabras, que su productividad 
en esos empleos es superior a la de los hombres”. 


Además, Dror agrega consideraciones muy especiales 
sobre salarios y remuneraciones. Dice que no significan, 
necesariamente, las variaciones de un país a otro, y de 
una zona a otra, que la remuneración sea injusta ni que 
tenga caracteristicas de expoltación, sino que hay que 
estudiar la situación en cada caso. “Sin embargo” —esto 
es importante y no voy a cansar al Senado con otras re- 
ferencias a este respecto, pues simplemente voy a dar las 
conclusiones que esas sí no pueden dejar de mencionarse— 
“algunas informaciones recientemente publicadas llevan 
4 pensar” —eso dice este autor— “que en la mayoría de 
las zonas francas de exportación las remuneraciones sue- 
len ser un poco más elevadas que para los empleos com- 
parables en el mismo pais. Por ejemplo, se tienen noti- 
cias de que en Mauricio, los empleadores de las zonas 
francas de exportación ofrecen a los trabajadores recién 
contratados salarios iniciales ligeramente superiores al mi: 
nimo legal y muchas mujeres que trabajan a destajo es- 
tán percibiendo remuneraciones superiores al salario míi- 
nimo fijado para los varones que es superior al de las 
mujeres. En Katunayake, en Sri Lanka, las tasas salaria- 
les prescriptas por el consejo económico del Gran Colom- 
bo —que es precisamente la capital— son un poco más 
elevadas que las prescriptas por los Consejos de Salarios 
para los trabajadores ocupados fuera de las zonas iran- 
cas de exportación”, 


Quiere decir que ocurre todo lo contrario de lo que 
indica la publicación “Avanzada” a que he hecho refe- 
rencia, y lo expuesto en la citada Revista lo dice uno de 
los tratadistas de la Oficina Internacional del Trabajo de 
Ginebra. “Además”, —agrega éste— “la mayoría de las 
empresas de la zona tienen un sistema de primas basados 
en la asiduidad y el rendimiento”. “Una encuesta realiza- 
da en 1982, puso de manifiesto que el 83% de los traba- 
jadores de la zona franca de exportación percibían un sa- 
lario superior al salario minimo”. 


Este trabajo de Dror como conclusión, comprende las 
siguientes manifestaciones, que trasmito al Senado. Dice 
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así: “La cuestión de saber si las normas laborales pueden 
o deben ser modificadas con objeto de atraer inversiones 
generadoras de empleos sigue siendo materia de debate. 
Algunas de las críticas que se han formulado en contra 
de las zonas francas de exportación se centran, precisa- 
mente, en esta cuestión”. 


Hemos visto que en ciertos países la legislación que 
rige las relaciones laborales en una zona franca de ex- 
portación, es muy distinta que la que rige fuera de ellas”. 


“Por lo que atañe” —agrega, finalizando-— “a la OIT 
y a las zonas francas de exportación, hemos llegado a dos 
conclusiones: la primera es que la exclusión de las zo- 
nas francas de exportación del campo de aplicación de un 
convenio ratificado sería incompatible con las obligacio- 
nes que impone la ratificación”. “La segunda” —-y esto - 
es particularmente importante—— “es que no se ha someti- 
do a la OIT una sola reclamación, en virtud del artículo 
24 de la constitución ni queja en virtud del articulo 26, 
relativa a las zonas francas de exportación; además, el 
Comité de Libertad Sindical sólo se ha ocupado de dichas 
zonas en dos casos y en uno de ellos, la cuestión de la 
zona era más bien secundaria. Tampoco se ha presentado 
ninguna solicitud válida para la interpretación de.las dis- 
posiciones de la Declaración Tripartita de Principios sobre 
las Empresas Multinacionales y la Política Social”. 


“Desde luego” —dice y con razón— “el hecho de que 
no se haya presentado ninguna queja no basta para de- 
mostrar que todo es satisfactorio en las zonas francas de 
exportación”. “Pero habida cuenta” —agrega— “del fre- 
cuente recurso al procedimiento de la OIT de examen de 
quejas en otros asuntos, el atribuir esta ausencia de que- 
jas a una falta de familiaridad con este procedimiento 
equivaldría sin duda a simplificar demasiado las cosas. Co- 
mo quiera que sea, no cabe duda de que la Comisión de 
Expertos, al consagrar una parte especial de sus informes 
anuales a las zonas francas de exportación, seguirá estan- 
do muy atenta a las violaciones del derecho internacional 
del trabajo”. 


Por todo lo expuesto digo, señor Presidente, que en 
esta y otras materias tenemos que movernos con realida- 
des. También tenemos que hacerlo en lo que atañe a los 
principios de soberanía que aquí están' en juego. Se ha 
hablado de que este proyecto afecta a la soberanía del 
país; se ha expresado que hay un entreguismo, que hay 
una esclavitud y que volveremos otra vez, prácticamente, 
a la época de la colonia y al dominio extranjeros. Eso que 
se dice, acabo de leerlo ante el Senado. 


Quiero expresar ahora, señor Presidente, algo tan vie- 
jo como lo que decía Bossuet hace ya muchas décadas: 
“No hay, entre las palabras humanas, ninguna más her- 
mosa que la palabra libertad”. En este caso el concepto 
cabe para la palabra soberanía. “Donde quiera que ella 
se pronuncia, despierta entusiasmo en los corazones; hace 
que se muevan y dinamicen los espíritus más indiferentes 
y que se accionen, también, las simpatías de las almas 
más apáticas”. “Pero” —agrega— “no hay ninguna tan 
engañosa y alucinadora como ella”. 


Suele ocurrir, señor Presidente, con el concepto de 
soberanía, lo que un semanario de nuestfo país —hablan- 
do precisamente de la “tibetización” de la economía, que 
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a veces suele propugnarse con este tipo de posiciones ne- 
gativas— dice: que se transforma en un obstáculo para 
el desarrollo y por ello no debe haber una tarea más apre- 
miante, entre nosotros, que la de poner de manifiesto la 
falacia de quienes se oponen a todo este tipo de redimen- 
sionamiento del Estado. 


“Desde que los conquistadores europeos”, agrega, “en 
geñaban a los indios con espejitos y cuentas de colores, 
no se practicaba el fraude con tan parecido descaro”. Pues 
inmediatamente que surgen iniciativas de esta naturale- 
za, se “cae en la cuenta de que la soberanía lo impide”. 
“Impide en realidad todo, menos que sigamos, respecto 
del pelotón del progreso económico, más y más rezagados 
y que continuemos ofreciendo, como solución de vida a 
más y más de nuestros compatriotas, el triste camino de 
la emigración”. 


En este mismo sentido, algunos tratadistas que se han 
ocupado del tema de las zonas francas —que muy bre- 
vemente vamos a citar después— expresan, en relación 
con el mismo asunto, para demostrar que en este pro- 
yecto tampoco hay ningún desconocimiento del concepto 
de referencia, que nos es tan caro no solamente al sec- 
tor que represento sino a toda la ciudadanía del país y 
a los señores senadores, de manera particular en el caso 
concreto, lo siguiente. Hay conceptos —dice el Dr. Sergio 
Abreu-—- cuya sola enunciación conmueve el caudal afec. 
tivo de la comunidad. Despiertan espontáneas adhesiones. 
Llaman al sacrificio en un tributo que todo ciudadano 
está dispuesto a pagar en defensa de su idea de patria y 
nacionalidad. La- soberanía es uno de ellos. A elia se ape- 
la cuando se quiere advertir sobre la pérdida de autono- 
mía o decisión del Estado. Cuando se pone en peligro la 
existencia de una autoridad final y absoluta en la socie- 
dad politica. Su idea se vincula al proyecto de país que 
se quiere desarrollar. A la capacidad de llevarlo a cabo 
con el esfuerzo nacional. Y aún con el extranjero, si su 
participación no compromete la independencia del país 
para orientar su propio destino. 


Nosotros decimos, además, en este aspecto, que cuan- 
do estuvo hace pcco en el Uruguay el Presidente espa- 
ñol, interpretamos, a través de sus manifestaciones, que 
é] vincula este proceso, en el que se inscribe la superación 
de las coordenadas que, hasta hace poco tiempo, deter- 
minaban el concepto clásico de Soberanía y en el que se 
inserta la problemática de las Zonas francas, a la idea 
de la necesidad. “La comunidad” —dice Felipe González— 
“no es más que Ja respuesta a una necesidad; la nece- 
sidad de la supranacionalidad y no sólo, desde luego, en 
cl terreno económico y comercial, sino también en el po- 
lítico”. “En caso contrario” —y recurriendo nuevamente 
a la lucidez del pensamiento del mandatario español— 
podemos vernos encerrados en una actitud de excesiva 
autocrítica que podría satisfacer una inquietud del mo- 
mento, pero que, de continuar, entraría ya en el terreno 
de la xenofobia”. Y eso, estimamos, es lo que parece que 
está ocurriendo. 


El concepto de la exclusión aduanera y tributaria, en 
estos casos, pretenderemos demostrarlo ahora, de ningu. 
na manera puede determinar que las autoridades nacio- 
nales pierdan ingerencia dentro de las zonas francas. En 
ese aspecto, no hay ninguna duda de que es así, La ne- 
cesidad de asegurar el contralor, el cumplimiento de nor- 
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mas generales en materia laboral, de seguridad, de con- 
tribuciones de seguridad social, etcétera, determinan que 
estas actividades se realicen en términos que no difieren 
de los que se cumplen dentro del territorio no Íranco. 
Reiteramos que aquella exclusión no significa, en modo 
alguno, menoscabar o desconocer el sentido fundamenta! 
de la soberanía del país. 


Hace escasos días, en relación con este mismo asunto 
de la soberanía, respecto de lo que ocurre én países tan 
similares al nuestro, como la República Argentina, se ex- 
presaba, por algún medio de prensa, lo mismo que noso- 
tros establecemos aquí. Y se hacia referencia, entre Otros 
aspectos, a lo que constituye la evolución del concepto 
e supranacionalidad a que se referían el Presidente es- 
pañol y también su Ministro de Economía y Hacienda, 
en un reportaje muy claro que allí se realizó. 


El Ministro de Economía y Hacienda español, don 
Carlos Solchaga, que acompañó al Presidente del Gobier- 
no de España a esta visita al Río de la Plata, explicaba 
cómo hizo para Mevar adelante todo el programa de re- 
activación económica de su pais, dentro de un concepto 
socialista, como lo es, sin duda y naturalmente, el del 
gobierno del señor Felipe González; lo que logró esta 
implantación de su nación en el Mercado Común Europeo; 
cómo pudo hacer para —tildándosele de neoliberal-— man- 
tener la orientación socialista de sus principios en el go- 
b:erno de que forman parte el uno y el otro, presidién. 
dolo el señcr González, orientándolo en su economía el 
señor Solchaga, con una política que ha sido conside- 
rada como un verdadero milagro económico. 


“Lo que no hemos hecho” —dice eel Ministro de Eco- 
nomía y Hacienda español, Carlos Solchaga, socialista, 
naturalmente-— “es caer en la demagogia de redistribuir 
muy rápido lo que no existía. A nada conduce repartir 
la miscria. Tampoco hemos caído en la demagogia de 
desestimular, total y absolutamente a los empresarios y 
a los inversores. Necesitamos crear riqueza ¿no? Eso €s 
lo que nemos hecho. Y eso que algunos llaman política 
de izquierda es algo que no vamos a hacer, cualesquiera 
sean las apelaciones que nos hagan. ¿Cómo se estimula 
a los inversores y a los empresarios? No halagándolos, 
ciertamente. Sino a través de una política económica que 
dé buenos resultados, que produzca equilibrios en la eco- 
nomía, que sea fácilmente distinguible; por lo tanto, que 
provoque confianza. Hay que crear un clima por el cual 
invertir y crear nuevos puestos de trabajo, buscando por 
supuesto la rentabilidad, que es lo que tiene que hacer 
un empresario y que ella sea la salida más natural. Verá 
usted: el dinero es más bien temeroso. Va buscando siem- 
pre los lugares donde existe confianza en la rentabilidad. 
A medida que usted arregla la economía, esa confianza 
se recupera”. 


Y expresa, por otra parte, que ya no son ellos un mer. 
cado de 39 millones de españoles. “Somos” -——dice Solcha- 
ga— “un mercado de 300 millones de europeos. Para el 
capital extranjero, trabajar allí donde hay más posibili. 
dades de desarrcllo y costos laborales relativamente ba- 
jos, comparados con los de Alemania, Francia u Holanda, 
es algo que los atrae. Atrae a los países del propio Mer- 
cado Común como a paises fuera del Mercado Común, 
que fabricando sus productos en España, pueden introdu- 
cirlos més fácil en el Mercado Común que mandándolos 
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desde los Estados Unidos, Japón o Nueva Zelandia. Por 
eso aumentó la inversión y el desarrollo en nuestro país” 


Eso lo dice un socialista, un hombre que ha dado a 
España este resultado asombroso de bajar la inflación en 
cirico años, de un 14.4% anual a un 5%, en este momen- 
to, y que ha conseguido que la Bolsa de Madrid sea la 
plaza financiera más próspera de occidente; más que 
Londres y Nueva York, señores senadores. Y todo eso lo 
dice un gobernante socialista español, no lo dice un inte- 
grante de nuestro sector político, que podría estar en las 
antípodas, para algunas concepciones, en relación con el 
pensamiento de aquel gobernante. 


Hace escasos días, una revista especializada argenti- 
na, hablando de problemas que allí ocurren, similares.a 
los que suceden en nuestro país, se pregunta, también, en 
relación con este real fenómeno, con este milagro econó- 
mico español, repito, como ha dado en llamarse, lo siguien- 
te: “Recuérdesze lo que era España algunos años atrás. Si 
hasta parecia un chiste de la geografía que fuera la puer- 
ta de Europa y no, como muchos ironizaban “el norte de 
Africa”. “Esto lo admiten los propios españoles, que en 
los últimos tiempos han puesto de moda un eslogan, por 
demás elocuente: “Ya somos Europa”. “Y no sólo lo son, 
están protagonizando, en este momento, un verdadero mi- 
lagro económico, a cuyo timón está un gobierno socialis- 
ta”. “Un gobierno que quiere una España grande, prós- 
pera, hablando de igual a igual con sus vecinos europeos 
y para eso alienta el capital, los negocios, la eficiencia 
en la economia”. “Un gobierno que no tiene temores ideo- 
lógicos”. 


“En fin; usted lo sabe; ya vio y escuchó sobradamen- 
te a Felipe González”. 


Y, ahora, frente a todo esto, nosotros decimos que 
todo el mundo quiere ser libre y mosotros también. Que- 
remos un país grande, próspero; pero aquí el asunto es 
distinto; “aquí somos fieles hasta el hartazgo a dogmas 
ideológicos”, a estos eslóganes con que nos regala, todos 
los dias esa prensa que no quiere que el país se desarro- 
lle con estas características, “Eslóganes que no sólo están 
en desuso en todo el mundo sino que, en gran parte”, 
señores senadores, “nos han llevado a ser lo que hoy so- 
mos”. Aquí queremos engrandecer el país corriendo a jabo- 
nazos a los empresarios”... “que vienen a presentarse a 
una licitación, transformando una minima privatización 
en una esquizofrénica e interminable indefinición”, o ha- 
ciendo que la ciudad y el país todo lean este tipo de titu- 
lares y expresiones como “dominio y explotación extran- 
jeros”, totalmente a contramano del mundo y de la his- 
toria. 


A estos ideólogos hay que recordarles que a este pais 
hace mucho tiempo que no vienen capitales extranjeros 
a invertir; que, en realidad, son más los que se han ido 
y ese es uno de nuestros males. ¿De qué colonia, enton- 
ces, de qué vasallaje, de qué entrega, de qué extranje- 
rización estamos hablando? 


Mientras tanto, nosotros expresamos el final del ar- 
gumento de la revista argentina a que me he referido y 
ante esas negativas y las otras opciones que quieren para 
el pais, sin temores ideológicos, las manifestaciones de 
su expansión y de su empuje, ¿cuál de las dos actitudes 
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es el verdadero chiste de los que se atribuyen a algunos 
paisanos españoles? 


(Interrupción del señor senador Lacalle Herrera) 
--Con jos debidos respetos, señor senador, 


Por eso digo, señor Presidente, que todo esto indica 
que nosotros tenemos que defender en forma muy firme 
y muy clara lo que supone el principio de soberanía in: 
serto en la base misma de nuestra ideología política: y 
que constituye el sentido que en ese aspecto le imprimi: 
mos al sector politico de que formamos parte, 


Con este proyecto, en general, estamos de acuerdo y 
vamos a votarlo, porque, naturalmente, se inscribe, ya lo 
hemos dicho, dentro de las características del que. nosa. 
tros presentamos en la fecha que hemos señalado y por- 
que, además, supcne una herramienta de desarrollo para 
el país que éste no puede perder, a pesar de las reservas 
que expresamente haremos en el caso de algunas de sus 
disposiciones y con el objeto de mejorarlas, ajustándolas 
a lo que nosotros entendemos son los más adecuados me- 
canismos de protección de la industria nacional y tam. 
bién del amparo a las inversiones extranjeras que vengan 
al país, para su desarrollo y para su mejor destino, 


Tengo acá, señor Presidente, una publicación efectua- 
da en su Oportunidad por la Universidad de la República 
donde se recogen, en relación con la zona franca, opi- 
niones muy valiosas; entre otras, las de los doctores 
Eduardo Jiménez de Aréchaga, Damiel M. Ferrere, Sergio 
Abreu Bonilla y Manuel Vieira, que se han ocupado de 
este tema. 


Dice, por ejemplo, el doctor Jiménez de Aréchaga en 
relación con el problema de la soberanía, del que tanto 
se ha hablado “que, ese temperamento negativo... resulta 
del concepto mismo de la zona franca, que ha sido defi. 
nida como un retiro o retroceso de la barrera o cordón 
aduanero de un Estado detrás Ge la frontera política de 
ese mismo Estado, pero siempre dentro de él, liberada al 
comercio internacional y a cuyo amparo se pueden rea- 
lizar una seric de actividades económicas libre de los gra- 
vámenes tradicionales”, A este respecto, el mismo autor, 
para avalar su opinión menciona un caso acontecido en 
el Derecho Internacional: es el pleito de las zonas fran. 
cas del Distrito de Gex ocurrido entre Francia y Suiza. 
En ese conflicto, la Corte Internacional de Justicia de 
La Haya definió el concepto de zona franca como el re- 
tiro de la barrera aduanera francesa detrás de la fron- 
tera del Distrito de Gex”. Este es un fallo de 7 de junio 
de 1932. 


Creo que esto es lo suficientemente elocuente y claro 
como para determinar que no hay ningún descaecimiento 
de la soberanía del país que permita en su territorio el 
establecimiento de zonas francas”. 


El trabajo de los doctores Daniel M. Ferrere y Sergio 
Abreu Bonilla, que tiene un gran nivel técnico, fue efec- 
tuado y presentado por los mencionados jurisconsultos a 
las IX Jornadas Latinoamericanas de Derecho Tributarió, 
celebradas en Asunción del 20 al 24 de agosto de 1978. 
Estudian las zonas francas, los puertos francos, el depó: 
sito franco, el depósito temporal, el depósito industrial, 
etcétera: las zonas francas comerciales e industriales y, 
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per último, las que se denominan, con muy buen erite- 
río, zonas francas internacionales. 


Haciéndose referencia a la naturaleza jurídica de las 
zonas francas —por si no fuera suficiente lo ya expre- 
sado— dicen que ellas “son franquicias aduaneras territo- 
riales”, 


Por otra parte, esta conclusión es confirmada por el 
profesor Juan Pedro Farachio en el Capítulo XII del Tra- 
tado de Derecho Aduanero y Portuario (editor Amalio 
Fernández; Montevideo, 1972). 


Adeinás, los doctores Ferrere y Abreu Bonilla agre- 
gan “que, es exagerado tener este tipo de franquicias te- 
rritoriales como fuera del territorio aduanero (ficción de 
extraterritorialidad) y como ámbito desnacionalizado, al 
mismo título que territorio extranjero. Esta postura, por 
Otra parte, es desmentida por el texto expreso”? —en cuan- 
te a la pérdida de soberanía— “del Decreto-Ley N? 14.498, 
del 19 de tcbrero de 1976 vigente en la materia, así co- 
ma por diferentes normas de la legislación internacional” 


Dice, muy claramente, que ...“si bien es una zona 
fiscal total o parcialmente exenta, de modo alguno se ha- 
Ma sustraída a la soberanía nacional, desde el momento 
que aquel territorio se halla enclavado y pertenece al 
territorio nacional”. Efectúanm, después, consideraciones 
fundamentales en relación con las zonas francas, los puer- 
tos francos y los depósitos francos, 


Al dar su definición, mencionan como ejemplo sa- 
liente el conocido Convenio de Kyoto, de 1973, que elabo: 
rara el Comité Técnico Permanente del Consejo de Co- 
operación Aduanera de Bruselas. 


En dicha Convención se define a la zona franca co- 
mo “una parte del territorio de un Estado”? —véase, señor 
Presidente, que se la incluye en el territorio nacional del 
Estado— “en la que las mercancías que en ella se intro. 
duzcan, se consideran generalmente como si no estuvie- 
sen en el territorio aduanero con respecto a los derechos 
de importación y no están sometidas al contralor habi. 
tual de Ja aduana”. 


También, en el ámbito europeo, la directiva de 4 de 
marzo de 1969, informa sobre este aspecto de las zonas 
francas “Armonización de las Reglas Establecidas por 
Ley, Reglamentos o Acto Administrativo referidos a esta 
especie, “afirma que zona franca significa, cualquiera sea 
la expresión usada por los Estados Miembros, todo en- 
clave territorial establecido por las autoridades compe- 
tentes de los Estados miembros, de manera que los bie- 
nes, en ellos, puedan ser considerados como encontrán- 
dose fuera del territorio aduanero de la Comunidad a los 
efectos de la aplicación de derechos aduaneros, tributos 
agropecuarios, restricciones cuantitativas, o cualquier car- 
ga: o medida de efectos equivalentes”. 


También en Latinoamérica, lo que hoy es ALADI, que 
en su momento fue ALALC define las Zonas Francas, en 
el “Proyecto Revisado de Normas Comunes Sobre el Ré- 
gimen de Zonas Francas” como un “régimen aduanero 
que permite recibir mercaderías en un espacio delimitado 
de un Estado, sin el pago de gravámenes a la importa- 
ción, por considerarse que no se encuentran en el terri. 
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torio aduanero y donde no están sujetas al control ha- 
bitual de la aduana. La naturaleza de las operaciones a 
que puedan someterse las mercaderías en el interior de 
una Zona Franca, determina que pueda ser calificada 
como una Zona Franca comercial o industrial”. 


En otra parte de este trabajo, realizado por estos ju- 
risconsultos, en lo que dice relación con las zonas francas 
internacionales, se dice que “la circunstancia de que estas 
pasen a ser establecidas en beneficio principal de un Es- 
tado extranjero, no resulta de un desmembramiento del 
territorio político del Estado concedente e impide consi- 
derar como viables aquellas soluciones que se estructuren 
sobre la base de admitir el ejercicio sobre ellas y por par- 
te del Estado beneficiario, de actos de poder público que 
emanen por su naturaleza de la soberania del, Estado”. 


De modo, pues, que no nos cabe ninguna duda a este 
respecto. Han sido, espero, a ese efecto, suficientemente 
elocuentes estas ilustradas citas que he realizado, con el 
propósito, más que nada, de que se aquilate el sentido 
que nosotros hemos dado a nuestra opinión en relación 
con el apoyo a este proyecto y, fundamentalmente, al que 
oportunamente presentó la bancada de senadores de la 
Unión Colorada y Batllista sobre el mismo tema, De no 
conllevar estos proyectos, el propósito que tienen y la fi 
nalidad que los determina, nosotros, indudablemente, no 
les hubiéramos estructurado y apoyado, en cada caso. 


Por eso decimos, señor Presidente, que nos parece 
abscluiamente claro que ni en lo que tiene que ver con 
la soberanía, ni en materia laboral, ni en lo referente a 
la mano de obra o al empleo, aparece ningún elemento 
negativo que determine reparos u obstáculos en este sen 
tido. Al respecto, citamos la “Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Comercio y Desarrollo”. “Las Zonas Francas 
para la elaboración de productos de exportación en los 
países en desarrollo: sus consecuencias para las políticas 
comerciales y de industrialización”, documento publicado 
por la UNCTAD en 1985, del que resulta en forma abso- 
lutamente clara y terminante cuáles son los elementos 
necesarios para la promoción y desarrollo de aquéllas. 


Y no eXiste tampoco en él, ningún elemento negativo 
que determine obstáculos o reparos en lo que tiene rela- 
ción con el proyecto de ley a estudio. Tampoco los hay 
en los distintos países del mundo que esta publicación 
menciona. 


Por eso, señor Presidente, se expresa que “la Circuns- 
tancia de que la zona franca internacional pase a ser 
establecida en beneficio principal de un estado extran- 
jero, no resulta de un desmembramiento —insistimos— 
del territorio político del Estado concedente, o de una 
mengua de su soberanía política, la que en principio per- 
manece intacta dentro de los límites que fije, en defini- 
tiva, el tratado internacional que se suscriba sobre el par- 
ticular, definiendo el estatuto y régimen legal de la Zona”. 


“El concepto de Zona Franca” —señor Presidente, y 
me refiero a usted en particular— “mo implica, de nin- 
guna manera, extraterritorialidad y menos aún pérdida 
o mengua de la soberanía del Estado sede”. Lo expuesto 
está publicado en el diario “El Día”, de su actual direc- 
ción, de 9 de diciembre de 1979, en la página 16. Tam- 
bién está acorde con ello el Informativo Naval del Co. 
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mando General de la Armada, de octubre del mismo año, 
número $, con el título “Las Zonas Francas Uruguayas”. 


No cabe ninguna duda de la regularidad que supone 
establecer zonas francas con e! propósito de desarrollar al 
país y alraer a los capitales extranjeros a él. A estas zo- 
nas francas, además, se las ha calificado, en cuanto a su 
explotación, como concesiones de uso de bienes públicos 
y como concesiones de obra pública. 


Por otra parte, en lo que tiene relación con el régi- 
men de extraterritorialidad, nos referiremos a una consul- 
ta que se le formuló hace algunos años, al doctor Manuel 
Vieira, Catedrático de Derecho Internacional Público y 
Privado, en la que establece conclusiones terminantes a 
ese respecto. El doctor Vieira dice que “las zonas francas 
son franquicias territoriales que importan un privilegio de 
exclusión de la legislación territorial, que supone proveer 
a los bienes de la zona un estatuto legal propio de los bie- 
nes en tránsito”. “La idca de la extraterritorialidad no 
significa que la zona franca no sea territorio nacional. Lo 
€s, pero por imperio de un tratado internacional o por dis- 
posición de una ley, esa zona es exceptuada de la legisla- 
ción territorial. Las mercaderías que se encuentran en ella 
son consideradas en tránsito. Se discute la ley aplicable a 
esos bienes en tránsito: si es la del destino o la de la ex- 
pedición”. 


Recordamos lo que en este aspecto enseñaba el doctor 
Quintín Alfonsín, que ahora no viene al caso indicarlo, 


Además, se agrega que “es de la esencia de la zona 
franca y de los depósitos francos la ficción de la extrate- 
rritorialidad. La respuesta es afirmativa, pero no como una 
ficción”. 


Obsérvese, señor Presidente, que al comienzo había- 
mos dicho que existían tratadistas que estimaban que se 
trataba de una ficción de extraterritorialidad con fines 
aduaneros. Inclusive, aquí, en esta consulta, se dice más: 
“no se trata de una ficción” — agrega el autor— “sino de 
un principio de derecho con la extensión y contenido si- 
guientes: situación de derecho que excluye del imperio 
de las leyes locales a personas y cosas sin que por ello 
deje de ser territorio del Estado”. 


El concepto de zonas francas en base al régimen de 
extraterritorialidad, en cuanto a las causas que las han 
originado, ha provocado el retraimiento de su concreción, 
en algunas oportunidades y o especies, por considerarse 
que su implantación daría funcionalidad, precisamente, a 
aquellos ataques por pérdida de soberanía, y de ello se ha 
hecho objeto a algunos de los países que quisieron adop- 
tarlas, Las razones para su consagración, desde el punto 
de vista histórico son variadas y han impulsado a los dis- 
tintos Estados a la creación de este poderoso instrumento 
en beneficio del aumento de los intercambios comerciales 
con ciertos altibajos en su plasmación, 


Por ejemplo, en Argentina no existen zonas francas, 
sino que se denominan zonas o puertos libres. Sin embar- 
go, existen leyes que regulan los estatutos relativos a los 
mismos. 


(Intervención del señor senador Mederos) 
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—En esta cuestión debe hacerse mención a las Leyes 
Nos. 12.143 y 19.640 de la República Argentina, de fecha, 
esta última, 16 de mayo de 1972. 


“Una de las consecuencias de la soberanía radica en 
el hecho de considerar el territorio de un Estado como-el 
límite de su poder soberano”. “Una de las excepciones a 
la soberanía del Estado sobre su territorio ha sido la apa- 
rición de la extraterritorialidad. Esta puede scr definida 
como un fenómeno jurídico caracterizado por su oposición 
a la idea de la dependencia de las personas y las cosas con 
relación al Estado territorial.” 


“En ciertos casos” —agrega el doctor Vicira-— “ye 
desarrollan dentro de! territorio nacional una serie de ac- 
tividades que el Estado no somete a sus propias normas 
y ello no debe confundirse con la extraterritorialidad, sino 
que se trata de resoluciones reguladas por las normas per- 
tenecientes al Derecho Internacional Privado como el de 
regir la capacidad de una persona de paso por el Uruguay 
por las reglas de su domicilio que se encuentra en la Ar: 
gentina.” 


Pienso que esto determina, también, que las zonas 
francas nacieran con un contenido típicamente aduanero. 
Las opiniones que he citado en el curso de esta exposición 
señalan claramente que en todas las referidas situaciones 
no hay mengua de la soberanía política del Estado. “La 
zona franca, en sus inicios ——expresa Vieira— revestia la 
calidad de un territorio extranjero, pero, actualmente, debe 
ser entendida en sus justos términos, esta es una situación 
de privilegio en virtud de la cual la legislación nacionai 
no posee vigencia dentro de una zona fisicamente delimi- 
tada. Esa condición es denominada. extraterritorialidad”. 


SEÑOR OLAZABAL. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR OLAZABAL. -—— He escuchado atentamente el 
desarrollo de las manifestaciones del señor senador Cer- 
sósimo. Creo que de los discursos que se han hecho hasta 
el momento, en la línea de justificar este proyecto —o, por 
lo menos, el concepto que éste encierra— éste ha sido sin 
lugar a dudas y sin mengua de los demás señores sena 
dores el más documentado y argumentado. 


Sin embargo, creo que parte de un error básico: el 
de pensar que éste es simplemente un proyecto de zonas 
francas. 


Si quisiéramos analizar desde el punto de vista teó- 
rico el concepto de zonas francas nos encontraríamos con 
que hubo cambios en el transcurso del tiempo; que desde 
el fondo de la historia, se trata, claramente, de un pro 
blema aduanero en su determinación e, inclusive extendi- 
do en la existencia de puertos y ciudades libres. 


Es decir, diferentes situaciones de la economía y el 
comercio mundial que produjeron distintas variantes en 
el concepto de zona franca, pero siempre sobre la base 
—por llamarlo de alguna manera, y no porque quiera in- 
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sistir que se trate aquí de extraterritorialidad— de una 
extraterritorialidad aduanera. 


No quiero entrar a la discusión de qué significa ese 
término. Creo que está muy claro que ni este proyecto de 
zona franca ni ningún otro que haya estado en la discu- 
sión pública, ha dejado una sombra de duda sobre cuál va 
a ser la bandera a izarse en los espacios que se declaren 
zona franca; no tenemos la menor duda de que van a ser 
parte del territorio uruguayo. Pero en la medida en que 
el concepto de zona franca ha ido evolucionando sobre la 
base de dar mayores ventajas a los que se instalen, se ha 
pasado directamente de su concepto etimológico a un me- 
canismo de atracción de inversiones extranjeras, concepto 
que creo ha sido claramente recogido en la exposición del 
señor senador Cersósimo. 


De la exposición efectuada en el día de ayer por el 
señor senador Gargano, creo que no quedaron dudas so- 
bre qué es lo que se persigue con este proyecto de ley, 
ya que incluso se han editado folletos en español y en 
inglés hablando de las intenciones del gobierno, de lo que 
va a ser la aprobación de este proyecto, etcétera. Esto no 
se está realizando a nivel interno, no se ha hecho una 
campaña para los industriales nacionales informándoles 
sobre las ventajas e intenciones que tiene el gobierno al 
respecto. 


Cuando se consideran los temas que tienen que ver 
con la soberanía, creo que no hay que confundir este con- 
cepto con la imagen de una bandera colocada en alguna de 
estas zonas o una base militar instalada en el lugar donde 
estarán las zonas francas. 


Aspectos de la soberanía fueron perfectamente defi- 
nidos por el señor sanador Cersósimo, cuando dice que la 
soberanía es mantener una capacidad independiente de 
decisión; creo que ésas fueron sus palabras. En este sen- 
tido, deseo expresar que las críticas que, desde mi punto 
de vista, se hacen en cuanto a que esto hipoteca la sobe- 
ranía apuntan a que en la misma ley se están tomando 
compromisos irreversibles que podrán coincidir con una 
determinada ideología o visión del desarrollo económico 
de este gobierno, o de la mayoría que va a aprobar este 
proyecto de ley, que no tiene carácter inmutable, ni es 
ésta la que cuenta con la mayor de las probabilidades de 
supervivencia con el transcurso de los años, en nuestro 
país. 


En consecuencia, señor Presidente, se está hipotecan- 
do una parte de lo que es el poder de decisión, porque si 
al gobierno que suceda a éste no le gustan las zonas fran- 
cas y decide eliminarlas, va a tener que indemnizar —<co- 
mo lo expresa el proyecto de ley— no sabemos en cuánto, 
pero quizá en mucho, la pérdida de condiciones que por 
este proyecto de ley se dan a las empresas que se instalen 
en las zonas francas. 


Creo que sí hay una pérdida de independencia y, por 
lo tanto, un compromiso de nuestra soberanía, por más 
que no estemos pensando en la vuelta de las invasiones 
inglesas o brasileñas. 


Considero, además, que hubo otras confusiones en la 
exposición del señor senador Cersósimo. Se entreveraron 
mucho dos conceptos que a nuestro juicio, no tienen nada 
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que ver entre si. Uno de ellos es el concepto de integra- 
ción. Este, más allá de los regímenes sociales que en cada 
lugar estén implantados, lo reconocimos como una nece- 
sidad de América Latina, en el mismo sentido que, sin 
duda, España entendió que era necesaria su integración 
con Europa. El otro, es el tema de las inversiones extran- 
jeras que creo no facilitan, sino que al revés, entorpecen 
un proceso de integración regional. 


De ninguna manera pensamos que la integración sea 
un atentado a la soberanía o que la comprometa; todo lo 
contrario, Sabemos que vivimos en un mundo absoluta- 
mente interdependiente y ningún discurso sobre naciona- 
lidad o soberanía tiene un verdadero sentido si no está 
dicho tomando en cuenta la interdependencia en que hoy 
viven todos los países y pueblos del mundo. 


Si miramos lo que son las zonas francas en el mundo, 
vemos que son muy variadas. Hay zonas que hace tiempo 
perdieron su característica fundamental de zona franca, 
para constituirse en zona de atracción de inversiones ex- 
tranjeras; pero en las que conocemos operan algunas limi- 
taciones que en este proyecto que está a consideración del 
Senado no figuran. Por ejemplo, es prácticamente unánime 
el hecho de que son zonas francas de exportación —no sé 
cuántas excepciones puede haber en el mundo-- y lo que 
se produce en ellas no puede traspasar las barreras adua- 
neras que dentro del país se establecen para las zonas fran- 
cas. También las hay de enorme liberalidad, fundamental- 
mente —y esto puede ser fácilmente verificado— en lu- 
gares que además de ser estratégicos desde el punto de 
vista comercial, industrial o económico, lo sox también en 
el aspecto del difícil equilibrio militar en distintos secto- 
res del planeta. Sin lugar a dudas, una de las más libera- 
les es la del Líbano, que tiene muy pequeñas reglamen- 
taciones, como la limitación al empleo extranjero y una 
protección a determinadas ramas de la industria local que 
están enumeradas en la ley. 


En otros lugares, existe cierta reglamentación reie- 
rente a la transferencia tecnológica, es decir que hay obli- 
gaciones estrictas en cuanto a efectuar transferencia de 
tecnología, más allá de las declaraciones de intención que 
tiene este proyecto de ley. Por ejemplo, es el caso de Ve- 
nezuela. Hay obligaciones de generar un mínimo de divi: 
sas para el país, como en Egipto; existen establecimientos 
de porcentajes mínimos de valor agregado nacional en la 
producción de zonas francas, como es el caso mexicano; 
también se da el caso de la obligación de que parte del 
capital sea nacional, como en Malasia; hay cierta coheren- 
cia mínima que se va exigiendo de acuerdo con los sute- 
sivos planes que va estableciendo el gobierno, como en 
Nigeria, que también es una de las más liberales del mun- 
do; está establecida una prohibición de competencia con 
la industria local en Corea del Sur y también hay otras 
categorías que exigen mucho más, como puede ser el por: 
centaje mínimo de empieo, de aporte de capital, de inte- 
gración a la economía nacional, utilizando materia prima, 
limitaciones para transferencias de utilidades, plazos de 
vigencia, después de los cuales las industrias instaladas 
vuelven a propiedad del Estado. 


Tenemos el caso de los países socialistas de Europa 
que, generalmente, son asociaciones entre el capital extran- 
jero en minoría con el nacional. O sea, hay una amplia 
experiencia en zonas francas que, en todos los casos, nos 
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muestra la existencia de restricciones que no se encuen- 
tran en este proyecto. 


He escuchado con atención al señor senador Cersósi 
mo cuando señala que este proyecto puede ser mejorado 
y que, inclusive, sería útil introducirle determinada modi- 
ficación que permitiera que la industria nacional se sin- 
tiera más tranquila o no agredida. 


En la intervención que efectuamos el primer día del 
tratamiento de este tema dije y lo sostengo, que este pro- 
yecto no admite modificaciones. El que piense en modifi 
caciones —aunque sé que hay decenas de senadores lo 
suficientemente brillantes e inteligentes para imaginar mo- 
dificaciones que mejoren este proyecto-—- está equivocado, 
porque este tema no las va a tener, ya que debido a la 
forma en que se le consideró en la Cámara de Represen- 
tantes, no refleja la voluntad política promedio del país, 
si tuviera que volver a ese Cuerpo. 


En contra de esta reflexión se esgrimió un argumento 
muy fuerte en el sentido de que cómo es que me animo 
a negar la validez de una votación de la Cámara de Re- 
presentantes. No niego que la votación haya sido válida 
en lo que respecta a la cantidad de votos, aunque hemos 
dejado claramente establecido nuestros reparos con res- 
pecto a la constitucionalidad en general, y en especial, so- 
bre la climinación del monopolio del Banco de Seguros. 


A ese razonamiento, que creo valedero y que consti- 
tuye un desafio a lo que yo había expresado, hago otro 
desafío a las decenas de senadores inteligentes y brillan- 
tes que hay aquí, que son capaces de modificar para bien 
este proyecto, para que lo intenten. 


Estoy seguro que no lo lograrán, 
Muchas gracias. 


. SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Con mucho gusto. 


. SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: el señor senador 
Olazábal ha efectuado algunas consideraciones sobre este 
proyecto que, a su juicio, excede lo que podría ser una 
zona franca. También, nos ha señalado diversas legisla- 
ciones en las que rigen las zonas francas, pero con lo que 
podríamos llamar una serie de garantías que este pro- 
yecto no tiene. Entre otras, señaló las legislaciones: de los 
países del este de Europa. 


Contribuyendo a esa enumeración, quiero puntualizar 
que tengo en mi poder la Ley de Zonas Francas de la Re- 
pública Popular de Bulgaria, que no es vetusta sino re- 
cién nacida, ya que tiene fecha de 14 de julio de 1987. 
Presenta una amplitud realmente extraordinaria porque no 
pone límites a las actividades a ejercerse y dice expresa- 
mente que las actividades pueden realizarse por personas 
extranjeras, físicas y jurídicas. Es decir no prevé la obli- 
gatoriedad de una asociación con los nacionales del país 
y establece, además, que los bienes de las personas físicas 
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y jurídicas extranjeras en la zona no están sujetos a la 
confiscación por el órgano administrativo establecido. 


. Culminando la amplitud de la ley, se expresa que la 
ganancia de la actividad productiva, comercial u otra ac- 
tividad económica en la zona, se libera de impuestos, con 
lo cual se ve que esta es una nación que también se in- 
corpora a un orden de ideas moderno y busca su provecho 
económico. 


No puedo pensar que haya un país que no sea celoso 
defensor de la soberania. Por lo tanto, creo que el Gobier- 
no de Bulgaria tiene muy en cuenta, también, los proble- 
mas de la soberanía y cuando adopta una legislación de 
este tipo es porque Ja experiencia y el estudio lo han lle- 
vado al convencimiento de que los beneficios de las zo- 
nas francas son mayores que la no existencia de ellos. 


SEÑOR FLORES SILVA. —- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Señor Presidente: no 
pensaba efectuar aclaraciones en virtud de hallarnos en 
debate libre y por esa vía el señor miembro informante 
podría tener una ventaja discriminatoria para el resto de 
los señores senadores. Pero en el caso que se plantea no 
me resisto a efectuar una interrupción. 


El señor senador Olazábal reitera el argumento, pues- 
to que él conoce la voluntad de la Cámara de Represen- 
tantes que es diferente a la que se nos ha remitido en un 
proyecto de ley presentado. En ese conocimiento -ignorado 
por los comunes mortales, él sabe cuál es el pronuncia- 
miento y que estamos intentando evitar la libre expresión 
de la Cámara de Representantes. 


Ocurre que ese Cuerpo ha hecho una votación que 
ya conocemos y es a lo que nos tenemos que atener como 
manifestación de soberanía. 


Pero el señor senador ha ido más lejos. Ya no se trata 
solamente de saber lo que piensa en su fuero íntimo la 
Cámara de Representantes, sino que también ha anuncia- 
do que esta ley responde a una política económica —segu- 
ramente, el anuncio es de carácter mesiánico— que va a 
terminar en el próximo período electoral. Entonces, cómo 
vamos a legislar en relación a la política económica en 
que creemos, si ella está condenada a terminar. 


Se observará por la mera exposición de la argumen- 
tación que ella inhibiría a cualquier Gobierno, no sólo de 
decir y hacer, sino de pensar sobre cualquier asunto, 


No he pedido la interrupción para señalar este rasgo 
mesiánico que corresponde perfectamente a la ideología 
del señor senador, sino que la he solicitado para efectuar 
una aclaración que me parece muy importante. 


Se dice que esta ley está resuelta de antemano y que 
el debate, entonces, es estéril. Se quiere dar la impresión 
de que hay algunos señores senadores que, cualquiera sea 
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el argumento que se emplee, están dispuestos a hacer 0í- 
dos sordos y a desconocer cualquier razonamiento que se 
esgrima. Se emplea una argumentación que me parece 
débil, en el sentido de que quienes defendemos la ley es- 
taríamos sosteniendo que ella no puede ser mejorada. 


Creo que cualquier ley puede ser mejorada. No se pue- 
de sostener “a priori” que una ley es, en abstracto, por 
definición, inmejorable. 


Ocurre otro hecho, que es diferente. Durante un pro- 
ceso de aproximadamente dos años, este Parlamento ha 
elaborado determinado proyecto de ley. Para muchos le- 
gisladores éste es lo suficientemente bueno como para que 
pueda comenzar a funcionar, incorporándolo a la vida real 
del país. Todo legislador tiene que hacer una pondera- 
ción respecto a cuándo se debe dejar de debatir un asun- 
to, para no analizarlo indefinidamente. Si considera que 
el tema está expuesto claramente, igualmente, puede pen- 
sar que es mejorable. Pero es preciso hacer una ponde- 
ración entre esperar indefinidamente y obtener la perfec- 
ción absoluta y el generar un hecho de la realidad a tra- 
vés de una legislación que lo promueva que es ésta. 


Entonces, no es irrespetuoso por parte de quienes es- 
tamos en esta posición en relación de los señores senado- 
res que están en otra. Lo que sucede es que luego de 
cuatro o cinco proyectos de ley, un anteproyecto del Po- 
der Ejecutivo remitido a una Comisión de la Cámara. de 
Representantes, otro que como resultado de su delibera- 
ción fue tratado por dicha Cámara en un gran debate y 
largas reuniones en el ámbito de la Comisión respectiva. 
no nos han convencido de lo contrario, por lo que hemos 
pensado que este proyecto es suficientemente bueno. Por 
supuesto que en esto no puede verse otra cosa que acierto 
O error, pero de ningún modo arrogancia o ánimo de des- 
consideración. Después de trabajar durante muchos meses 
en esto, creemos que es lo mejor en este momento; no nos 
hemos visto en la necesidad de sustituir artículos. Natu- 
ralmente que en la ponderación que como legisladores te- 
nemos que hacer para incorporar las cosas a la realidad 
legislativa, creemos que este proyecto es lo suficientemen- 
te bueno como para que llegue la hora de promulgarlo. 


Evidentemente, hay consideraciones políticas. Si da- 
mos un trámite diferente al de la aprobación, pasará de- 
terminado tiempo, que nadie puede prever; pero evidente- 
mente, desde nuestro punto de vista al intentar mejorarlo 
se postergará la aprobación de este proyecto. 


Es así, señor Presidente, que quiero eliminar el argu- 
mento de insensibilidad con respecto a la opinión de los 
demás señores senadores, que se atribuye a quienes pen- 
samos como lo estamos haciendo. 


Eso es lo que quería aclarar, en principio, porque me 
parece de orden ver en la actitud de los señores senadores 
que estamos en esta "posición lo que ella tiene y no más, 
es decir, ningún espíritu de insensibilidad o falta de res- 
peto por la opinión de otros colegas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 
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SEÑOR OLAZABAL. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. $ 


SEÑOR OLAZABAL. --— Voy a intentar ser muy bre- 
ve, a efectos de no continuar en este dialogado. 


En primer lugar, el señor senador Ortiz ha mencio- 
nado una ley de Bulgaria del 14 de julio de 1987, que de- 
claro desconocer. En ese sentido, lo único que me corres- 
ponde, en este momento, es solicitar de su amabilidad :si 
podría contar con una copia. Por tanto, este aspecto que- 
daría pendiente para otro momento de esta discusión, va 
que seguramente hoy no va a agotarse el tema. 


En segundo término, el señor senador Flores Silva ha 
hablado de los rasgos mesiánicos que tengo yo o mi ideo- 
logía. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Ambos. 


SEÑOR OLAZABAL. — Es curiosa esta apreciación, 
pues simplemente lo que estaba anunciando es una segura 
derrota del Partido Colorado, hoy en el poder. Con segu- 
ridad el señor senador u otros de ese partido no creen 0 
no están viendo esa derrota. 


En el terreno de ser mesiánico, entendiéndose por tal 
aquél que espera un mesías, un salvador, digo que sí es- 
tamos esperando el mesías del Frente Amplio en el Go= 
bierno, pero que no deja de ser mesiánico aquel que pien- 
sa que el mesías ya llegó, llámese Presidente de la Repú- 
blica o contador Zerbino, que creo que en este caso es el 
salvador que está arreglando todos los problemas de la 
República, 


Por otra parte, señor Presidente, quisiera anotar una 
pequeña contradicción en la que incurre cl señor senador 
Flores Silva, la que creo es resaltable, En dos frases, en- 
tre las que no mediaron más de dos minutos, dice que a 
su juicio esta ley es mejorable como todas, pero a conti- 
nuación expresa que esto es lo mejor. Al respecto, debe: 
mos ponernos de acuerdo: las leyes son mejorables o este 
proyecto ya alcanzó el súmmun que los mesías dan a las 
leyes, por lo que no habría que mejorarlo. Mientras tanto, 
humilde y modestamente, sigo desafiando a quienes quie- 
ren mejorar este proyecto que propongan modificaciones 0 
artículos aditivos. Estoy seguro que no van a ser vota- 
dos, aunque más no sean esas correcciones gramaticales 
tan comunes gue se hacen aquí por expresiones, comas, 
puntos o pequeñas cuestiones jurídicas. 


¿Por qué digo esto? Porque este proyecto viene atec- 
tado de un vicio constitucional; será cierto o no, pero €3 
un vicio factible de corregir, pues alcanzaba simplemente 
con hacer el trámite en la Cámara de Representantes. En 
un proyecto de este tipo que tiende a atraer inversores 
extranjeros, conociendo cómo se mira desde el exterior 
todas las cuestiones legales del país antes de definir una 
inversión y la constitucionalidad de las disposiciones que 
protegen esa inversión, digo, que si fuera Gobierno ten- 
dría mis prevenciones por el hecho de que alguien esté 
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objetando la constitucionalidad del trámite y me asegu- 
raría perfectamente, no sólo por un problema de imagen 
interna, sino por lo que puedan pensar los futuros inver- 
sores extranjeros acerca de la constitucionalidad de la ley. 
Y no hablemos del artículo 37, que es el que elimina los 
monopolios estatales, que van a ser seguramente objetado 
por algunas cuantas decenas de corredores de seguros, pues 
ellos no se van a querer perder la venta de seguros en 
zonas francas para que venga otra compañía a venderlos. 
Eso va a ser declarado inconstitucional; reforma una Car- 
ta Orgánica de un Banco del Estado sin la mayoría sufi- 
cliente. Sin embargo, esos problemas no preocupan. ¿Por 
qué es esto? Porque esto está en el borde de un delicado 
equilibrio político, imposible de recomponer si se sigue 
tratando el tema. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR FLORES SILVA. -- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Me extraña que alguien 
tan experto en dialéctica como necesariamente lo es quien 
profesa la ideología del señor senador preopinante, no vea 
lo que creo es muy fácil de advertir y señale una contra- 
dicción donde no la hay. 


He señalado que toda ley es mejorabie, en abstracto, 
y pienso que este proyecto es lo mejor que hasta ahora 
hemos podido concebir. Por lo tanto, no hay contradicción, 
mo bien se aplique el criterio más elementalmente lógico. 


Sin embargo, estoy algo inhibido de continuar la dis- 
cusión, porque confieso que no tengo la certeza acerca del 
iuturo como la tiene el señor senador. Ei, como aquél per- 
sonaje de La llíada, Casandra, quien conocía el futuro, 
parece conocerlo; y al igual que ese personaje, quien au- 
guraba lo que vendría cuando se trataba de los males, 
nos anuncia un mal realmente importante, como sería el 
mesianismo del Frente Amplio, por emplear sus propias 
palabras. Pese a esa inhibición que me abruma, por ser 
simplemente un mortal que conoce lo que ha pasado en 
el almanaque y escasamente hasta ahora, hay algunas co- 
sas que tengo que señalar acerca de lo que viene de re- 
Sexionar el señor senador. 


El ha dicho —-—seguramente, en todo su conocimiento 
tendrá subconsciente— lo que creo debió haber expresado 
hace tiempo: cambiar una coma. De eso se trata, es de- 
cir, de un intento de cambiar algo formalmente para ge- 
nerar una consecuencia política de ese hecho, que es el 
retraso de una ley que -—mejorable en lo abstracto pero 
que es lo mejor que tenemos hasta ahora— se vería de- 
morada en su trámite si cambiáramos simplemente una 
coma. Nadie puede decir —no lo manifestamos nosotros— 
que ésta es una ley en abstracto inmejorable; es lo que 
al cabo de deliberaciones en este Parlamento, unos cuan- 
tos legisladores, humildemente, consideramos es lo mejor, 
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Como el señor senador no puede cambiar una coma 
a la ley, la trata de ilegitimar desde otro punto de viste. 
¿Cómo lo hace? Diciendo que su origen tiene vicios for- 
males. 


He ieído con atención la versión taquigráfica del de- 
bate realizado en la Cámara de Representantes y en ella 
se puede observar la advertencia efectuada por la Presi- 
dencia del Cuerpo sobre el sentido de la reconsideración 
que se planteó en su momento, con la ley ya aprobada. 
Por eso la Mesa es cuestionada por parte de algunos se- 
ñcres representantes, precedimiento que no prospera. Fi- 
nalmente, tenemos la aprobación de la Cámara de Re- 
presentantes en base a un cuestionamiento que no pros- 
peró. Se trata de la voluntad de una de las Cámaras. 


A nuestro juicio, estos no son mecanismos que hagan 
provechoso el debate, ni existe una actitud insensible ni 
irrespetuosa por parte de quienes proponemos esta ley, 
sino que se trata de la defensa de lo que Creemos es lo 
mejor —en algún momento podrá ser más o menos apa- 
sionada— y, además, su consideración ha sido totalmente 
ajustada a derecho, 


El señor senador Olazábal se refiere por segunda vez 
al caso —obligándome a contestar— del artículo que él 
denominó 37, que en realidad es el 24 y que se refiere a 
los monopolios. Voy a hablar de este artículo in extenso 
cuando liegue el momento. 


El artículo 24 instaura un principio general en la vo- 
luntad de la ley, que es la supresión de los monopolios. 
¿Para esto se requiere mayoría especial? Para la crea- 
ción de jos monopolios sí, de acuerdo con el numeral 17 
del artículo 85 de la Constitución de la República. En 
cambio, para la supresión de los monopolios no es nece- 
sario mayoria especial, según consta en los antecedentes 
de este Senado. 


El tema se discutió en el año 1962, respecto a otros 
monopolios. 


Voy a lecr un fragmento de la Constitución anotada 
por el doctor Manuel M. de La Bandera, que dice: “El 
constituyente no ha previsto mayorías especiales para la 
supresión de monopolios. En la sesión del Senado del 7 
de febrero de 1968, el señor senador Lepro planteó sus 
dudas sobre la legitimidad jurídica de una ley que sus- 
pendiera determinados monopolios por simple mayoría de 
votos, en cuya oportunidad se sustentaron las siguientes 
opiniones: 1) El texto constitucional exige mayorías €s- 
peciales para la concesión de monopolios, pues ello supone 
limitar la libertad de comercio, pero no para la supresión 
de aquéllos, sean públicos o privados, ya que entonces 
habría una restauración de dicha libertad”. 


Termina diciendo el doctor de La Bandera, luego de 
enumerar otros aspectos, que el criterio del numeral 1) 
fue implícitamente acogido por el Senado, ya que se pro- 
clamó aprobado el artículo tercero del proyecto en debate 
ror mayoría menor a dos tercios. 


Entonces, está claro —desde nuestro punto de vista— 
de acuerdo a los antecedentes del Senado, que para la 
supresión de los mcnopolics no se requiere la mayoría 
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especial exigida para la creación de los mismos, por aquel 
principio que indica que para restringir una libertad es 
necesaria una mayoría especial, y para restituirla no. 


Esto es lo que consagra sustancialmente el artículo 
24. La instauración de cste principio general está estric- 
temente arreglada a derecho. 


La Cámara de Representantes modificó el proyecto del 
Poder Ejecutivo, porque el mismo no traia el texto que 
hoy tenemos a la vista, puesto que decía: “Los momnopo- 
lips de Jas empresas públicas, Entes Autónomos y Servi. 
cios Descentralizados no regirá en las zonas francas”. Pe- 
ro entre paréntecis aludía al Banco de Seguros, UTE, 
ANTEL, OSE y ANCAP, o sea que designaba Cuales eran 
los casos. Más que un principio general, hacía citas espe- 
cíficas. Esto fue eliminado en la Cámara de Represen- 
tantes, porque el paréntesis fue suprimido. Es decir, se 
estableció simplemente un principio general que regirá en 
le pertinente y no lo hará en otros, por el simple hecho 
de que se hayan cumplido las mayorías exigidas por la 
Constitución para determinados casos. Así como se instau- 
ra el principio general de la eliminación de los mono- 
polios, en el caso que plantea el señor senador Olazábal 
no se hace referencia al cuestionamiento de esta norma 
sustancial, sino a que el artículo 199 de la Constitución 
exige una mayoría determinada para la modificación de 
la Carta Orgánica del Banco de Seguros en lo que tiene 
que ver con su monopolio, 


A nuestro juicio, este artículo elimina lo que es po- 
sible, estableciendo un principio general. 


Las Cartas Orgánicas de los Entes no requieren ma- 
yoría especia] para su modificación; sólo las de los Ban- 
cos la exigen, de acuerdo con el artículo 199 de la Cons- 
titución. No se trata de una norma general, sino que es 
una excepción. Es evidente, de acuerdo con los principios 
de hermenéutica jurídica pacificamente admitidos, que las 
normas de excepción son de interpretación restringida, 
como es el caso de las disposiciones constitucionales que 
establecen mayoiías especiales y sólo deben interpretarse 
para los casos previstos por el constituyente. En todos los 
demás rigen los principios generales contenidos en la 
Carta fundamental, que exigen mayorías simples. 


Con respecto al artículo 24 se establece un principio 
general. Nada se dice por el hecho de haberse eliminado 
la mención que yenía en el proyecto del Poder Ejecutivo 
en cuanto al monopolio específico de la contratación de 
seguros que la ley orgánica de ese instituto ha estable- 
cido. ] 


Creo que se debe leer estrictamente lo que expresa 
el artículo 24: “Los monopolios de los servicios del domi- 
nio industrial y comercial del Estado no regirán en z0- 
nas francas”. Esto es así por disposición legal y como nor- 
ma genérica. 


¿Qué sucede en el caso del monopolio de la contra- 
tación de seguros? Nada, puesto que esta norma no lo 
afecta desde que el mismo está consagrado por otra ley, 
como es la Ley Orgánica del Banco de Seguros, que para 
su modificación requiere mayoría absoluta del total de 
componentes de cada Cámara, requisito que manifiesta- 
mente no se ha cumplido en el caso de este proyecto. 
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Aquí se establece un sistema general que no hace 
mención alguna a casos especiales que, como el que tiene 
que ver con el monopolio de los seguros, cuenta con un 
régimen propio. Bien podría estar consagrado en otra nor- 
ma due no fuera la Carta Orgánica. En este caso no ha- 
bría problema de especie alguna. 


Se trata de un problema de forma que no hace a la 
cuestión de fondo. El monopolio está legalmente, en ob- 
servancia de la Constitución, suprimido como principio 
general de zonas francas de acuerdo con el articulo 24. 


Este es un tema que va a dar mucho que hablar cuan- 
do analicemos este artículo especificamente, pero señalo 
que no podemos sostener lo que se ha expresado respecto 
al vicio formal de origen, cuando está de por medio la 
voluntad de una Cámara que nos ha remitido una ley, 
dando como hecho consumado la violación de la Constitu- 
ción, tal como argumenta el señor senador preopinante 
con respecto al artículo 24. La Cámara ce Representan- 
tes ha considerado este punto como válido; allí se ha vo- 
tado, proclamándose las mayorías que fueron ratificadas 
a travís de las decisicnes de los legisladores. 


Por consiguiente, señor Presidente, debemos respetar ] 
la voluntad de dicha Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR OLAZABAL. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. -- Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR OLAZABAL. — Acepto que me equivoqué al 
mencionar el artículo 37 en lugar del 24. Pero cuando se 
trate el artículo 24, a fin de aclarar la interpretación 
que ha dado el señor senador Flores Silva, voy a pro- 
poner que se agregue, en su último inciso: “excepto el 
Banco de Seguros del Estado”. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: creo que 
hemos sido suficientemente claros —y los ejemplos que 
hemos traído al debate fueron particularmente ilustrati. 
ves— en determinar las caracteristicas que deben tener, 
y efectivamente tienen, las zonas francas en todo el 
mundo. 


Vamos a entrar en lo sustancial del tema... 


SEÑOR ZUMARAN. — Hasta ahora estábamos en la 
introducción. 


SEÑOR CERSOSIMO, --- Exactamente, señor senador; 
fue algo así como el aperitivo. 


Tenemos a la vista la revista “France-Uruguay”, de 
la Cámara de Comercio Francesa de Montevideo —es el 
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número 37 de la publicación “ESSOR”, de octubre de este 
año— editada con motivo de la visita del señor Presiden- 
te de Francia, Francois Mitterrand, a nuestro país. Jus- 
tamente, la parte que quiero leer aquí está en francés y, 
aunque algo entiendo ese idioma, quise que fuera tradu- 
cida para recoger realmente el sentido técnico de lo ex- 
presado, lo que fue posible gracias a la amabilidad de 
quienes cumplen tareas en los servicios de traducción del 
Senado, lo que quiero poner de manifiesto, no sólo por 
la idoneidad y eficacia demostradas por estos funciona- 
rios, sino: por Su diligencia y buena voluntad. 


En esta publicación se habla de las zonas francas de 
gran parte del mundo —como he dicho-- se dice que 
existen más de 400 —auñque en otras publicaciones espe- 
cializadas, que también tengo a la vista, hay autores ex- 
tranjeros que consideran que pueden estimarse en 2.000— 
y revisten formas de exportación, de importación, de “em- 
presas zonas”, de zonas francas tecnológicas, etcétera, 


“De hecho” —dice esta publicación— “la mayor parte 
de las zonas francas están situadas en un cinturón que 
rodea la Tierra, pasando por América Central y el Mar 
Caribe, el Mar Mediterráneo y el Oriente Medio, el sur 
y el sudeste de Asia; es decir, por los istmos más impor- 
tantes del tráfico maritimo mundial, Los otros grandes 
centros de las zonas francas son Estados Unidos y Eu- 
ropa”. A continuación, se cita la mayoría de las zonas 
francas en Estados Unidos, donde hay 110 zonas y 46 
sub-zonas, con importantisimas cifras financieras de su 
movimiento anual, que se determinan. Para citar un ejem- 
plo, diré que el tráíico de la zona franca de Nueva York 
se efectúa con Japón, Suiza y la Unión Soviética. Como 
en estos últimos minutos se ha recordado tanto la ideo- 
logía del señor senador Olazábal, mencionaré el caso de 
la U.R:S.S., respecto de la que, se dice, se movilizan 5 
millones de litros de vodka por año. 


Si la tesis que hemos desarrollado no fuera cierta, 
de acuerdo con los datos que aporta esta publicación, la 
mayor parte de los países del mundo tendría enajenada 
su soberanía, existiría en ellos un serio problema rela- 
cionado con la política de empleo y de mano de obra y 
estarían sometidos al vasallaje y al colonialismo, 


SEÑOR GARGANO. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR GARGANO. — Quisiera preguntar al señor 
senador de qué publicación se trata. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Es la publicación “ESSOR 
France-Uruguay” de la Cámara de Comercio Francesa de 
Montevideo, Se trata del número 37, de octubre de 1987, 
y lo que estoy leyendo figura en las páginas 27 y siguien. 
tos. . 


SEÑOR GARGANO. -— Tengo en mis manos dicha 
publicación y debo decir que me hubiera gustado que el 
señor senador leyera lo que se dice en la tercera columna 
de esa misma página. Expresa lo siguiente: “Asia del Sur” 
estoy traduciendo directamente— “se ha vuelto una 
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nueva región de desarrollo de Zonas francas en razón de 
sus muy bajos salarios y también del hecho de que la 
mano de obra todavía está poco formada”. 


Reitero que me hubiera gustado que el señor senador 
mencionára eso porque precisamente uno de nuestros ar- 
gumentos es que la estrategia de las zonas francas está 
en aprovechar los bajos salarios de determinadas regio. 
nes del mundo. Se instalan en estas Zonas las empresas 
que en su país deben pagar salarios controlados por un 
movimiento Obrero muy organizado, que lucha durámen- 
te porque éstos no bajen. Su finalidad es la de lograr ma- 
yor rentabilidad. : 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Veo con tristeza que el 5e- 
ñor senador no escucha cuando hago uso de la palabra, 
porque eso ya lo expresé anteriormente; lamento profun. 
damente que no estuviera prestando atención, especial 
mente por tratarse de un distinguido integrante del Cuet- 
po, como sin duda lo es mi estimado amigo, el señor se- 
nador Gargano. Lo expresé al leer la “Revista Interna. 
cional del Trabajo”, de 1984, publicada por la Oficina In- 
ternaciona] del Trabajo de Ginebra, cuando hacía rele. 
rencia a Sri Lanka, lo que le consta al señor senador 
Guntín, que 'inclusive me envió una nota sobre el par- 
ticular. 


Realmente no veo lo que menciona el señor senador 
Gargano, y puedo asegurar que si lo hubiera visto tam- 
bién lo habría leído, porque no omito nada. Leí lo rela- 
tivo a las zonas francas de Estados Unidos e hice la Y€- 
ferencia al vodka con el fin de matizar un poco el debate. 


A excepción del Caribe, América Latina tiene potas 
zoñas francas, pero existen tres situaciones particulares. 
En México, son las mismas empresas las que adquieren 
el status de zonas francas; se llaman “las maquilladoras” 
y, actualmente, 700 ocupan a alrededor de 200.000 asala- 
riados. Brasil posee una sola zona franca, en Manaos, 
pero cs una de las más grandes del mundo: en ella hay 
194 sociedades y 9.000 azalariados. En el Uruguay, como 
sabemos, hay das zonas francas. 


Africa ho es el continente privilegiado de las zonas 
francas, pero podemos citar las que se encuentran en Da- 
kar y Egipto y el proyecto de las zonas de Inga en el %ai- 
re. Si hablamos del continente asiático, podemos decir 
que el sudeste de Asia es el verdadero centro mundial 
de las zonas francas con las de Taiwán —tengo aquí una 
publicación de dos especialistas americanos que dan, *l 
mes pasado, los datos del producido de las zonas francas 
de Taiwán— Malasia, Hong Kong, Singapur, las zonas €s- 
peciales de China, de Las Filipinas y de Indonesia, Esto 
se explica por el hecho de que el sudeste de Asia posee 
ventajas excepcionales —y aquí puede estar lo que me 
reclamaba el señor senador Gargano-— mano de obra, ina- 
gotable, capitales locales disponibles, una cobrepuja entre 
Estados Unidos, Europa y Japón, un servicio de comuni- 
eaciones impecable y una estabilidad adquirida o reen- 
contrada. i 
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El sur de Asia también se ha convertido en una nue- 
va región de desarrollo de zonas francas, en razón de los 
salarios muy buenos, aunque la mano de cbra esté toda- 
vía poco desarrollada. Desde hace tiempo la India tiene 
sus dos zonas francas: Klamda y Santa Cruz. 


En aquel momento no podía dar lectura a lo que el 
señor senador Gargano me reclamaba porque todavía no 
había llegado al lugar oportuno. 


SEÑOR GARGANO. — Advierto al veñor senador que 
su documento ha sido mal traducido porque en la publi- 
cación se habla de muy bajos y no de muy buenos sa- 
larios. 


SEÑOR ZUMARAN. — No dice nada, señor senador. 
(Interrupciones) 

SEÑOR GARGANO. ---- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CERSOSIMO. -- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR GARGANO. — Reitero que la traducción del 
documento que posee el señor senador Cersósimo es in- 
correcta, porque allí se hace referencia a los muy bajos 
salarios. Justamente, él habló de muy buenos salarios y 
se trata de todo lo contrario. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SENOR CERSOSIMO, — Como se dice generalmente, 
“tradutore traditore”. Es exacta la observación del señor 
senador Gargano; leyendo el texto original, con mi “pro- 
fundo” conocimiento del idioma francés, llego a su misma 
conclusión: se hace referencia a los bajos salarios, aun- 
que la mano de Obra esté todavía poco desarrollada. Eso 
es natural. 


En Europa, la situación de las zonas francas es muy 
compleja. Existen, por un lado, los paraísos fiscales y ban- 
carios, que mantienen situaciones políticas y administra- 
tivas de origen medieval, como Mónaco, San Marino, An- 
dorra y Liechtenstein. Por otro lado, están los puertos 
francos, que se remontan asimismo, a la navegación me- 
dieval. Se trata de depósitos portuarios, en los que se pue- 
de almacenar y manipular las mercaderías fuera de la 
aduana. Estos se encuentran prácticamente en todos los 
paises europeos. 


Como ejemplo, podemos citar la zona franca de Shan- 
non, en Irlanda, cuyas caracteristicas no voy a indicar. 
porque ello implicaría dilatar en demasía esta ya larga 
exposición. Sin embargo, corresponde señalar que fue la 
primera, y por mucho tiempo la única zona franca de la 
nueva generación, Abarca 120 hectáreas, ocupa a 5.000 
trabajadores y en ella se encuentran instaladas 100 em- 
presas. Su especialidad es la industria fina y la distri. 
bución de productos de valor. 


También en Gran Bretaña existen las “zOnas de de- 
pósitos y talleres francos”, y las “empresas zonas”. Lesde 
1981 se han creado allí 25 empresas zonas, que represen- 
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tan 48.000 empleos y una reducción en la gamancia de 
250:000.000 de GBP para las finanzas públicas. La más 
cenotida es la de la Isla de los Perros, en Londres. 


En Bélgica, se olorga el carácter de franco a empre- 
sas determinadas, tanto en territorio flamenco como fue- 
ra de él, en el país Wallon, en Bruselas y en algunas 
otras regiones. 


Francia también tiene una situación muy compleia y 
allí existen derogaciones impositivas temejantes a las que 
se. presentan en una zona franca; solamente desde hace 
pozo tiempo se han creado verdaderas Zonas francas por 
parte del Gobierno. También hay puertos francos. Por or- 
den cronológico, respecto a su creación, están El Havre, 
Marsella, Mulhouse, Dunkerque, Bayona, Nantes y Saint 
Nazaire, lo que es la primera etapa en la erección de una 
zona internaciona] atlántica, Burdeos y La Rochelle, Poin. 
te-a Pitre, Longry, Sete y Esirasburgo. Estos comercios 
pueden considerarse, desde hace poco tiempo, como depó- 
sitos de exportación. 


Luego están las zonas francas fronterizas. Y el polo 
curopeo de desarrello creado por parte de Francia, Bélgica 
y Luxemburgo y, que fue recientemente aprobado por la 
Comisión Europea. Este abarca las ciudades de frontera 
de Mont-Saint-Martin, en Francia, Redange en Luxem- 
burgo, y Athus, en Bélgica, Esta “Eurozcna”, de 400 hec- 
táreas juega el papel de superpolo de conversión susti- 
tuto de la siderurgia. 


Existen 15 polos de conversión: Valle del Sambre, la 
Cuenta Minera de Valenciennes, Valle del Meuse, Nancy, 
Can, Chálon-Sur, el Saóne, MontluCon, Roanne, Saint- 
Etienne, Decazeville, Albi-Carmaux y tres puertos: Calais- 
Tunkerque, Fos y La Ciotat-La Sayne. 


Además de estas diferentes zonas, existe, desde hace 
treinta años, un régimen de asistencia al desarrollo re- 
gional. Estos diferentes regimenes crean desigualdades y. 
por eso mismo, zonas más o menos favorecidas. Existen 
“Puturoscope”, “Téléport”, zonas de empresas, etcétera. 


Quiere decir que en todo el mundo en gran parte de 
él están vigentes lo que se denominan enclaves territo- 
riales. No se trata de un instituto original que hayamos 
creado en el país ni al que le vayamos a prestar nuestro 
apoyo de manera inconsulta. Estas zonas han tenido, co- 
mo digo, su expansión en todo el mundo, y han fraca- 
sado, que yo sepa, solamente en un país: China Popular. 


Sin embazgo, han sido un éxito en Otros, que las han 
sabido organizar, como, por ejemplo, Taiwán. Tengo sobre 
mi mesa todas las ciíras al respecto, y las dejo a dispo- 
sición de los señores senadores, ya que no las voy a Citar, 
precisamente en homenaje a la síntesis. 


De modo, pues, señor Presidente, que existen cono- 
cidas zonas en Gran Bretaña: “el secreto de la de Corby” 
y la de Shannon, a que ya hiciéramos referencia. Lo 
mismo sucede en el estado norteamericano de Ohio, en 
la ciudad de Youngston, en donde se plasmó un verda. 
dero ejemplo de reconversión industrial y de ocupación 
de mano de obra. 


En todo el mundo existen más de 2.000 zonas fran 
cas, tal como lo hemos mencionado. Algunas son nuevas 
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y otras con muchos años de funcionar con éxito. Como 
lo hemos demostrado, estos emporios se encuentran en 
todos los continentes y varian en tamaño, desde los que 
ocupan pequeños terrenos de unoz cuantos cientos de me- 
tros hasta los que se asientan sobre centenares de kiló- 
metros cuadrados. 


Estos datos los he tomado de una publicación, de oc- 
tubre de 1987, realizada por dos especialistas: Donald y 
Diana Stroetzel. 


Cerca de dos tercios del total, sobre todo en Estados 
Unidos, Gran Bretaña, Bélgica, y ahora también Francia, 
son conglomerados de empresas como el de Corby. Tam- 
bién cabe mencionar la planta Volksagen en las afueras 
de Pittsburg, en Pennsylvania, Estados Unidos, como re- 
cordara en uma de las primeras sesiones en que se con- 
sideró el tema, el señor senador Plores Silva. 


Existen zonas francas en Yugoeslavia y en otras par- 
tes del mundo socialista y también en Belice, en Austra- 
lía, en Kenia, en Costa Rica y en República Dominicana, 
etcétera, 


De manera que, como hemos señalado, esto No Cons- 
tituye ningún invento de nuestro país ni de nuestro stc- 
tor político, que presentó, en 1985, un proyecto de ley al 
respecto. 


Refiriéndonos concretamente al caso de nuestro pais, 
según lo que se ha informado existen empresarios de Ar- 
gentina, Chile, Brasil, Paraguay y Bolivia, así como fir- 
mas transnacionales que están evaluando la posibilidad 
de instalarse en las zonas francas que se crearán, de 
aprobarse este proyecto de ley que tememos a estudio. 
Con respecto a él, hemos de decir que la Cámara de In- 
dustrias hizo llegar a los integrantes de la Comisión de 
Hacienda del Senado —y <reo que también a la mayor 
parte de los señores senadores— las observaciones y s0- 
Inciones que la Comisión designada al efecto por ella, ha 
elaborado. En lo sustancial, recoge las preocupaciones del 
sector industrial y no impiden el cumplimiento de los me- 
jores objetivos del proyecto. 


Consideramos que el concepto deberia ser el de abrir 
las zonas francas exclusivamente para actividades no fac. 
tibles en el país, que son muchas... 


SEÑOR AGUIRRE. —- Apoyado, 


SEÑOR CERSOSIMO. -- .-.independientemente de 
que existan en él o no. Si existen y no son factibles, no 
deberían inhibir su sano desarrollo en zona franca. Y 
si no existen y son factibles, habria que priorizar su ins- 
talación en territorio no franco, porque el desarrollo fu- 
turo de la industria nacional asi lo exige y a los efectos, 
además, de no limitar éste, 


El momento actual es muy favorable para la orien- 
tación de inversiones en actividades exportadoras hacia 
estos países. Los desequilibrios comerciales existentes en 
el mundo, unidos a las ventajas que ofrece el mecanismo 
de capitalización de la deuda externa, así lo indican. 


Sería lamentable que inversiones perfectamente via- 
bles en territorio no franco y que naturalmente se radi_ 
carían en él o cuya atracción se podría lograr con be. 
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neficios parciales, queden automáticamente desviadas a 
las zonas de beneficios totales, que le reportarán menos 
al pais. 


En nuestra opinión, este concepto debería orientar la 
acción de la Comisión Asesora de Zonas Francas que se 
crea en el proyecto en examen. A efectos de lograr una 
aproximación más nítida de este tema, definir sus impli- 
cancias y lograr un mejor ajuste de la forma legal, hu.- 
biera sido necesario conocer los proyectos a que me he 
referido y mo los conocemos. ¿Cuáles son ellos? Se ha 
dicho que el Poder Ejecutivo tiene planteados varios, al- 
gunos de los cuales, por lo menos, han trascendido de 
manera extraoficial. 


Queremos significar, al dar nuestra opinión sobre to- 
dos esos aspectos, aunque sea en términos muy generales 
que, sin ninguna duda, adquiere singular importancia el 
referido a la competitividad entre las industrias instala - 
das a un lado o a otro de la frontera aduanera que el 
sistema consagra. Asi, por ejemplo, la industria que desa. 
rrolla su actividad en la zona no franca ha invocado, 
ante nosotros y ante el pais todo, como ha sido puesto 
públicamente de manifiesto, la existencia de una suerte 
de discriminación en su contra, debido al tratamiento 
más favorable, que desde distintos puntos de vista, la 
legislación que se proyecta otorgaría a la industria ins. 
talada en la zona franca. Esa competitividad se manifiesta 
en la reducción de costos de estas últimas, lo que se rá 
fleja en la cotización de mejores precios al importador. 


Esta situación adquiere ribetes más preocupantes 
cuando el país exportador goza de tratamientos prefe- 
renciales por la utilización de mecanismos regionales, co- 
mo son, por ejemplo, los acuerdos bilaterales del CAUCE 
y del PEC, firmados entre nuestro país y Argentina y 
Argentina y Brasil, respectivamente, o por el usufructo de 
concesiones con límites cuantitativos en el marco del sis- 
tema generalizado de preferencia. 


En tales circunstancias, la industria instalada en la 
zona franca puede alcanzar niveles de competitividad di- 
fíciles de igualar. Por tal motivo, es importante señalur 
que aquellos aspectos relacionados con el régimen de ori- 
gen de los productos, deben ser, en nuestra opinión, cla- 
ramente regulados, principalmente porque la nueva legis- 
lación que se proyecta y que se encuentra en este momen- 
to a estudio del Senado, no puede contrariar las normas 
vigentes, tanto en el marco regional como en el bilateral, 
y porque debe cuidarse la propia imagen del país en cuan- 
to a que los productos que gozan de concesiones se comer- 
cialicen a la luz de la filosofía que inspira el régimen de 
origen en el marco del comercio internacional. : 


Por otra parte, la competitividad a favor de la indus- 
tria instalada en zona franca, ya mencionada por nosotros, 
no puede verse acentuada por la utilización de preferen- 
cias otorgadas al país. Esto sucedería si la industria insta- 
lada en territorio no franco tuviera dificultades para cubrir 
la totalidad de los cupos negociados, ya sea como conse- 
cuencia de una producción insuficiente o por el nivel de 
precios, fundamentalmente porque la. industria instalada en 
zona franca, con costos más reducidos —derivados del tra 
tamiento más favorable que la ley le otorga— estaría en 
condiciones de cumplir los cupos a precios más ventajo- 
sos; circunstancia esta que, por otra parte, es fácilmente 
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perceptible por el importador. De ahí que también seamos 
partidarios de que la introducción de bienes desde la zona 
franca al mercado interno esté sujeta a contralor mediante 
precios de referencia. 


Lo que ahora expresamos en términos generales, lo es- 
tableceremos en la discusión particular en cada uno de 
los casos correspondientes. 


De todos modos, estas son las premisas esenciales res- 
pecto de las cuales establecemos nuestro pensamiento en 
la especie, 


“Todo ello justifica la preocupación que, desde algunos 
sectores productivos del país ha surgido, respecto de la 
ausencia de claridad del proyecto en relación con estos 
temas. Eso es lo que nosotros puntualizamos en esta ex- 
posición. Todo ello —ratificamos— sin perjuicio de dar 
nuestro apoyo en general, a una legislación que innova en 
la materia pero respecto de la que se indica la necesidad 
de incorporar a la ley los mecanismos idóneos que asegu- 
ren a las industrias instaladas en zona no franca el trata- 
miento que los autores de este proyecto y del que nosotros 
presentamos antes, han querido otorgarles, sin dejar libra- 
do en aquél, ahora, medida demasiado amplia, a la discre- 
cionalidad del Poder Ejecutivo. 


En esas condiciones, señor Presidente, apoyamos este 
proyecto de ley en general, porque se adapta a nuestro 
temperamento en la materia, está acorde con nuestro pen- 
samiento al respecto y con la aludida iniciativa que opor- 
tunamente presentamos a este Senado, así como con nues- 
tro ánimo de impulsar mecanismos de desarrollo nacional 
como el que en este momento examinamos, sin perjuicio 
de proteger a las industrias eon capacidad exportadora 
instalada en zonas no francas del país. 


Atento a las características que hemos indicado, dare- 
mos nuestro apoyo y nuestro voto en general a este pro- 
yecto y propugnaremos por consagrar aqueilas modifica- 
ciones que tiendan a establecer el equilibrio necesario a 
efectos de lograr los propósitos que perseguimos a través 
del análisis y de la sanción de este proyecto. 


Creemos haber sido lo suficientemente claros en cuan- 
to a señalar las características que tiene este proyecto en 
nuestra opinión y en la de nuestro sector, la Unión Colo- 
rada y Batllista, que defiende la existencia, la expansión 
y el desarrollo de la industria nacional con capacidad ex- 
portadora, en un momento particularmente propicio para 
recibir esa corriente de inversiones tan beneficiosa para 
el país y que ha de venir del exterior para generar el em- 
pleo en la República, para detener la despoblación de la 
campaña y el éxodo rural que muestra cifras alarmantes, 
como lo indica un matutino en el día de hoy, uno de cu- 
yos ejemplares tengo encima de esta mesa de trabajo. 


Todo eso hace que apoyemos, en general, este proyec 
to de ley, pero queremos significar que la Unión Colorada 
y Batllista, acorde con lo que ha sido su filosofía, fiel a 
los principios que han determinado su accionar político y 
que le han dado coherencia e identidad en el ámbito po- 
lítico nacional, opina, muy claramente, que del equilibrio 
que debe existir en la elaboración de los proyectos de país 
para la industrialización y para la exportación, al que hay 
que arribar armonizando los elementos que aseguren la 
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adecuada correlación que proponemos entre el principio 
esencial del incentivo a la inversión extranjera y el de 
dinamizar a la empresa y a la industria nacionales, surgirá 
que la productividad y la eficiencia se orienten hacia la 
meta de una mayor producción. Y todo ello, sobre la base 
de una clara y auténtica expresión de la fuerza de traba- 
jo y del anhelo de expansión económica de la República, 
con el marco jurídico elaborado según las características 
que hemos expuesto, a cuyo amparo, señor Presidente —y 
termino— tanto la inversión extranjera como la nacional, 
puedan desarrollar sus actividades con la proyección de la 
imagen de una nación segura del camino que quiere y 
debe recorrer. 


Nada más. 


11) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR JUDE. --- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. : 


SEÑOR JUDE. —- Solicito se dé cuenta de los asuntos 
entrados fuera de hora. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de un asunto 
entrado fuera de hora. 


(Se da del siguiente: ) 


“La Cámara de Representantes remite aprobado uz 
proyecto de ley por el que se confiere el ascenso al grado 
de Coronel] en situación de retiro, al señor Teniente Co- 
ronel del Arma de Infantería, en situación de retiro, Ale- 
jandro H. Troncoso Frioni.” 


A ia Comisión de Defensa Nacional. 


12) ARRENDAMIENTO DE BIENES INMUEBLES . 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra para una cues 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: en la tarde 
de hoy hemos presentado un proyecto de ley que enten- 
demos reúne, en un único cuerpo de ley, toda la legisla- 
ción en materia de alquileres y desalojos, El tema, natu- 
ralmente, ha pasado a consideración de la Comisión co 
rrespondiente como es de orden, pero solicitaríamos al Se- 
nado que se remita una copia del proyecto a la Cámara 
de Representantes. Este pedido es en virtud de que ahí 
funciona una Comisión Especial en materia de arrenda- 
mientos y desalojos, y como actualmente está a estudio 
un proyecto de ley sobre prórroga de lanzamientos —que 
naturalmente atiende a una problemática distinta-— puede 
ser cosveniente que el proyecto presentado se maneje tám- 
bién a nivel de documento de trabajo en ese Cuerpo. 


En ese sentido, solicitaríamos que se remita a la Cá 
mara de Representantes, con destino a la Comisión Es- 
pecial. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Batalla, en el sentido de 
que se remita, a título de antecedente, el proyecto de ley 
mencionado, a la Comisión de Alquileres de la Cámara 
de Representantes. 


(Se vota:) 


--22 en 22. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


13) ZONAS FRANCAS. Su regulación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continuando con la discu- 
sión general del primer punto del orden del día. 


Tiene la palabra el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. -— Señor Presidente: el ya largo 
y agitado trámite parlamentario de este proyecto de ley 
de zonas francas se ha caracterizado por un debate apa- 
sionado, por una oposición enconada entre los que ensal- 
zan la ley y los que la vituperan. 


Para algunos, esta ley parece ser la suma de todos los 
males, y su promulgación traería perjuicios sin cuento a 
la economía nacional; para otros, por el contrario, parece 
que esta ley hay que aprobarla ya sin esperar un minuto, 
casi a tambor batiente, porque sus disposiciones configu- 
rarían el “Sésamo, Abrete”, del cual saldría una especie 
de panacea que vendría a curar todos los males de la eco- 
nomía nacional. 


Para nosotros, el asunto no es así, ni en uno ni en 
utro sentido. No hay que plantear el análisis de este pro- 
yecto de ley como en esas oposiciones entre blanco y ne- 
gro. Para nosotros tiene cosas buenas, sobre todo inten- 
ciones buenas, y también tiene cosas malas. Fundamen- 
talmente, el proyecto tiene zonas grises. Hay en él dispo- 
siciones que pueden traer beneficios a la economía nacio- 
nal, pero que también pueden traer perjuicios, según co- 
mo se las aplique. 


Por lo expresado, y con el sentido que le da el Regla- 
mento a la votación en general, declaro que, de estar pre- 
sente -—porque en la próxima sesión y por algunas otras 
no lo, voy a estar— votaría en general este proyecto de 
ley para habilitar su discusión particular, es decir la dis- 
cusión del tema con el alcance conocido, lo cual quiere 
decir —y por eso lo puntualizo— que no estoy de acuer- 
de con todas sus disposiciones ni mucho menos y que, de 
estar presente en la votación particular, libraría, sin duda, 
una ardorosa batalla para que algunos artículos fueran 
modificados y, de ser posible, alguno de ellos se supri- 
miera. 


Como síntesis de mi opinión, creo que si el proyecto 
fuera aprobado con el texto que fue sancionado por la 
Cámara de Representantes, arrojaría más perjuicios que 
beneficios a la economía del país. Pero pienso que este 
mismo proyecto con algunos agregados y excepciones a 
incorporar en algunos artículos, con la eliminación de al- 
gunas delegaciones legislativas que se hacen en el Poder 
Ejecutivo y con otras modificaciones, podría ser un buen 
proyecto de ley y podría aparejar beneficios a la econo- 
mía del país. 
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Realmente, no estoy de acuerdo con la intransigencia 
axiomática de quienes defienden la ley. Cuando digo esto 
no quiero que el señor miembro informante se dé por alu- 
dido, como lo hizo, hace un rato, ante alguna expresión 
de otro señor senador, 


Creo que hay una intransigencia axiomática porque 
se dice que a este proyecto de ley no se le debe modificar 
una coma. Quienes eso dicen saben que el mismo es me- 
jorable, pero se alega —y lo he oído hacer-- que si el 
proyecto de ley vuelve a la Cámara de Representantes, 
allí no hay mayoría para aprobarlo y, entonces, el país 
se queda sin la nueva ley de zonas francas. 


Pienso que lo razonable es respetar la voluntad de las 
mayorías, que por algo están exigidas constitucionalmea- 
te. Si se sabe o se supone que en la Cámara de Represen- 
tantes no hay mayoría para aprobar este texto, entonces 
no debe salir aprobado de esta manera. Pero, además, creo 
que el temor de que la modificación de este texto, para 
mejorarlo, haga que nos quedemos sin ley, es un temor 
irreal, porque la oposición de los legisladores que no que- 
rían que la ley se aprobara con este texto en la Cámara 
de Representantes, se debía precisamente a que a la ley 
había que introducirle algunas modificaciones. 


Si se hace esto, no hay que temer a que sea rechaza- 
do por la Cámara de Representantes; en ese caso va a 
ser aprobado por ese Cuerpo, porque se votaría una mejor 
ley de zonas francas que la que está a consideración del 
Senado y alguna de cuyas disposiciones, reitero, pueden 
ocasionar daño a la economía del pais. 


A mi entender, esta posición niega lo que es la esen- 
cia del procedimiento parlamentario y del régimen bica- 
meral, y niega precisamente las facultades que tiene el 
Senado como Cuerpo. Si en el Senado creemos que hay 
artículos que pueden y se deben mejorar, gue hay dispo- 
siciones inconvenientes, ¿cómo nos vamos a negar a mo- 
dificarlas? Esto sólo se puede hacer si se demuestra que 
la modificación propuesta no mejora el texto sino que lo 
empeora, pero no por el hecho de que se pueda correr el 
riesgo de que en la otra Cámara la modificación no sea 
aceptada. Porque, con ese criterio, cada vez que una ley 
es sancionada en una de las dos Cámaras, la otra tendría 
que limitarse a aprobarla sobre tablas y todos sabemos 
que ello no es así, por razones elementales. 


No voy a entrar en disquisiciones teóricas sobre lo 
que son las zonas francas, los beneficios y los perjuicios 
que traen y la forma en que, generalmente bien, han fun- 
cionado en otros países. Esto lo sabemos todos, porque 
somo0s responsables y, ante un tema tan importante, nos 
hemos informado y asesorado. Está de más empezar a de- 
Cir en donde hay zonas francas, dónde funcionan bien o 
mal, en qué época de la historia de la humanidad se ori- 
ginaron y qué clase de zonas francas hay. 


Lo que es evidente es que las zonas francas no son 
malas por sí y que las inversiones extranjeras que se bus- 
can atraer por medio de este sistema, tampoco son malas 
en su esencia. Las zonas francas pueden ser buenas y las 
inversiones extranjeras, en principio, sometidas a una le- 
gislación previsora, son buenas si el país las necesita. De 
modo que no se trata de estar en contra de las zonas fran- 
cas por principio y mucho menos estar en contra de las 
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inversiones extranjeras que, por cierto, el país las necesita. 
Uno de los males que tiene la economía del país, es la 
escasez de capitales, que determina el bajo nivel de im- 
versión. 


La actual Ley de Zonas Francas, la que está vigente 
en el país, no ha funcionado, o ha funcionado mal. Por lo 
tanto, esta ley puede y debe mejorarse. Y compartimos 
que así se quiera hacer, 


En principio, señor Presidente, no estoy en contra de 
las zonas francas ni de las inversiones extranjeras, porque 
estas últimas promueven el trabajo nacional, crean pues- 
tos de trabajo, dan oportunidades a la mano de obra na- 
cional, y con ello, en la medida en que aumenta la pro 
ducción del país, hacen que ingresen divisas a éste. 
Entonces, con esas divisas, con ese aumento de las opor- 
tunidades concedidas a la mano de obra nacional, aumenta 
también el consumo nacional. Estos son conceptos econó- 
micos elementales que no hay por qué desconocerlos ni 
negarlos, 


Pero las zonas francas, si en su regulación permiten 
la instalación de cualquier tipo de industria, indiscrimina- 
damente, de las calificadas “de punta”, que son las que 
Iundamentalmente precisa este pais como cualquier otro, 
de las industrias tradicionales, que no son competitivas de 
las instaladas en zonas no francas, como ha dado en lla- 
marse al resto del país, así como de las industrias que 
pueden ser competitivas de las nacionales instaladas en 
zonas no francas, si la ley no lo impide, pueden resultar 
perjudiciales para la economía nacional, en lugar de ser 
beneficiosas. Las industrias nacionales instaladas en zonas 
no franeas, también, por supuesto, dan trabajo, ocupan a 
la mano de obra nacional, traen divisas al país, aumentan 
y sostienen el consumo nacional. Ese aumento de trabajo, 
o esa creación de puestos de trabajo, ese aumento del con- 
sumo nacional, ese ingreso de divisas al país, que promue- 
ven, sin duda, las industrias instaladas desde siempre en 
el país, dejará de darse, dejarán de existir esos puestos de 
trabajo, si por las características excepcionales de la ley 
de zonas francas y por permitir ésta instalar industrias 
competitivas de lás industrias nacionales, un día tienen 
las segundas que cerrar sus puertas 0 ver ocupado su lu- 
gar en los mercados extranjeros, en los países que com- 
pran nuestras exportaciones, siendo desplazadas por las 
industrias instaladas en zonas francas, que van a gozar 
de beneficios excepcionales, 


Sé que ésta no es la intención de quienes redactaron 
el proyecto, que no es para esto que se quiere sancionar 
este proyecto de ley de zonas francas, pero hay que tener 
presente que si en la ley no hay disposiciones que regulen 
estos aspectos, que previsoramente impidan que estos efec- 
tos perjudiciales se den junto a los efectos beneficiosos, 
los efectos perjudiciales se van a dar. Y porque los efec- 
tos perjudiciales se van a dar o se pueden dar, es que 
comparto, por ejemplo, las disposiciones modificativas y 
aditivas que en su informe en minoría han propuesto los 
señores senadores Ortiz y Lacalle Herrera, que no desvir 
túan el sentido general de la ley. Simplemente, con sen- 
tido previsor, tratan de que junto a los efectos beneficio- 
sos ho se produzcan efectos perjudiciales. 


Pienso que es un deber elemental, propio de la labor 
legislativa, prever los efectos perjudiciales que puede pro- 
ducir un proyecto de ley. 
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Por otra parte, señor Presidente, creo que el concepto 
general que debe inspirarnos al estudiar este proyecto de 
ley de zonas francas y al votarlo afirmativamente, es que 
las industrias a instalarse en las zonas francas tiene que 
ser, “además de” —es decir, además de las que ya hay en 
el país, de las que le sirven al país— de aquellas que por 
las condiciones naturales del país son competitivas y siem- 
pre han funcionado bien. Vale decir que, además de ésas, 
hay que lograr que por medio de capitales extranjeros 
que vengan a radicarse en las zonas francas que quiere 
promover la ley, tengamos en el país otras industrias, 
aquellas que el Uruguay no tiene condiciones para que se 
instalen en él o hasta ahora no se ha logrado que se ta» 
diquen en nuestro territorio. 


Ya sabemos que esto es lo que se quiere y todos lo 
compartimos. Se quiere que además de las industrias que 
hay en el país, se instalen otras en las zonas francas. Pero 
no puede ser que la regulación que se va a dar en las zo 
nas francas a través de este proyecto de ley permita que 
se instalen industrias que además de las que ya están, 
sean en vez de las que ya están. Es decir, si en las zonas 
francas hay industrias con todos los beneficios excepcio- 
nales, notablemente favorecidas por todas las franquicias 
de carácter tributario y de otro carácter que consagra este 
proyecto industrias competitivas de las nacionales, enton- 
ces estas industrias no van a scr “además de”, sino que 
van a ser “en vez de”. Se van a instalar industrias en 
aquellos ramos de actividades que ya existen en el país 
y, al cabo de un tiempo, desplazadas por una competencia 
notablemente favorecida, veremos cerrar las puertas de 
industrias que están instaladas en el país. 


Todo eso no lo quieren los autores del proyezto de ley, 
debo suponerlo así. Pero si no se modifican algunas dis- 
posiciones del proyecto, cso va a ocurrir o por lo menos 
puede ocurrir. Entonces, debemos de tratar de que esto no 
ocurra. 


El artículo 22 del proyecto no asegura todo ello ni.lo 
impide. El artículo 2%, en su absoluta y total generalidad, 
permite que se desarrollen en las zonas francas todo tipo 
de actividades sin la mínima limitación, Más; en un agre- 
gado permite que el Poder Ejecutivo, en un alarde ima- 
ginativo, autorice la instalación de otro tipo de activida- 
des, más allá de las enumeradas, con un criterio absoluta- 
mente general. Según este artículo del proyecto, se pue- 
den desarrollar en las zonas francas actividades comercia- 
les, industriales y de servicios, ya no se habla de aquellas 
que sean distintas o diferentes a las que ya existen en el 
país. No; cualquier tipo de actividades, incluidas por su- 
puesto las industriales, si bien luego se faculta al Poder 
Ejecutivo a adoptar medidas para que no se perjudique 
a las industrias instaladas en zonas no francas. 


¿Por qué no se hace todo eso en la ley? ¿Por qué no 
se dice que, por delerminado lapso, por cierto número de 
años, como dice el aditivo propuesto por los señores se- 
nadores Ortiz y Lacalle Herrera, no se puedan instalar 
industrias competitivas? ¿Por qué la limitación no se es: 
tablece en la ley, en lugar de dejarla librada a la discre- 
cionalidad del Poder Ejecutivo? Eso conlleva un enorme 
riesgo para las industrias instaladas en el país. Y porque 
conlleva un enorme riesgo es que hemos visto desfilar 
por la Comisión de Hacienda del Senado y por los despa- 
chos de casi todos los legisladores, delegados de distintas 
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Cámaras de Industrias, dejándonos todo tipo de memo- 
rándum y formulándonos toda clase de planteamientos, 
para hacernos ver su justificada alarma. Por supuesto que, 
Juego, ella tendrá o no confirmación en los hechos, pero 
ereo que nosotros, como legisladores, debemos tratar de 
que la ley contenga disposiciones que disipen esos temo- 
res y no permitan, no a este Gobierno sino a cualquier 
otro que venga en el futuro, dictar disposiciones, por vía 
de decreto, que no protejan a esa industria instalada en 
zona No franca. 


Hay otra objeción que debo hacer a este proyecto de 
ley de zonas francas. Las disposiciones excepcionales que 
contiene para favorecer el funcionamiento de industrias en 
dichas zonas van mucho más allá de lo que es normal en 
la categorización conceptual de lo que es una zona franca. 
Comúnmente —y este es un concepto elemental entre quie- 
nes estudian estos problemas-—-- se define a la zona franca 
como otro país aduanero. ¿Qué quiere decir esto? Que en 
las zonas francas no rigen las disposiciones normales en 
materias de aduanas. Todos sabemos que no se puede en- 
brar y salir libremente de un país, que no hay entrada ni 
salida libre de un país, ni de personas ni de mercaderías. 
En materia de personas, por lo menos no hay entrada libre. 
Porque no hay entrada y salida libre de mercaderías cuan- 
do se transponen las fronteras de un país, es que debe 
pasarse por las aduanas, cumplir con las disposiciones exis- 
tentes y, sobre todo, pagar los impuestos de aduana, los 
impuestos de importación y los de exportación. En las 
zonas francas, por regla general, no rigen los impuestos 
aduaneros, no rigen los gravámenes, no se pagan los im- 
puestos de aduana ni cuando las mercaderías ingresan 
importadas al país, ni cuando salen exportadas. 


Quiero decir que en este proyecto de ley de zonas fran- 
cas se va mucho más lejos. Aquí no se quiere crear otro 
país aduanero, aquí se quiere erear, para empezar, otro 
país impositivo. Admito que esto pueda ser defendible, 
pero hago ver que va más allá de lo que es normal en la 
legislación de zonas francas en otros países. Aquí, quienes 
se instalen en zonas francas no van a pagar los impues- 
tos de aduana ni mingún otro impuesto, ni uno sólo; no 
pagarán ni los impuestos que abonan los bancos, ni los 
«de la renta de industria y comercio, ni ningún otro tributo 
existente en nuestra legislación. 


Así que nuestras zonas francas no van a ser otro país 
aduanero, van a ser mucho más que eso, van a ser otro 
país impositivo. Pero yo digo, sin exagerar, que en cierto 
sentido, van a ser otro país legislativo. Porque este pro- 
yecto hace excepción a muchas otras normas existentes 
en nuestro país, 


Por ejemplo, de acuerdo con este proyecto de ley en 
las zonas francas no van a regir las normas legales re- 
ferentes a los aportes que deben hacerse a los organis- 
mos estatales y paraestatales de Seguridad Social; no 
<on carácter general no para la mano de obra nacional, 
pero si para la mano de obra extranjera que hasta un 
25 % el proyecto de ley autoriza a trabajar en las Zonas 
francas y, por acuerdo privado entre esos trabajadores y 
sus patronos, a no pagar los aportes a la Seguridad Social. 


Este proyecto de ley, reitero, viene a instaurar, en 
cierta medida otro país legislativo y dentro de la zona 
franca elimina, sin excepción, todos los monopolios esta- 
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tales. Este proyecto de ley autoriza a los entes públicos 
que perciben tarifas por la prestación de sus servicios, a 
cobrar, dentro de las zonas francas, tarifas promocicnales, 
es decir, distintas, más baratas que las que rigen para to- 
do el resto del país. 


Además, este proyecto de ley determina que, en va- 
rios aspectos, no rija la Constitución de la República, En 
mi Opinión, contiene varias disposiciones inconstituciona- 
les. No voy a referirme a ellas en este momento, porque 
estamos cerca de la hora de finalización de la sesión y 
no deseo cansar a los señores senadores. Pero, de todas 
maneras, voy a hacer dentro de unos instantes, hincapié 
en algún aspecto de estas inconstitucionalidades. 


Entonces, como concepto general, digo que este pro- 
yecto de zona franca, no es común, no se limita a esta- 
blecer atro pais aduanero, a decir que aquí no rigen las 
disposiciones aduaneras, sino que quiere establecer excep- 
ciones mucho más amplias, de mucha mayor entidad, 2 
toda la legislación nacional. Es por eso que tenemos que 
detenernos, que ser prudentes y decir: bueno, si vamos A 
establecer todas estas excepciones a la legislación nacio. 
nal, si vamos a establecer beneficios tan extraordinarios, 
vamos a cuidar que, al mismo tiempo, dichos beneficios 
no perjudiquen a los que desarrollan las mismas activi- 
dades comerciales, industriales y financieras dentro del te- 
rritorio nacional, que cumplen con todas las leyes y pagan 
todos los impuestos nacionales. 


Todas estas disposiciones excepcionales que se quieren 
consagrar en este proyecto de ley han provocado la alar- 
ma —entiendo yo— de una cantidad de gente, de la que 
hace política y de la que no la hace. La alarma de mu- 
chos legisladores que se negaron radicalmente a votar esta 
ley en la Cámara de Representantes, prácticamente la 
mitad de sus integrantes, y de muchos senadores que hoy 
queremos discutir esta ley, gue no nos negamos a que 
haya una nueva ley de zonas francas, pero que estamos 
realmente preocupados y es por eso que queremos que se 
modifiguen algunas de sus disposiciones. Pensamos que 
hacerlo no constituye ninguna catástrofe. Si desde 1976 el 
país está funcionando con una Ley de Zonas Francas que 
no le ha traido beneficios, pero tampoco graves perjui. 
cios, entonces no va a configurar minguna catástrofe el 
hecho de que demoremos unos meses más en su análisis. 
Es decir, demoremos lo necesario para Sacar una mejor 
ley de zonas francas que no sea sancionada y promulgada 
en medio de un extraordinario debate público y con la 
encendida oposición de gente que está indisolublemente 
unida a la actividad productiva de este país, que trabaja 
en él, que paga sus impuestos, que emplea mucha mano 
de obra, y que tiene derecho a decir que si esta ley se 
va a promulgar, que por favor se tenga el cuidado de no 
perjudicarlos. 


SEÑOR FLORES SILVA. — ¿Me concede una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto, señor sena- 
dor. 


14) TERMINO DE LA SESION 


SEÑOR GARGANO. — Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Para una cuestión de or- 
den tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. — Formulo moción en el sentido 
de que se prorrogue el término de finalización de la se 
Jím para permitir que el señor senador Aguirre, finalice 
su exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
Tormulada. 


(Se vota:) 


--23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


15) ZONAS FRANCAS. Su regulación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
miembro informante. 


SEÑOR FLORES SILVA. — No quiero alterar la ar- 
moniosa exposición que viene realizando el señor sena- 
dor, de modo que, brevemente, me referiré a dos o tres 
puntos que me parece importante destacar. 


En primer término, no se trata, por parte de quienes 
propiciamos esta disposición, de aprobar a tambor batien- 
te, cualquier cosa. Ninguna de las modificaciones que se 
propusieron nos han convencido. Hemos analizado, una a 
una en la Comisión y otras en este Plenario. Por ejem- 
plo, la del artículo 40, sobre la cual discutimos ayer, y 
otras disposiciones polémicas como son los artículos 2%, 
18, 24 y el 41. Nuestra actitud espiritual es diferente; no 
hemos encontrado una modificación conveniente que jus- 
tifique el hacer un trámite distinto. 


En segundo lugar, preguntamos por qué fracasó la Ley 
de 1923. ¿Por qué desde hace sesenta y tantos años hay 
una legislación sobre el tema y, sin embargo, no tene- 
mos zonas francas potentes?- Eso se ha debido, funda- 
mentalmente, por el artículo que elimina la posibilidad de 
instalar industrias similares a las existentes en el país y 
por el no otorgamiento de certificados de origen. Ellas 
han sido las dos causas, Entonces, no hay política de 
zonas francas que se puedan revertir si no se atacan las 
causas del fracaso de las actuales. 


El señor senador Aguirre dice que este proyecto otor- 
ga beneficios excepcionales. Yo digo que eso es relativo, 
porque la industria que allí se instale, carecerá de los 
beneficios que tiene la industria nacional. Por ejemplo, 
es cierto que en la zona franca está el beneficio de la 
desgravación pero no lo es menos que en la misma no está 
la ventaja de la protección. En consecuencia, no podemos 
hacer comparaciones partiendo de la base de que en la 
zona franca se dan más beneficios. En realidad hay me- 
nos riesgo de perjuicios en la zona no franca porque en 
la otra zona no se da protección sobre los productos fi- 
nales. Por ejemplo, de un 45 % arancelaria, que hace que 
el consumidor esté subsidiando en buena parte de la in- 
dustria nacional. 


x 


El señor senador entenderá que, a nuestro juicio, eso 
hace casi a la arquitectura de la propia ley. No valdría 
la pena dictar una norma de esta maturaleza si nosotros 
no tocáramos estos aspectos, el de que se pudieran insta- 
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lar industrias que manejaran actividades similares a las 
de las nacionales. Lo harán en otras condiciones; ten- 
drán alí exoneración impositiva pero no tendrán protec- 
ción. Tendrán beneficios con relación a la zona franca y 
perjuicio con relación a la zona no franca. Se trata de 
instrumentos económicos diferentes pero útiles ambos, Lo 
que no puede hacerse es seguir, como hasta ahora, con 
un instrumento inútil, 


A nuestro modo de ver se han previsto los efectos per- 
judiciales; eremos que se balancean y se crea una respon- 
sabilidad política, naturalmente, a través de un mandato 
del Poder Ejecutivo a los efectos de proteger a la imdus- 
tria nacional. 


El señor senador insiste en que este tipo de zona fran- 
Ca es excepcional. Le puedo asegurar que la mayoría de 
las zonas francas, no son solamente otro pais aduanero 
sino un régimen de exención impositiva. Esta mañana 
mientras preparaba los papeles que iba a manejar en este 
debate, encontré y leí los estatutos que rigen las zonas 
francas de varios países de América. En casi todos ellos 
se trata de una exoneración impositiva simultánea a la 
aduanera. 


Por todos estos argumentos es que me resultaba ne- 
cesario hacer esta aclaración. Pido disculpas por haber 
cortado el hilo de su exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede continuar el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Por supuesto que no tomo a mal 
que me haya solicitado una interrupción, porque es algo 
normal en el debate parlamentario. Señalo que no he atri- 
buido al señor miembro informante el propósito delibera- 
do de no modificar la ley aun el caso de que pudiera 
creer que hay objeciones que pueden ser compartibles. 


El señor senador Flores Silva integra la Comisión de 
Hacienda, ante la cual se hicieron la mayoria de las ob- 
jeciones a las que nos estamos refiriendo. El no ha sido 
convencido y cree que lo mejor es dejar el proyecto co- 
mo está. Reconozco esto sin el menor inconveniente, por- 
que, en verdad creo que eso sucedió asi. Pero lo que no 
me convence —y este es un aspecto que no iba a tocar, 
pero lo digo al pasar— es el argumento de que las in- 
dustrias instaladas en zona franca no cuentan con la pro- 
tección de que gozan las instaladas en la zona no franca. 
Y que, por eso, tienen una desventaja que compensa los 
beneficios que se les dan y que no tienen las instaladas 
en la zona no franca. La protección no es con vistas a 
la exportación; es para que no ingresen al consumo inter- 
no, con el mismo nivel de precio o aún más baratos, pro- 
ductos extranjeros que desplazarían —dentro del merca- 
do interno--- los elaborados por la industria nacional, Pe- 
ro, como en zona franca se produce con vistas a la ex- 
portación, y ese es uno de los objetivos que proclama 
expresamente la ley en su artículo 19%, creo, con todo res. 
peto, que el argumento no funciona. 


Reitero que no se aplica porque la protección se esta- 
blece en beneficio del consumo interno, es decir, de las 


industrias que producen, en todo o en parte, para el consu- 
mo interno. 
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En cuanto a lo de que la ley del año 23 y la legislación 
posterior sobre zonas francas tenía dos dejectos, en relación 
al segundo creo que tiene toda la razón el señor senador 
y que está bien que la ley estabiezca que a lo producido 
en esa zona hay que darle certificado de origen. En eso 
no estamos en desacuerdo. En lo que dicen al respecto los 
artículos 40 y 41 estamos de acuerdo, porque pensamos 
que ese certificado se les debe dar. En mi concepto, el de- 
fecto del proyecto de ley no es ése. 


En relación a que pueden instalarse industrias simila- 
res a las existentes en territorio nacional, lo admito, siem- 
pre que haya algunas restricciones y controles, no usa 
prohibición absoluta. Hay industrias e industrias, instala- 
das en territorio no franco. Lo que pasa es que este pro- 
yecto de ley no establece ninguna limitación y creo que 
eso es sumamente riesgoso. 


Voy a seguir el hilo de mi discurso y a tratar de ser 
breve, señor Presidente. 


La Unión de Exportadores objetó la iniciativa ante la 
Comisión respectiva y presentó un memorándum con su- 
gerencias para modificar varios artículos. También varias 
Cámaras de Industrias de primer grado hicieron lo propio. 


Tengo aquí un documento firmado por las más impor- 
tantes Cámaras de Industrias del país, en contra de éste 
proyecto, En él se dicen que esas 28 Cámaras industria- 
les producen el 80% del total de la industria nacional. 


Entiendo que todo eso nos debe llevar a la reflexión. 
£n estas Cámaras habrá industriales más o menos eficien- 
tes, más responsables o menos responsables; sin embargo, 
no se puede creer, al barrer, que toda esa gente esté mal 
asesorada, que exprese cosas sin fundamento y que plan- 
teen objeciones que no debamos considerar en ningún 
sentido. 


Todo esto me ha hecho reflexionar. He estudiado to 
das estas objeciones, asi como el memorándum referido, y 
creo que el proyecto de ley se puede mejorar, no para 
dar todo lo que esa gente solicita, pero sí, por lo menos, 
para situarse en un razonable término medio. 


Otra cosa que creo inconveniente es la complejidad 
jurídica del proyecto, la cantidad de figuras de ese tipo 
que se manejan y que entiendo que, en la práctica, traerán 
dificultades. Aquí hay: propietarios de zonas francas -—que 
pueden ser un ente público o un particular— administra- 
dor de zonas francas, que lo será el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas por intermedio de la Dirección de Zonas 
Francas, explotador de zona franca, usuario directo de zo- 
na franca y usuario indirecto de zona franca. ¿Cuántos con- 
tratos sucesivos se van a celebrar? ¿Cuántas relaciones ju- 
rídicas se van a entablar? Toda esta complejidad es ab- 
solutamente inconveniente y, en consecuencia, habría que 
simplificar, y bastante, el proyecto de ley. 


Asimismo, se hace caudal, como uno de los objetivos 
de la ley, del aumento de las exportaciones. Pero quedó 
claro en las discusiones en la Comisión de Hacienda, que 
el artículo 38 dei proyecto de ley, que permite la libre 
circulación, el libre ingreso o egreso de divisas y de me- 
tales preciosos —aquí lo que interesa son las divisas— des- 
de y hacia las zonas francas, hace que las exportaciones 
que salgan de ella no se contabilicen en nuestra Balanza 
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Comercial ni en la de pagos, porque no se registran en el 
Banco de la República ni se tramitan a través de él. En- 
tonces, lo del aumento de las exportaciones ¿qué beneficio 
trae? ¿va a haber más exportaciones del país en la Ba- 
lanza Comercial? No. Se me va a decir que, sin embargo 
ingresan divisas. A eso se puede responder que ellas no 
quedan en 'el país. Las que permanezcan aqui serán las 
que provengan de la compra. de los insumos en el territo- 
rio nacional y del pago de la mano de obra. Entonces esc 
beneficio queda reducido sustancialmente, con el agravan- 
te de que los insumos que se compren aquí no se ver bo- 
neficiados, porque al ingresar a la zona franca se les trata 
como si fueran exportables, es decir, que no pueden in- 
gresar productos nacionales a ella sin pagar los impues- 
tos correspondientes. En consecuencia, no se favorece el 
ingreso de insumos nacionales y por esa vía tampoco se 
promueve que las divisas que producen las exportaciones 
que salgan de la zona franca queden en el país. 


Uno de los errores más graves y más difícil de justi 
ficar, en mi concepto, es el que se comete en los articulos 
19 y 25 de este proyecto de ley, similares a disposiciones 
de idéntico tenor que tenía la Ley Forestal y que fueron 
modificadas en este Senado a raíz de una objeción que yo 
formulé, compartida por el señor senador Ricaldoni y ad- 
mitida luego por los Miembros informantes de la Comi- 
sión respectiva. 


Este artículo, como su similar de la Ley Forestal, es- 
tablece una exoneración genérica de impuestos creados —lo: 
que no me parece mal— y a crearse —lo que me parece 
muy mal— porque significa una especie de enajenación, 
de usurpación de la competencia legislativa, que es ab- 
solutamente inconstitucional. Si este. proyecto de ley se 
aprueba, csta misma Legislatura, la siguiente o cualquier 
otra, podrá siempre modificarlo, eliminar todo o parte de 
estas exoneraciones tributarias, moderarlas o hacer con 
eilas lo que quiera, porque eso está ínsito en la compe- 
tencia legislativa. Ni esta ley ni ninguná otra puede es 
tabilecer una exoneración tributaria “sine die”, por los 
siglos de los siglos, ni decir que va a regir para siempre. 
Pero como se sabe que no puede ser así, se establece en 
otro articulo que, si esto se modifica, el Estado responde 
por los daños y perjuicios ocasionados, es decir que se 
apresura por medio de esta disposición a declararse cul- 
pable en el eventual juicio que por daños y perjuicios, 
fundado en responsabilidad por acto legislativo le entáble 
el explotador o el usuario de zona franca dentro de 10, 20 
ó 30 años, si es que cambiara la situación económica de 
país se entiende necesario modificar la legislación vigente 
sobre zonas francas. 


Esto, además de ser inconstitucional es absolutamente 
imprudente, Así como este aspecto se modificó en la Ley 
Forestal, también deberá cambiarse en este proyecto de ley. 


Para hacer ver cuál es el defecto básico que tiene esta 
iniciativa, digo que para promover actividades que son 
necesarias, útiles, que todos debemos desear que se desa- 
rrollen en el país en las zonas francas existentes y las que 
se instalen, en el futuro porque van a dar ocupación a 
mucha gente en nuestro país y por esa vía se aumentará 
el consumo dándose una inyección a nuestra economía, se 
permiten al mismo tiempo cosas inconvenientes, que pue- 
den aparejar graves perjuicios a nuestra situación econó- 
mica. 
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Basta decir, a vía de ejemplo, que así como se pueden 
instalar industrias competitivas de las nacionales, también 
se admiten empresas competitivas de otras que son efi- 
cientes y sirven al pais, que exportan, que ocupan mucha 
mano de obra. ¿Para qué se va a hacer esto si en esos 
ramos ya tenemos los mercados de los cuales dispone el 
país ocupados por esas industrias ya instaladas y no te- 
nemos más capacidad exportadora? ¿Qué queremos? ¿Qué 
vengan industrias a instalarse en esas condiciones, que pue- 
dan traer sus insumos desgravados porque no pagan los 
impuestos de aduana, que pueden hacer toda su infraes- 
tructura en condiciones mucho más favorables que las que 
poseen todas nuestras industrias? Eso no sería razonable. 
De acuerdo a esta ley pueden crearse en la zona franca 
industrias textiles, industrias lácteas competitivas de 
CONAPROLE, frigoríficas, etcétera. Esto no quiere decir 
que esto vaya a ocurrir, que sea esa la intención. Sin em- 
bargo, de acuerdo a su texto, eso puede hacerse. Asimis- 
mo, se pueden instalar Bancos, puesto que están permiti- 
dos los servicios financieros. Pienso que esto no €s razo- 
nable. Pueden surgir bancos con exoneraciones totales y 
absolutas. Estas entidades financieras, con estas condicio- 
nes tan favorables ¿no serán un atractivo para que venga 
dinero negro de países fronterizos? ¿Esto sería regular? 
¿Esto sería bien visto por los Estados limítrofes, con los 
cuales mantenemos excelentes relaciones? Creo que esto 
no sería serio. Esto no es lo que se quiere. Entonces, hay 
que establecer una disposición, en el proyecto de ley, que 
lo impida, porque tal como está redactado esto está pe:- 
mitido. 


Como se eliminan los monopolios estatales, iembién 
se podría instalar una refinería de petróleo, así como una 
industria de destilación de alcoholes, porque no rige el 
monopolio de ANCAP. ¿Esto es lo que se quiere? No, no 
es eso, pero se puede hacer de acuerdo a la redacción del 
proyecto de ley. 


Por consiguiente, señor Presidente, vamos a modificar- 
lo, a no apasionarnos y a mirar con tranquilidad el tema. 
Vamos a no creer que los que objetamos estas cosas es- 
tamos en contra de una nueva ley de zonas francas, que 
lo hacemos porque nos oponemos al Gobierno o a aquellos 
que dentro de nuestro propio Partido han levantado esta 
bandera. Vamos a mejorar la redacción de este proyecto 
de ley de zonas francas, porque, si lo hacemos, no se tenga 
duda de que también se aprueba en la Cámara de Repre- 
sentantes, puesto que ella no está integrada por gente ob- 
cecada ni enemiga del progreso nacional. Si se lo mejora, 
si se le sacan los defectos que tiene, va a ser votada por 
la gran mayoría de la Cámara de Representantes. De es- 
to, que no se tenga la menor duda. 


En cambio, si el proyecto de ley se quiere aprobar úe 
cualquier manera, tal como está, será una iniciativa que 
saldría en medio de un violento debate nacional. ¿Para qué? 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.—147 


Este tema debería ser una bandera de todos y no de algu- 
nos contra los demás. 


Téngase presente que no queremos perjudicar la eco- 
nomía del país. Por el contrario, deseamos que este ins- 
trumento sea lo más idóneo posible, que traiga todos los 
beneficios que los que lo han llevado adelante quieren para 
la economía nacional. Sin embargo, al mismo tiempo, de- 
bemos asegurarnos de que no se produzcan los perjuicios 
señalados, que inevitablemente se van a dar, si no se mo- 
difican algunas disposiciones. 


Entiendo, señor Presidente, que esta sería una manera 
de proceder responsable y sensata y, si se obra de este 
modo, nosotros sostenemos que se hará un gran bien y 
que el proyecto de ley será aprobado por la inmensa ma- 
yoría del Parlamento, en lugar de ser votado por una exi- 
gua mayoría. 


Lamentablemente, por circunstancias personales que 
en este momento no estamos en condiciones de modificar, 
no vamos a estar presentes cuando se haga la votación 
paríicular de este proyecto de ley, articulo por articulo, 
pero aspiramos —y lo dejamos así establecido en el Sena- 
do— que se reflexione en ese Sentido. Deseamos que se 
entienda que las modificaciones que propone, por ejem- 
plo, el señor senador Ortiz, son razonables; que no le ha- 
cen mal al proyecto de ley; que no lo van a desvirtuar 
ni van a impedir que se produzcan todos los beneficios 
que se obtienen con cesta ley. Además, si eso se hace, en 
definitiva se le hará un gran bien al país; y procedienúo 
de otra manera, quién sabe si en lugar de hacérsele un 
bien, ho se le termina haciendo un mal. 


Es cuanto quería decir. 


16) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. — Se levanta la sesión. 


(Asi se hace siendo la hora 21 y 10 minutos, presi- 
diendo el doctor Tarigo y estando presentes los señores 
senadores Aguirre, Batile, Cadenas Boix, Cassina, Cersó. 
simo, Cigliuti, Croce, Fá Robaina, Flores Silva, Gargano, 
Guntín, Martínez Moreno, Mederos, Olazábal, Ortiz, Pe- 
reyra, Terra Gallinal, Tourné, Trayersoni, Zanoniani y 
Zumarán. 


Dr. ENRIQUE E. TARIGO 
Presidente 


Dn. Mario Farachio 
Dn. Félix B. El Helou 
Secretarios 


Dr. Juan Carlos Ferrando 
Director del Cuerpo de Taquigrafos 


